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RESUMEN EJECUTIVO 
 
 
La eficacia de la Acción de Protección en la aplicación de los artículos 95 literal c) y 81 
literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional 
 
La presente investigación realizada, estuvo enfocada en determinar con claridad la eficacia de la 
acción de protección relacionada directamente con los miembros policiales que son incluidos en 
la cuota de eliminación anual, producto de haber recibido en su contra una sanción impuesta por 
un Tribunal de Disciplina, ya que este recurso aparece para proteger al ciudadano en forma 
inmediata y eficaz ante cualquier abuso proveniente de una autoridad pública no judicial en 
donde se vulnere derechos constitucionales establecidos en la Carta Fundamental. Una de las 
prioridades mediante la acción de protección fue en demostrar la vulneración a los principios y 
derechos constitucionales, por parte de la Institución Policial, mediante fallos emitidos por las 
diferentes Salas de las Cortes Provinciales de Pichincha e Imbabura. Otro de los factores 
fundamentales de esta investigación fue en establecer con exactitud que los Tribunales de 
Disciplina de la Policía Nacional al sancionar a un miembro policial por haber cometido una 
falta disciplinaria de tercera clase, expiden únicamente actos administrativos que se reflejan en 
resoluciones y no en sentencias, por consiguiente producto de la investigación se propone como 
propuesta reformar la disposición del literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional. 
 
Palabras Claves: 
1. Acción de Protección 
2. Cuota de Eliminación 
3. Tribunal de Disciplina 
4. Debido Proceso 
5. Derechos Constitucionales  
6.PrincipiosConstitucionales 
 
  
 
 
xv 
 
 
ABSTRACT 
 
The efficacy of protective action on the application of Articles 95 paragraph c) and 81 
letter d) of the Law of National Police Personnel. 
 
This research was focused on clearly determining the efficacy of protective action directly 
related to the members of police that are a part of the annual elimination quota because of 
having been sanctioned by a Disciplinary Board. This resource exists to protect citizens in an 
immediate and efficient manner against any form of abuse on behalf of a non-judicial public 
authority, where constitutional rights established in the Constitution are violated. One of the 
objectives of this protective action was to prove violations of the constitutional rights and 
principles by hand of the members of the Police by means of judgments issued by the different 
Provincial Courts of Pichincha and Imbabura. Another fundamental factor of this research was 
to precisely establish that the Disciplinary Boards of the National Police, only expedite 
administrative actions that end up in resolutions, and not in sentences when sanctioning a 
member of the Police for having committed a third class disciplinary offence; for this, the 
product of this research proposes a reform on paragraph d) of article 81 of the Law of National 
Police Personnel. 
 
Keywords  
 
1. Protective Action 
2. Elimination quota 
3. Disciplinary Board 
4. Due Process 
5. Constitutional Rights 
6. Constitutional Principles    
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INTRODUCCIÓN 
 
Con la promulgación de la Constitución del año 2008, los ciudadanos ecuatorianos nos 
encontramos viviendo en un Estado constitucional de derechos y de justicia social, en donde la 
norma suprema es garantista ya que vela y protege los derechos constitucionales reconocidos en 
ella y a su vez es la norma rectora que controla y regula los derechos y principios 
constitucionales que vayan a ser aplicados. El artículo 11 numeral 9, establece que el más alto 
deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la 
Constitución, este principio al igual que todos los principios del artículo 11 constituye la base 
fundamental para que se respeten todos los derechos fundamentales sin la necesidad de que 
exista o haya normas de derechos positivos que sean inaplicables, por consiguiente para el 
ejercicio de los derechos y garantías constitucionales no se exigirá de requisitos que no estén 
establecidos en la Carta Magna o la ley, ya que los derechos serán plenamente justiciables y no 
se podrá alegar falta de norma para justificar su violación. 
 
En el Título III, Capítulo tercero de la Constitución de la República nos habla sobre las 
garantías jurisdiccionales, dentro de las cuales consta la establecida en el artículo 88 en lo 
referente a la acción de protección, conocida anteriormente como amparo constitucional, acción 
que tiene como finalidad proteger, tutelar los derechos reconocidos en la Constitución y en los 
Instrumentos internacionales, cuando se haya producido la vulneración de algún derecho por 
actos u omisiones por parte de una autoridad pública no judicial e inclusive de particulares. 
 
El artículo 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, nos 
habla sobre el personal policial que formará parte de la cuota de eliminación policial, dentro de 
esta cuota forman parte los miembros policiales que hayan sido sancionados mediante sentencia 
de un Tribunal de Disciplina, consecuentemente no podrán ascender al inmediato grado superior 
pese haber cumplido la sanción establecida por estos Órganos Administrativos por lo que 
dejarán de formar parte de las filas policiales para ser dados de baja de la Institución Policial.  
 
La Constitución de la República en su artículo 424 nos habla sobre su supremacía que 
tiene respecto a otras normas y leyes del ordenamiento jurídico, a su vez nos exhorta que todas 
las normas y actos provenientes del poder público deben guardar conformidad con los derechos 
establecidos en la Norma Suprema, caso contrario carecerán de eficacia jurídica. 
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Las bases de este estudio van enfocadas hacia la importancia que tiene el recurso 
constitucional de la Acción de Protección  el  mismo que es justificado con sentencias 
favorables de miembros policiales en las que se han dejado sin efecto los actos administrativos 
relacionados con la cuota de eliminación donde predomina la violación del Debido Proceso en 
especial la garantía del artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución de la República, 
principio conocido como el non bis in ídem, es decir nadie podrá ser juzgado o sancionado más 
de dos veces por la misma causa. 
 
Con los antecedentes señalados en el presente trabajo investigativo se propone establecer 
una reforma legal a la disposición del literal d) del art. 81 de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional con la finalidad de garantizar los derechos y principios constitucionales de los 
miembros policiales que se hallan inmersos en la figura de la cuota de eliminación. 
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CAPÍTULO I 
 
EL PROBLEMA 
 
1.1PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
La Ley de Personal de la Policía Nacional, en su Capítulo IV, Art. 95, establece las causas 
para que un Miembro de la Institución Policial, forme parte de la Cuota de Eliminación Anual, 
entre estas causas tenemos el literal c) que textualmente dice:"Art. 95.- La Lista de eliminación 
anual en cada grado, se conformará con el personal policial que se encuentre comprendido en 
uno o más de los siguientes casos: c) No haber sido calificado idóneo para el ascenso al 
inmediato grado superior."Para que un miembro policial sea calificado no idóneo para el 
ascenso, el Policía Nacional, debe estar inmerso en varias disposiciones, como así se manifiesta 
en el Art. 81 literal d) del Cuerpo de Leyes antes citado, que textualmente dice: "Art. 81.- No 
podrán ascender ni constar en listas de ascensos el personal en los siguientes casos: d) Haber 
sido sancionado mediante sentencia del Tribunal de Disciplina",de lo antes expuesto, 
encontramos el problema en que si los miembros policiales al ser sancionados por los 
Tribunales de Disciplina con castigos de 21, 30 y 60 días de arresto disciplinario, por haber 
cometido presuntas faltas disciplinarias, existe una desproporcionalidad de sanciones 
administrativas a los Miembros Policiales como no calificarles para el ascenso y luego incluirlos 
en la cuota de eliminación, para posteriormente dárseles de baja de las filas policiales, por lo 
que se violenta las garantías constitucionales y el debido proceso, así se han manifestado los 
Jueces de las Cortes Provinciales de Justicia de Pichincha e Imbabura y de la Corte 
Constitucional, en las diferentes sentencias de Acción de Protección, en las que se concede este 
recurso a los miembros policiales dejando sin efecto todos los actos administrativos, en 
consecuencia el policía puede seguir ejerciendo su carrera profesional hasta cumplir los 
respectivos años de servicio   
 
En la disposición del Art. 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, 
artículo en el que se manifiesta que los miembros policiales serán colocados en cuota de 
eliminación por haber recibido sentencia del Tribunal de Disciplina, disposición que no guardan 
relación con las normas legales ya que los Órganos Administrativos, en este caso la Policía 
Nacional con los Tribunales de Disciplina, únicamente expiden actos administrativos y no 
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sentencias, ya que los únicos competentes para expedir sentencias son los Órganos 
Jurisdiccionales a cargo de los señores Jueces de la República y no son competentes para 
expedir dichas sentencias los Tribunales de Disciplina. 
 
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
 
El presente trabajo investigativo, se encuentra determinado bajo el contexto jurídico 
ecuatoriano, donde los derechos y principios constitucionales deben ser observados, cumplidos 
y respetados por toda autoridad pública.  
 
1.1.2 Delimitación del problema 
 
El desarrollo del trabajo está inmerso a la investigación durante el año 2013-2014.  
 
1.1.3 Formulación del problema 
 
¿La aplicación de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la 
Policía Nacional, violenta expresas garantías constitucionales, por lo que amerita una reforma 
legal? 
 
1.1.4 Evaluación del Problema 
 
La evaluación radica directamente en las disposiciones de los artículo 95 literal c) y 81 
literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, normas con las cuales se incluyen a los 
miembros policiales en la cuota de eliminación. 
 
1.2 OBJETIVOS 
 
1.2.1 Objetivo General 
 
Establecer cómo la aplicación de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional, vulneran garantías constitucionales de conformidad con las 
sentencias expedidas por los Jueces de las Cortes Provinciales de Justicia de Pichincha e 
Imbabura, Corte Constitucional en los recursos de Acción de Protección.  
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1.2.2 Objetivo Específico 
 
a) Identificar cómo la aplicación de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional, viola los principios y derechos constitucionales de los 
Miembros Policiales.  
b) Determinar cómo las sentencias de Acción de Protección, dejan sin efecto los actos 
administrativos, aplicados por los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional.   
c) Demostrar cómo los Miembros Policiales al dar cumplimiento con los castigos 
impuestos por los Tribunales de Disciplina, tiene como efecto  que se los sancione 
desproporcionalmente, violando el debido proceso. 
d) Analizar por qué los Órganos Administrativos expiden Resoluciones administrativas y 
no sentencias judiciales.  
e) Elaborar una propuesta de reforma al artículo  81 literal d) de la Ley de Personal de la 
Policía Nacional, acorde a las normas constitucionales. 
 
1.3JUSTIFICACIÓN 
 
La presente investigación, es de gran importancia para el conglomerado de policías que se 
encuentran bajo la figura de la cuota de eliminación, ya que se permitirá identificar en el medio 
administrativo policial la serie de violaciones constitucionales al debido proceso desde el 
momento en que un miembro policial es sancionado por un Tribunal de Disciplina, hasta cuando 
se expiden las diferentes resoluciones administrativas que concluyen con la baja del miembro 
policial. 
 
En la investigación a realizarse se contará con varias doctrinas en el campo del Derecho 
Constitucional como también se analizará diferentes disposiciones legales establecidas en la 
Constitución de la República como en la Ley de Personal de la Policía Nacional y, algo de gran 
importancia es contar con sentencias de Recursos de Acción de Protección, expedidas por el 
fenecido Tribunal Constitucional, Corte Constitucional, Cortes Provinciales de Pichincha e 
Imbabura, en las que se demuestra con claridad como la acción de protección opera de manera 
eficaz por la aplicación de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la 
Policía Nacional, toda esta información será recopilada con la finalidad de obtener los mejores 
resultados necesarios para cumplir con los objetivos de la investigación propuesta.  
 
El motivo de esta investigación, es para establecer una reforma al literal d) del artículo 81 
de la Ley de Personal de la Policía Nacional, para evitar que por la aplicación de esta norma se 
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vulnere derechos constitucionales de los miembros policiales, reforma que también tendrá una 
consideración positiva para evitar que se recurra a recursos constitucionales como es la acción 
de protección disminuyendo de esta forma la carga judicial atribuida a los Jueces 
Constitucionales. 
 
1.4  PREGUNTAS DIRECTRICES 
 
a) ¿La artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, 
violan flagrantemente las garantías constitucionales?   
b) ¿Por qué los Miembros de los Consejos de la Policía Nacional, al expedir las 
resoluciones administrativas en las que se colocan a los Policías Nacionales en Cuota de 
Eliminación, realizan una errónea interpretación al Art. 81 literal d) de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional? 
c) ¿Quiénes son competentes para expedir una sentencia judicial, los Órganos Judiciales o 
los Administrativos? 
d) ¿Por qué existe una desproporcionalidad de sanciones administrativas a los Miembros 
Policiales, vulnerándose el debido proceso y las garantías constitucionales? 
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CAPÍTULO II 
 
MARCO TEÓRICO 
 
2.1. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 
 
2.1.1 Antecedentes de estudio 
 
Al momento de formular el problema dentro del trabajo investigativo, implica tener 
conocimientos en el tema para poder determinar la realidad tanto objetiva como subjetiva 
motivo de la investigación. Por ende es primordial realizar una investigación acorde a la 
realidad jurídica actual en la que se encuentran los miembros policiales al ser incluidos en esta 
figura jurídica llamada la cuota de eliminación, por la aplicación de los artículos 95 literal c) y 
81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, normas secundarias que serán 
debidamente analizadas y estudiadas en la presente investigación, con la finalidad de tener una 
mejor visión jurídica constitucional en el tema investigativo. 
 
Dentro de la investigación se toma en consideración el recurso constitucional de la acción 
de protección, recurso que es utilizado como una herramienta, un instrumento para reclamar 
ante los Jueces Constitucionales los derechos que han sido violados. Además la acción de 
protección es una gestión procesal pública ya que cualquier grupo de personas, una comunidad, 
un pueblo, una nacionalidad o cualquier persona pueden presentar una demanda de protección. 
 
Este recurso constitucional dentro de la legislación policial en lo pertinente a la cuota de 
eliminación anual opera de manera eficaz, eficacia que se refleja en las sentencias favorables de 
acción de protección en las que los Jueces Constitucionales consideran que se vulnera derechos 
y principios constitucionales, derechos como el debido proceso enmarcándose en una de sus 
garantías como la determinada en el artículo 76 numeral 7 literal i) de la Carta Fundamental, 
principio constitucional conocido como el non bis in ídem, es decir nadie podrá ser sancionado 
más de dos veces por la misma causa. 
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Por consiguiente es indispensable estudiar el recurso constitucional de la acción de 
protección como la normativa de la Ley de Personal de la Policía Nacional, relacionada con la 
cuota de eliminación. 
 
2.1.1.1 Antecedentes investigativos 
 
Una vez realizada las indagaciones pertinentes en las Facultades de Jurisprudencia de las 
Universidades Central, Católica, UDLA, SEK, se pudo determinar que no existe trabajos 
investigativos similares, por lo que es de gran relevancia el tema a desarrollarse para dar un 
aporte jurídico en el área del derecho y brindar una guía para los futuros profesionales del 
Derecho. 
 
Por consiguiente el presente tema planteado es único, consecuentemente se procederá a 
desarrollar todos los puntos del trabajo investigativo. 
 
2.1.1.2 Fundamentación Legal 
 
El presente trabajo investigativo se fundamenta en la Constitución de la República del 
Ecuador, en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en la Ley 
de Personal de la Policía Nacional, en el Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional en las 
resoluciones y sentencias expedidas por el fenecido Tribunal Constitucional, Corte 
Constitucional y por las diferentes Salas de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha e 
Imbabura. 
 
2.1.2 Generalidades 
 
2.1.2.1 Historia de la Policía Nacional del Ecuador 
 
Para establecer una verdadera historia de la Policía Nacional, debemos trasladarnos a los 
tiempos prehistóricos, es decir al principio de las primeras poblaciones en nuestro territorio, ya 
que esta noble Institución ha ido evolucionando paulatinamente a través de los años, 
comenzando primeramente en la época del dominio del Dios Sol, en la época del período 
colonial, en la independencia, en la República etapa en la cual la Policía Nacional del Ecuador 
nació como una Institución Profesional. 
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2.1.2.1.1La Policía en el dominio del Dios Sol 
 
En esta época no se puede demostrar con exactitud cuáles fueron los primeros pobladores 
que se asentaron en nuestro territorio ecuatoriano, pero gracias a los estudios arqueológicos se 
pudo determinar que hace aproximadamente 14.000 y 10.000 años antes de Cristo surgieron los 
arcaicos pobladores los cuales se establecieron en la confederación de los Quitu-Cara; en esta 
comunidad aparecen los primeros Policías denominados los Cari, era un grupo que estaba 
únicamente conformado por hombres adultos los cuales se encargaban de tres aspectos muy 
importantes: de organizar los grupos de defensa, velar por el cuidado y la vigilancia de los 
pobladores que conformaban esta confederación. 
 
Según el (Instituto de Estudios Históricos de la Policía Nacional[INEHPOL], 2010, p.18) 
señala: 
 
En el año de 1487 se inicia la conquista de los Incas a nuestro territorio con ellos vienen 
los Chapacs, cuerpo policial comandado por el Chapac-Camayu e integrado por los 
Chunga-Chapac-Camayuc, Pachag-Chapac-Camayuc y Guaranga-Chapac-Camayuc, 
según correspondía la vigilancia de 10, 100 o 1.000 hombres. También existen los 
Coptra-Camas, encargados de la vigilancia de trojes, bodegas y otros almacenes 
similares. 
 
2.1.2.1.2La Policía en el período Colonial 
 
Para que se dé inicio a esta etapa, se tiene como antecedente la conquista de los españoles 
a nuestro territorio, con la cual sucumbió el imperio del Dios Sol bajo el mando del emperador 
Atahualpa él cual murió en Cajamarca. Los españoles al conquistar nuestro territorio trajeron 
consigo caballos, espadas, el idioma, la cruz, sus costumbres y tradiciones; es así que con esta 
conquista, naceel período colonial exactamente el 6 de diciembre de 1534, fecha en la que el 
español Sebastián de Benalcázar, fundó la Ciudad de Quito, con la fundación se vinieron 
algunos cambios instaurados por la sociedad española pero lo que nunca cambio fue la esencia 
de la Policía ya que su deber era velar por la paz y contrarrestar el caos. 
 
La Policía en el período colonial se lo asimilaba con algunas figuras de la época como 
eran los alguaciles, los alcaldes, los fiscales, los Jueces de Barrio y los Jueces de Policía, cada 
uno de ellos en su debido tiempo tenía funciones específicas.“En 1541. Carlos V, emitió una 
Cédula Real declarando a Quito como ciudad, y en la cual se dio lugar al nacimiento de funciones y 
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actividades policiales”(INEHPOL, 2010, p.22). Con esta cédula nacen los diferentes roles de la 
Policía en la época colonial.  
 
El 29 de agosto de 1563, se crea la Real Audiencia de Quito y con ella surgieron figuras 
como el alguacil mayor, menor y como subordinados de ellos se crearon a los corchetes. 
 
En el año de 1573 se establecieron los alcaldes de hermandad, los cuales tenían dos roles 
importantes que era velar por la justicia y realizar la función de Policía Rural teniendo como 
colaboradores a los Cuadrilleros. 
 
El 21 de septiembre de 1731 se instauró en la Ciudad de Quito a los Jueces de Barrio con 
la finalidad de que ayuden a los Alcaldes, teniendo las funciones de justicia y Policía, para 
posteriormente en el año de 1777 ya no se los conocía como Jueces de Barrio sino como 
Alcaldes de Barrio.  
 
Otra de las Institucionesque realizó las funciones de Policía en la época colonial, surgió el 
31 de agosto de 1799, conocido como Cuerpo de Serenos los cuales eran los encargados de 
controlar los actos de comercio y vigilarpor las noches la Ciudad de Quito; pese a no tener algún 
armamento para defenderse y sus remuneraciones eran totalmente nefastas el Cuerpo de Serenos 
estaba conformado por hombres de honor y de buenas costumbres. 
 
Como los delitos aumentaban, el Cabildo colonial buscó otra forma de Policía, o mejor 
dicho, creó un cuerpo policial al que se le dio el nombre de “Milicia del Comercio” sin 
perjuicio a que subsistan los Rondas y Serenos; y este órgano de la Administración, como 
cualquier otro, se desarrolló y murió con el transcurrir del tiempo.(INEHPOL, 2010, p. 
24) 
 
Posteriormente, se constituyeron los Jueces de Policía los cuales tenían como objetivo 
cuidar el aseo de las calles, las casas, los patios, estar atentos a los actos de comercio en lo 
referente a controlar las pesas en las ventas de los productos. 
 
2.1.2.1.3 La Policía en la Independencia 1809-1830 
 
El 10 de agosto de 1809, se dio el primer grito de la independencia, aquel día histórico 
para el pueblo ecuatoriano y para Latinoamérica. Con la proclamación de la independencia se 
formó la Gran Colombia bajo el ideal del libertador Simón Bolívar. 
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En tema de Policía, el Presidente Juan Ramírez y Orozco expidió un nuevo plan mediante 
auto de buen gobierno de 24 de septiembre de 1818, distribuyendo la Ciudad de Quito en 4 
cuarteles o sectores, fijando como Alcalde Mayor de cada uno de ellos a los Oidores, con 
las siguientes disposiciones para mejorar el servicio de vigilancia y reducir la actividad 
delictiva en la Capital(INEHPOL, 2010, p. 26) 
 
Vale decir que desde el inicio de la Gran Colombia estuvo presente la Policía, con el 
único objetivo de velar por la seguridad, tener un mayor control y vigilancia en cada 
Departamento, teniendo como metaabolir los actosdelictivos que ocurrían en las ciudades de la 
Gran Colombia. 
 
En la época de la independencia, la Policía estaba conformada por los Comisarios, 
Alcaldes Municipales y Parroquiales los cuales tenían la función específica de cuidar la 
seguridad de las ciudades de la Gran Colombia, como también controlar que las personas 
mantengan limpia las calles, así también se instauraron en la Capital de cada Departamento 
Jefaturas de Policía,un hecho memorable en esta época es la creación del primer reglamento 
provisional de la Policía que surgió el 27 de marzo de 1822, aquel reglamento que estableció a 
los primeros Comisarios de Cuartel los cuales tenían como subalternos a soldados y paisanos. 
 
El INEHPOL (2010, p.28) afirma que: 
 
El gobierno de la Gran Colombia presidido por el Libertador, el 22 de diciembre de 1827, 
expidió el Reglamento de Policía, “más conocido como Reglamento de Policía del 
Libertador” en el que se determinaba funciones para los Jefes de Policía, Comisarios y 
demás empleados del ramo. Como misiones a cumplir, establecía el cuidado de la 
seguridad pública, de la vida, del honor y de los bienes de los ciudadanos; que en su 
jurisdicción no haya vagos, la atención a los mendigos, pobres  enfermos; y, para 
conseguir este objetivo, les faculta que se los envíe al servicio de las armas. Este 
Reglamento clasificó a la Policía en Urbano o Interior y Rural o Exterior.  
 
De lo transcrito se desprende que no solo hubo un Reglamento Provisional, sino que el 
Libertador Simón Bolívar también creó un Reglamento, facultándoles a los Comisarios y Jefes 
de Policía la misión de vigilar, de proteger a las personas, a cuidar los bienes y a mantener el 
orden; cabe destacar que en este Reglamento el Libertador Simón Bolívar se enfocó en eliminar 
a la gente vaga e indigente que sin oficio y beneficio se convertían en grandes molestias para las 
grandes Ciudades por lo que se les ordenó a que formen parte del Servicio de Armas para que 
sean útiles para la sociedad. 
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El 2 de octubre de 1827, el General Francisco de Paula Santander en su calidad de 
Presidente del Congreso de Colombia, mediante decreto autoriza a que el poder Ejecutivo tenga 
la facultad de nombrar un Jefe de Policía en las principales Ciudades de la Gran Colombia, es 
así que el 12 de noviembre de 1829 la Junta Provincial del Distrito del Sur crea un nuevo 
Reglamento de Policía, el cual regulaba el funcionamiento y organización de la Policía en los 
departamentos de Quito, Guayaquil y Cuenca. En el año de 1830 la Policía incorpora entre sus 
filas a los guardas en la que por primera vez aparece la denominación de Gendarme de Policía, 
“La palabra “Gendarme” viene del francés “Gens d armes” cuyo significado es “gente de armas o 
armada”, es decir gente armada por el Estado a través de la autoridad competente para proteger a la 
sociedad”(INEHPOL, 2010, p. 30) 
 
2.1.2.1.4. La Policía en la República 1830-1884 
 
Como es de conocimiento nacional, el Ecuador tuvo vida como República en el año de 
1830 a partir de la primera Constitución que se celebró en la Ciudad de Riobamba, el Ecuador 
como formó parte de la Gran Colombia ya tuvo bases legales para empezar a forjar su 
institucionalidad como País. En lo concerniente a la Policía en la Republica, surgieron algunos 
antecedentes en los que predominaba la creación de varios Reglamentos por parte de los 
Consejos Municipales, los mismos que se harían cargo de la Policía  para que luego estos 
Reglamentos sean aprobados por el poder Ejecutivo, en consecuencia desaparecieron todos los 
nombres como eran los Jueces de Policía, Gendarmes ysupervigilantes;un hecho muy 
importante en este período se da el 14 de octubre de 1835, fecha en que se creó el primer sello 
de la Policía, el mismo que fue adoptado por la Policía de Quito con la finalidad de que se 
pueda distinguir con las otras instituciones del Estado; de igual forma la Policía de Quito tuvo 
sus primeras instalaciones en las Calles Cuenca y Mideros desde el año de 1852 hasta 1947. 
 
La Policía en la República, tuvo algunas dependencias, las mismas que eran cambiadas de 
nombre por el transcurso de los años, las cuales tenían el mismo objetivo y fin que era cuidar y 
proteger a la ciudadanía, es así que en el año de 1837 se crearon las Comisaríaslas que 
desaparecieron en 1845, en su reemplazo crearon Jefaturas de Policía; de la misma manera en el 
año de 1865, se crean las Intendencias las cuales tenían jurisdicción provincial, para luego en 
1871 dar paso a las Direcciones de Policías que tenían las mismas funciones que las 
intendencias y a la final únicamente sobrevivieron los nombres de Comisarios y Dependientes 
 
Se debe recordar que la Policía en la República, estuvo a cargo de los Municipios hasta 
que el “14 de junio de 1884. Un trascendental hecho se produce en la historia policial ecuatoriana: se 
forma la Policía de Orden y Seguridad, origen de la actual Policía Nacional, bajo la dependencia directa 
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del Estado y separada definitivamente de los Municipios. Los Celadores pasan a denominarse soldados 
de Policía.”(INEHPOL, 2010, p. 36) 
 
2.1.2.1.5. La Policía en el Estado 1884-1938 
 
La Policía en esta época tuvo algunos cambios en los que se destaca el origen de la 
Policía del Orden y Seguridad, la creación de la Policía Rural, la aparición de la primera 
Dirección General de Policía, la expedición del Primer Código de Policía, el origen de los 
retenes policiales, la primera denominación de Policía Nacional, la primera Ley Orgánica de la 
Policía, y la creación del Consejo Superior de la Policía. 
 
En el año de 1884, bajo el mandato del Presidente José María Plácido Caamaño, nace la 
Policía del Orden y Seguridad, la misma que da origen a la actual Policía Nacional, este ente se 
organizó militarmente y dependía exclusivamente del Ministerio del Interior, los integrantes que 
conformaban esta dependencia se los llamaba soldados de la Policía, hasta que en el año de 
1892 se desmilitarizó totalmente a la Policía y a sus Miembros ya no se los conocía como 
soldados de Policía sino como Celadores. Un hecho muy importante en esta época se da el 12 de 
diciembre de 1923 fecha en que se expide un nuevo Reglamento y con él la Institución adopta 
una nueva denominación que se la conoce hasta la actualidad como es de Policía Nacional. 
 
El 21 de agosto de 1886, se crea la primera Policía Ruralen las Provincias del Guayas, 
Manabí y los Ríos, debido a que la sociedad exigía la presencia de este Cuerpo de Uniformados, 
en el año de 1913 se extiende sus servicios hasta las Provincias de Esmeraldas, El Oro y Loja, 
este Organismo así como otros que tuvo la Policía se lo disolvía para nuevamente ser creada. 
El INEHPOL (2010, p. 39) menciona: 
 
Mediante decreto legislativo del 15 de octubre de 1920 se establece nuevamente este 
servicio en todas las provincias de la Costa y, una vez más, es suprimida el 31 de 
diciembre de 1924 por razones económicas. Reinstálase nuevamente en octubre de 1925 en 
las mismas provincias pero ya como servicio propio de la Policía Nacional cuyo nombre 
asignado data del 12 de diciembre de 1923. 
 
Bajo el mandato Presidencial de Eloy Alfaro, el 1 de noviembre de 1898, se crea la 
Dirección General de Policía, que se la consideraba como el eje fundamental de la Policía, 
entidad que estaba bajo las órdenes del Ministerio de Gobierno, su sede la tenía en la Ciudad de 
Quito. Entre sus funciones estaba la de controlar el tránsito de los vehículos como de los 
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peatones con el fin de disminuir y prevenir los accidentes. Esta entidad se la suprimió en el año 
de 1937 y en su lugar se creó la Inspección General de Policía. 
 
El primer Código de Policía se expidió el 30 de julio de 1906, Código que dividió a la 
Institución en Policía Nacional y Policía Municipal, posteriormente en 1907 se crea los Retenes 
Policiales los mismos que se asentaron en los barrios de la Tola y la Chilena de la Ciudad 
Capital. 
 
La Primera Ley Orgánica de la Policía se dio en 1936, bajo el mandato del Presidente 
Ingenirero Federico Páez, esta Ley básicamente describía a la Policía como una “(…) Institución 
con carácter civil, encargada de mantener el orden, velar por la tranquilidad, moralidad y salubridad 
pública y garantizar la libertad, la propiedad y la seguridad de los asociados”(INEHPOL, 2010, p. 
45),pero esta Ley no tuvo mucha duración ya que fue reformada el 4 de enero de 1938, Ley que 
transformó a la Policía nuevamente como una entidad militar y se la denominó Fuerza de 
Policía; bajo este nuevo nombre adoptado por la Institución, el 4 de enero de 1938 se crea el 
Primer Consejo Superior. 
 
Al respecto el INEHPOL (2010, p. 48), señala lo siguiente: 
 
El 22 de febrero de 1938. El General Alberto Enríquez Gallo dictó la Ley de Situación 
Militar y Ascensos de las Fuerzas de Policía, para regular la actividad profesional de sus 
miembros y prever sus derechos durante su trayectoria institucional. Las atribuciones 
contempladas en esta Ley, fueron ratificadas semanas después en el Reglamento de los 
Órganos Centrales de Mando de las Fuerzas de Policía aprobado el 11 de abril de 1938. 
 
De lo transcrito se determina que en ese año se creó la primera Ley que reguló la 
profesionalización de los Miembros que conformaban en esa época la Fuerza de Policía, vale 
decir que se la puede asimilar con la actual Ley de Personal de la Policía Nacional. 
 
2.1.2.1.6. La Profesionalización de la Policía Nacional 1938-2000 
 
Los inicios de la Policía Nacional como una Institución Profesionalizada, tuvo su punto 
de partida bajo el mando del General Alberto Enríquez Gallo, él mismo que fue Jefe Supremo 
del Estado 1937-1938 y, que en la actualidad es el patrono de la Escuela Superior de Policía. 
Esta profesionalización nace el 2 de marzo de 1938 con la creación de la Escuela Militar de 
Carabineros, la misma que tuvo como finalidad formar oficiales bajo los principios de rectitud, 
disciplina, lealtad y con excelentes valores para que cumplan su deber ante la sociedad 
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ecuatoriana. La Escuela de Carabineros estuvo conformada por setenta cadetes de entre los 
cuales catorce fueron ascendidos como Oficiales Carabineros el 30 de marzo de 1940, siendo 
esta la primera promoción de graduados. 
 
El 8 de julio de 1938 el General Alberto Enríquez Gallo, suprime las Fuerzas de Policía y 
a su vez crea el Cuerpo de Carabineros con el afán de establecer una nueva estructura Policial 
que vele por el orden y la seguridad interna del Estado. “La nueva organización policial estuvo 
integrada en sus inicios por 1 General, 3 Coroneles, 5 Tenientes Coroneles, 8 Mayores, 61 Capitanes, 75 
Tenientes, 112 Subtenientes, 70 Cadetes, 47 Sargentos Primeros, 131 Sargentos Segundos, 127 Cabos 
Primeros, 160 Cabos Segundos, 2.717 Carabineros, 19 Amanuenses y 5 Choferes, dando un gran total de 
3.541 Carabineros”(INEHPOL, 2010, p.55).En este mismo año se expidió la Ley Orgánica y su 
respectivo Reglamento que iban a regir para el Cuerpo de Carabineros de la República. Este 
Organismo tuvo su deceso el 28 de mayo de 1944, producto del levantamiento político, militar y 
civil en contra del Presidente Dr. Carlos Arroyo del Río en donde el Cuerpo de Carabineros 
defendió a la Constitución y al poder debidamente constituido, siendo abatidos varios miembros 
de la Institución, este suceso funesto se llevó a cabo como consecuencia de la derrota del 
Ecuador frente al Perú en la guerra de 1941. 
 
Con la renuncia del Dr. Carlos Arroyo del Río de la Presidencia, “Los políticos y militares 
entregaron el Poder al Dr. José María Velasco Ibarra, quien entre sus primeros decretos, el 6 de junio 
de 1944 transformó el Cuerpo de Carabineros en una organización de carácter civil, bajo la 
denominación de Guardia Civil Nacional”(INEHPOL, 2010, p.69), con la creación de la Guardia 
Civil, en 1945 se construyó el Cuartel Modelo en la Ciudad de Guayaquil y en 1946 se adquiere 
los primeros vehículos policiales para realizar los respectivos patrullajes diurnos y nocturnos en 
los barrios de la Capital, de igual forma se expidieron Cuerpos Legales Policiales en los que 
constanlos Códigos sustantivo y adjetivo Penal de la Guardia Civil Nacional, como la Ley de 
Situación Policial y Ascensos, vale mencionar que en esta época aparecieron las Cortes 
Suprema y Superior de la Guardia Civil Nacional, para que en 1974 adoptaran otro nombre 
denominándolas Corte de Justicia Policial y Cortes Distritales, las mismas que fueron abolidas 
al expedirse la Constitución de la República del Ecuador del 2008. La Guardia Civil Nacional, 
cambió de nombre a Policía Nacional el 28 de febrero de 1975, fecha en la que el General 
Rodríguez Lara expidió una nueva Ley Orgánica de la Policía siendo adoptado el término 
Policía Nacional hasta la actualidad. 
 
La Institución Policial en su portal web, nos señala lo siguiente: 
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A principios de 1965 se produce la anexión definitiva del Ecuador a la Organización 
Internacional de Policía Internacional INTERPOL. Un año más tarde se expide la Ley de Personal que 
nos rige actualmente, instrumento legal indispensable para regular la profesión policial de sus 
miembros, garantizar su estabilidad y propender a su perfeccionamiento y superación.(Policía 
Nacional, 2014) 
 
Es decir que la Institución Policial en su etapa de profesionalización, en 1966 expide la primera 
Ley de personal de la Policía Nacional, Ley que ha sido reformada y publicada por última vez 
en el Registro Oficial N° 378, de fecha 7 de agosto de 1998. 
 
2.1.3 Deberes del miembro policial según el Código de Ética de la Policía Nacional 
 
El Diccionario virtualde la Real Academia Española define a la ética de la siguiente 
manera:“Ética Profesional.- Conjunto de normas morales que rigen la conducta humana.”(Real 
Academia Española, 2014) 
 
Para establecer las obligaciones de los Miembros Policiales según el Código de Ética de 
la Policía Nacional, debemos partir desde de la Constitución de la República en calidad de Ley 
Suprema del Estado, es así que el policía como servidor público y como guardián de la 
seguridad interna del país, tienen deberes primordiales que deben dar cumplimiento así lo 
dispone el artículo 83 de la Carta Magna, entre los más principales y los que se encuentran 
relacionados con los Policías Nacionales, tenemos los siguientes numerales a saber:  
 
Art. 83.- “Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin 
perjuicio de otros previstos en la Constitución y la Ley: 1. Acatar y cumplir la Constitución, la 
ley y las decisiones legítimas de autoridad competente. 4. Colaborar con el mantenimiento de la 
paz y de la seguridad. 5. Respetar los derechos Humanos y luchar por su cumplimiento. 12. 
Ejercer la profesión u oficio con sujeción a la ética” 
 
El Código de Ética de la Policía Nacional, es un Cuerpo Legal Interno en el que se 
clasifica deberes para con la Patria, con la Institución, con los Derechos Humanos y en el 
servicio, obligaciones que el Policía debe dar cumplimiento con la finalidad de que tengan 
buenos valores y puedan desempeñar su trabajo con eficacia y responsabilidad. 
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2.1.3.1 De los Deberes para con la Patria 
 
Para mejor entendimiento me permito citar algunas disposiciones contempladas en el 
Código de Ética de la Policía Nacional. 
 
Art. 5. “Cumplirá su servicio con mística profesional y con irrestricta sujeción al 
ordenamiento jurídico vigente, teniendo siempre presente que la Policía existe para dar eficacia 
al derecho y garantizar la seguridad pública interna” 
 
Los Miembros Policiales son los encargados de velar por la seguridad interna del País 
como lo manda la Constitución al igual que este artículo, apegados siempre al Derecho y al 
ordenamiento jurídico vigente. 
 
Art. 6. “El Policía deberá ser un servidor de la comunidad, protector de todas las personas 
y un profesional responsable. Recordará siempre que la profesión de Policía está al servicio de 
sus semejantes” 
 
El Policía Nacional como función primordial es de proteger a la sociedad y, estar al 
servicio de quien lo necesite, bridando el apoyo suficiente como un profesional a la vanguardia 
de la comunidad. 
 
2.1.3.2 De los deberes para con la Institución 
 
Dentro de estos deberes tenemos las siguientes disposiciones establecidas en el Código de 
Ética de la Policía Nacional a saber: 
 
Art. 8. “Recordará siempre que sus subordinados son seres morales, dignos de respeto y 
nunca ordenará realizar un acto inmoral. Que es responsable de lo que ordena y de cómo se 
lleva a cabo sus órdenes” 
   
Este artículo va enfocado para los Miembros Policiales que tienen bajo su mando 
personal policial de menor rango, superiores que tienen el deber de respetar a sus subordinados 
y no degradarlos sin motivo alguno y serán responsables por todas las órdenes que emanen. 
 
Art. 11. “El Policía debe actuar a la luz de los dictados de la deontología debe actuar 
como profesional en consonancia con el alto grado de responsabilidad que significa representar 
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a la institución, sin caer en los excesos y las desviaciones. Recordará el sentido ennoblecedor de 
su profesión y por lo tanto actuará con dignidad, vocación y conciencia profesional.” 
 
Para dar una merecida interpretación al artículo precedente, el Diccionario de la Real 
Academia Española con respecto a la deontología la define de la siguiente manera: 
“Deontología.- Ciencia o tratado de los deberes”(Real Academia Española, 2014), es así que los 
Miembros Policiales tienen la obligación de ser muy responsables en las actuaciones en las que 
se desenvuelvan dentro y fuera de la Institución, recordando que son profesionales que protegen 
a la sociedad y velan por la paz interna del País. 
 
2.1.3.3 Del respeto de los Derechos Humanos 
 
El Código de Ética de la Policía Nacional, manifiesta: 
 
Art. 19. “Es deber de todo Policía defender y respetar los derechos de las personas 
contemplados en la Constitución Política de la República del Ecuador, tales como: La 
inviolabilidad de la vida y la integridad personal; prohibición de las torturas y todo 
procedimiento inhumano y degradante, la libertad y la seguridad personal. “Nadie podrá ser 
privado de su libertad sino en virtud de orden escrita de autoridad competente, en los casos, por 
el tiempo y con las formalidades prescritas por la ley salvo delito flagrante”. 
 
De lo transcrito se desprende que este artículo es un deber sumamente importante que 
deben cumplir a cabalidad los Miembros Policiales, respetando el derecho a la libertad de todas 
las personas con sus respectivas excepciones, libertades que se reconocen en el artículo 66 de 
nuestra actual Constitución de la República, por consiguiente el Miembro Policial está 
prohibido de atribuirse facultades que tengan que ver con violaciones a los derechos humanos 
en los que se pongan en peligro la vida y la libertad de las personas. 
 
Art. 20. “El miembro de la Institución policial deberá siempre considerar que la vida, la 
libertad y la seguridad son los bienes supremos del hombre a las cuales tiene derecho; en 
consecuencia guiara su conducta en el sentido de reducir al mínimo la posibilidad de violarlos o 
emplear la fuerza. Pero si debe intervenir, lo hará exactamente de acuerdo con los deberes que 
corresponden a su función y las limitaciones contempladas en la Ley. Así el Policía evitara los 
actos arbitrarios.” 
 
El Policía Nacional al momento que se encuentra en funciones, deberá recordar que su 
conducta y sus actuaciones deben perdurar la tranquilidad y paciencia, salvo el caso en lo que se 
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ponga en riesgo su integridad personal, hará uso de la fuerza pero siempre apegado a lo que 
dispone la Ley. 
 
2.1.3.4. De los deberes para con el servicio 
 
Entre los deberes principales dentro del servicio de un miembro policial, tenemos los 
siguientes:  
 
Art. 23. “Es misión fundamental del Policía proteger el ejercicio de los derechos y 
libertades, garantizar el orden y la seguridad de los ciudadanos de acuerdo con el mando 
Constitucional y demás normas legales y reglamentarias.” 
 
El rol más importante del Miembro Policial en actos de servicio, es velar por los derechos 
y libertades de los ciudadanos, garantizando a sus habitantes la seguridad y el orden interno del 
Estado como lo manda la Constitución de la República. 
 
Art. 27. “Se esforzara permanente por alcanzar su formación integral como Policía 
profesional, y como persona, a través del estudio y análisis constante de materiales 
profesionales y culturales que le permitan mayor eficiencia en el cumplimiento de su función.” 
 
El Policía Nacional tiene la obligación directa de prepararse física e intelectualmente con 
el objetivo de cumplir a cabalidad con sus funciones. 
 
Art. 32.- “El Policía tiene la obligación de colaborar con las autoridades o funcionarios 
públicos para el cumplimiento de acciones legalmente autorizadas. Sin embargo debe asegurarse 
plenamente de hacer lo correcto, conforme a la ley, a fin de evitar que se le utilice, ya sea 
consciente o inconscientemente, para cualquier acto incorrecto o ilegal. En caso de duda debe 
informar inmediatamente a sus superiores sobre el servicio que se le ha solicitado y esperar la 
autorización.” 
 
El Policía Nacional debe estar atento a realizar lo correcto en los actos que tenga relación 
a colaborar con autoridades  públicas y si algún caso se presenta alguna anomalía con algún 
funcionario público tiene el deber de dar parte a sus superiores. 
 
Art. 33.- “Actuará con decisión y valentía frente al peligro, evitando la imprudencia 
temeraria o las relaciones irreflexivas. Actuará sin vacilaciones en auxilio o defensa de la 
integridad de sus compañeros, familiares y de la ciudadanía en general.” 
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El Miembro Policial tiene el deber de actuar con valentía frente algún acontecimiento de 
peligro, evitando la imprudencia, de la misma manera debe brindar auxilio a sus compañeros, 
familia y a la comunidad.  
 
2.1.4Principios constitucionales reconocidos en el artículo 11 de la Carta Magna 
 
Según Wilhelmi (2008, p.25) con respecto a los principios para la aplicación de los 
derechos constitucionales menciona lo siguiente: 
 
En su capítulo primero (título II), la nueva Constitución agrupa los principios que explican 
y dan coherencia sistemática al conjunto de derechos constitucionalmente consagrados. Se 
trata de un listado completo de principios de aplicación determinante para la comprensión 
de los derechos, tanto en el plano de sus garantías primarias como secundarias. 
 
El artículo 11 de la Ley Suprema del Estado, manifiesta que para el cumplimento de los 
derechos, estos se regirán por principios a los cuales doctrinariamente se los conoce como 
principios humanitarios, en la respectiva investigación se tomará como referencia, los numerales 
2, 6 y 9 principios que van concatenados con los Miembros Policiales. 
 
El Artículo 11 numeral 2 dispone que: 
 
“Todas las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos,  deberes y 
oportunidades. Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de  nacimiento, edad, 
sexo, identidad de género, identidad cultural,  estado civil, idioma, religión, ideología, filiación 
política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación  sexual, 
estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni  por cualquier otra distinción, 
personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o 
anular el  reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de 
discriminación. El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la  igualdad 
real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad” 
 
Con respecto a este principio, lo que nos interesa es lo referente al pasado judicial,en el 
sentido de que se estaría discriminando institucionalmente al policía cuando no es calificado al 
ascenso al inmediato grado superior por registrar en su Hoja de Vida Profesional sanción del 
Tribunal de Disciplina, esta sanción que tiene una conexión directa con el pasado judicial se la 
atribuye al Miembro Policial cuando ha cometido una falta disciplinaria de tercera clase, 
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consecuentemente al no ser calificado para el ascenso se lo incluye en la Cuota de Eliminación, 
teniendo como resultado final la baja de las Filas Policiales.  
 
En nuestra Constitución de la República del Ecuador, se prohíbe la discriminación por el 
pasado judicial sea cual sea el origen, su naturaleza, consecuentemente si una persona que tiene 
un pasado judicial no se le podrá impedir sus derechos entre ellos el acceso a tener un trabajo 
digno tanto en el sector público como en el privado ya que la Ley Suprema del Estado ampara y 
protege este derecho primordial. 
 
El artículo 66 numeral 4 de la Constitución de la República manifiesta: “Se reconoce y 
garantiza a las personas: 4. Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no 
discriminación.” 
 
El Art. 230 numeral 3 de la Carta Magna, ordena que en el servicio  público se 
prohíban:“las acciones de discriminación de cualquier tipo” 
 
De los artículos antes transcritos el Policía Nacional al ser un servidor público no debe ser 
discriminado por ninguna razón, tiene derecho a tener un trabajo decoroso con el cual podrá 
sustentar a su familia y tener un nivel de vida estable como lo manda la Constitución  sin 
importar su pasado judicial, aquel pasado que lo pagó con los días de arresto dentro del recinto 
policial, acatando las órdenes y las sanciones impuestas por los Miembros del Tribunal de 
Disciplina. 
 
Si nos enfocamos en que la Ley Suprema del Estado no sólo prohíbe toda forma de 
discriminación sino que también sanciona por medio de la Ley alguna discriminación efectuada 
por cualquier norma que contravenga a la Constitución, por lo que el contenido de esa norma 
carecerá de validez jurídica y deberá ser excluida del Marco jurídico por ser inconstitucional. El  
inciso primero del Art. 424 de la Constitución prescribe: “La Constitución es la norma suprema 
y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder 
público deberán mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario 
carecerán de eficacia jurídica”. 
 
Artículo 11 numeral 6 señala:“.Todos los principios y los derechos son inalienables, 
irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía.” 
 
Al respecto el profesor García (2012, párra. 23) en lo referente a esta norma manifiesta: 
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El numeral 6 del Art. 11 de la Constitución de la República, señala el principio de 
inalterabilidad y según este principio las violaciones de los derechos y garantías 
reconocidos en la Constitución de la República y en los instrumentos internacionales, no 
admiten ninguna causa de convalidación, ni se sanean por el transcurso del tiempo, por lo 
que las acciones por la violación de estos derechos y garantías, son imprescriptibles. 
 
El principio constitucional antes referido manifiesta que cuando ha existido una 
vulneración de algún derecho reconocido en la Constitución de la República, esta violación 
jamás prescribirá, ni se sanaran por el transcurso del tiempo, es decir que las violaciones que 
realiza la Policía Nacional con respecto a la Cuota de Eliminación enmarcados bajo este 
principio perdurará a través de los tiempos. 
 
Artículo 11 numeral 9. “El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar 
los derechos garantizados en la Constitución. (…)” 
 
El numeral 9 del artículo 11 nos habla que el más alto deber del Estado consiste en 
respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución, vale decir que de los 
actos administrativos inculcados al Miembro Policial no son justificables para que se los 
incluyan en la Cuota de Eliminación Anual, no existe un precedente científico valedero para dar 
de baja de la Institución Policial a uno de sus Miembros que no se ha visto involucrado en 
ningún caso de sentencia, como así lo exige el artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de la 
Policía Nacional, si hubiera recibido  una sentencia tenía que haber sido dado de baja 
inmediatamente de las Filas Policiales como así lo dispone el literal f) del artículo 66 del 
Cuerpo de Leyes antes mencionado. 
 
2.1.5El Debido Proceso en el Ecuador 
 
2.1.5.1Historia 
 
Las garantías del juicio justo y el debido proceso en el Ecuador, se  consagraron en 
primera instancia en la codificación de la Constitución Política de la  República del Ecuador, 
promulgada en el Registro Oficial Nº 183 del 5 de mayo  de 1993; amparadas en el Derecho a la 
libertad y seguridad de las personas,  fundamentados en el numeral 17 del Art.19.  
 
El debido proceso como una garantía constitucional fue instaurada en la Constitución 
Política del Ecuador, la misma que fue promulgada en el Registro Oficial Nº 1 del  11 de agosto 
de 1998; debido proceso que se plasmóen el artículo 23 numeral 27 de la Carta  fundamental, 
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tenía como objetivo brindar protección a las personas contra el abuso  del poder público y en el 
artículo 24 se establecieron las garantías básicas del debido proceso, con inclusión  a los 
Convenios y Tratados Internacionales que garantizaba la misma carta magna.  
 
En la actualidad el debido proceso como garantía básica, se fundamenta en los 
denominados DESCA o derechos colectivos y ambientales, donde el Estado se  convierte en 
garante y actor de tales, desplazando la prioridad dada a las garantías  individuales de la anterior 
constitución, instituida en la Constitución de la  República del Ecuador, promulgada en el 
Registro Oficial  Nº 449 del 20 de octubre del 2008, fundamentado en el Título II, Derechos,  
Capítulo Octavo de los Derechos de Protección, Art.75, el acceso gratuito a la  justicia y tutela 
efectiva, imparcial de los derechos e intereses de las personas; y  como garantías básicas del 
debido proceso se plasman en  los Arts. 76 y 77.  
 
2.1.5.2¿Qué es el Debido Proceso? 
 
El debido proceso debe entenderse como una manifestación del Estado que busca  
proteger al individuo frente a las actuaciones de las autoridades públicas, procurando en  todo 
momento el respeto a las formas propias de cada juicio y para que esto se dé es  necesario que 
exista ciertos presupuestos indispensables, entendiendo por presupuesto aquellas circunstancias 
anteriores al inicio de la actividad, sin las cuales el proceso no podrá ser considerado como 
legítimo, careciendo de validez y eficacia jurídica lo que se actuare sin existencia de los 
presupuestos. 
 
El debido proceso en el actual marco jurídico, tiene la supremacía de ser un derecho de 
rango superior constitucional, que debe ser observado y velado en todo proceso judicial o 
procedimiento administrativo, este debido proceso se encuentra conformado por un cúmulo de 
garantías las mismas que son los pilares o bases fundamentales de este derecho constitucional.  
 
2.1.5.3El Debido Proceso una Garantía Constitucional 
 
Al haberse instaurado el debido proceso en la Constitución de la República del Ecuador, 
se efectiviza este presupuesto; por ser una norma suprema, es evidente que las normas 
secundarias deben  estar siempre sujetas y acordes a la Ley Suprema y, por lo tanto, al ser el 
debido proceso una garantía que tiene una jerarquía constitucional, es de estricto cumplimiento 
y acatamiento en  todos los ámbitos de orden público, debiendo aplicarse a todos los  casos y 
procedimientos, incluidos los administrativos. Desde esta perspectiva se puede determinar que 
todos los órganos de la administración públicaincluida la Policía Nacional, tienen el deber de 
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respetar y hacer respetar todos aquellos principios y derechos constitucionales específicamente 
los contemplados en los Arts. 11, 75, 76, 77 y 82 de la Constitución de la República. 
 
La Administración Pública y las entidades del Estado tienen la obligación de asegurar el 
debido proceso, a crear y aplicar los mecanismos adecuados a prestar servicios públicos a la 
colectividad con la calidad, eficiencia, eficacia y transparencia que les impone el Art. 226 de la 
Constitución de la República; teniendo como elemento primordial a respetar los derechos de las 
personas con estricto apego a la ley que nos permitan vivir en una Sociedad en paz y en orden, 
sometida al Derecho, a la Justicia, a la Democracia; que abomine del desorden, de la injusticia, 
del abuso y del autoritarismo. 
 
2.1.5.4El debido proceso en la Constitución de la República del Ecuador 
 
El debido proceso en nuestra Constitución, se encuentra plasmadoen el artículo 76; en 
donde se establecen garantías básicas que deben ser observadas y cumplidas en todo proceso ya 
sea este proceso judicial o administrativo en el que  se determinen derechos y obligaciones  
garantizando a las  personas el derecho inmediato a la tutela efectiva, teniendo como finalidad 
de que las personas realicen sus actividades en un ambiente de seguridad y se sientan protegidos 
por el Estado. Dentro de estas garantías básicas las que más sobresalen y se enlazan 
directamente con los Miembros Policiales las encontramos en el numeral 7 literales i), l) del 
artículo 76 de la Ley Suprema del Estado. 
 
El artículo 76 numeral 7 literal i) de la Carta Magna textualmente manifiesta:“En todo 
proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el 
derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas (…) 7. El derecho de las 
personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: i) Nadie podrá ser juzgado más de una 
vez por la misma causa y material (…)” 
 
A este literal se lo conoce como el principio del non bis in ídem, el cual tiene dos 
vertientes la material y la formal, en lo que se refiere a la material, consiste en la prohibición de 
que una misma persona pueda ser sancionada dos veces por el mismo hecho y por el mismo 
fundamento, por consiguiente lo que se prohíbe es una doble sanción por el mismo hecho y 
causa; en lo pertinente a la formal hace mención deque se impida la ejecución de dos 
procedimientos sancionadores por el mismo hecho y causa, es decir lo que se prohíbe es un 
doble procesamiento hacia la misma persona y por las mismas circunstancias. Principio que es 
inobservado por la Institución Policialal momento en que se incluye al miembro policial en la 
Cuota de Eliminación, por no haber sido calificado idóneo para el ascenso, por registrar en su 
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hoja de vida profesional sentencia del Tribunal de Disciplina, es decir existiendo una duplicidad 
de sanciones administrativas. 
 
Al respecto el ilustre catedrático García (2011, párr.8) en uno de sus análisis añade, 
quepara que exista el non bis in ídem: 
 
(…) requiere que haya un proceso iniciado por determinado hecho, pues la idea 
fundamental, es que no se debe permitir que el Estado, con todos sus recursos y poder, 
haga repetidos intentos para condenar a una persona por un supuesto delito, 
sometiéndole así a molestias, a gastos y sufrimientos; y obligándole de este modo a vivir 
en un continuo estado de ansiedad e inseguridad. 
 
El numeral 7 literal l) del artículo 76 de la Constitución de la República, textualmente 
dispone: “ l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas oprincipios jurídicos en que se funda y 
no se explica la pertinenciade su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos 
administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 
consideraran nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados.” 
La Corte Nacional de Justicia en uno de sus fallos en lo referente a la motivación(Sentencia, 
2012) expresa lo siguiente: 
 
La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 
conclusión. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta 
administración de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las 
razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el 
marco de una sociedad democrática. 
 
La motivación es una garantía constitucional que debe ser aplicada tanto en el campo 
judicial como en el administrativo; en el caso que nos ocupa la Institución Policial a través de 
sus Consejos expiden resoluciones administrativas, las mismas que deben estar debidamente 
motivadas y dirigidas bajo las reglas de la racionalidad, es decir bajo el fruto del conocimiento 
de la Ley para poder realizar una correcta interpretación orientada y dirigida por la razón y no 
ser expedidas bajoel dominio de la voluntad o por arbitrariedad. 
 
La Doctora Ulloa (2013, párra. 6) en lo concerniente a la motivación señala: 
 
En tal virtud, los servidores públicos en sus resoluciones deben dejar clara y precisamente 
establecidos: (i) los antecedentes de hecho, (ii) las normas y/o los principios jurídicos que 
 
 
26 
 
considera violados por la actuación del ciudadano (principio de legalidad), (iii) las 
motivaciones o argumentos en que funda la alegada violación normativa, y explicación de 
la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Tarea para la cual, se 
encuentran sujetos al cumplimiento de las reglas de argumentación que la comunidad 
jurídica y política considera esenciales para valorar la corrección de las resoluciones de 
los poderes públicos acorde con el criterio de razonabilidad que permita establecer la 
“estricta racionalidad” de sus razonamientos.  
 
Por consiguiente la motivación obliga al servidor público a mostrar y revelar las 
evidencias que los estimularon admitir o excluir determinados elementos de hecho y asumirlos o 
no asumirlos bajo determinadas normas jurídicas, en razón de ello las decisiones dictadas por 
los Órganos competentes deben ser motivadas en hecho y derecho, por ende todas las 
resoluciones que emita la Institución Policial deben cumplir siempre el mandato de la 
motivación. 
 
2.1.6 Garantías Jurisdiccionales 
 
A partir de la expedición de la nueva Constitución de la República del 2008, las Garantías 
Jurisdiccionalesse les da la connotación de “Acción”, que a diferencia de la Constitución 
Política de 1998, se establecían como “Recursos”, salvo la excepción del amparo constitucional 
que se manifestaba como acción, para establecer un criterio es necesario enmarcar a cada uno de 
estos términos.  
 
Acción: “denota el derecho que se tiene a pedir alguna cosa o la forma legal de ejercitar éste.” 
(Cabanellas, 2014) 
 
Recurso:“Por antonomasia, en lo procesal, la reclamación que, concedida por ley o reglamento, 
formula quien se cree perjudicado o agraviado por la providencia de un juez o tribunal, para ante el 
mismo o el superior inmediato, con el fin de que la reforme o revoque.” (Cabanellas, 2014) 
 
Con las definiciones antes transcritas, se puede concluir que los recursos se interponen 
cuando ya existe un proceso, mientras que la acción nace de forma directa, es así que las 
actuales garantías jurisdiccionales dentro de nuestro marco jurídico constitucional 
soninstrumentos o mecanismos que tienen como objetivo proteger los derechos reconocidos en 
la Constitución de la República y si existe alguna vulneración de alguno de ellos, se declarará su 
violación y se dispondrá su inmediata reparación. Al respecto Guillermo Cabanellas en lo 
referente a las Garantías Jurisdiccionales define de la siguiente manera:“Conjunto de 
declaraciones, medios y recursos con que los textos constitucionales aseguran a todos los individuos o 
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ciudadanos el disfrute y ejercicio de los derechos públicos y privados fundamentales que se les 
reconocen” (Cabanellas, 2014) 
 
Las Garantías Jurisdiccionales, se encuentran prescritas en la Constitución de la 
República a partir del artículo 86 al 94, entre estas garantías encontramos la Acción de 
Protección, la Acción de Acceso a la Información Pública, Acción de Habeas Data, la Acción 
por Incumplimiento y la Acción Extraordinaria de Protección, la Garantía a ser analizada de 
acuerdo con la presente investigación es la acción de protección la misma que será de estudio en 
el capítulo siguiente del trabajo investigativo. 
 
2.1.7 La Acción de Protección 
 
2.1.7.1 Orígenes históricos de la Acción de Protección 
 
La acción de protección conocida así actualmente en nuestra legislación, es la 
herramienta primordial para proteger y tutelar todos los derechos reconocidos en la Constitución 
de la República, opera cuando ha existido la violación de un derecho constitucional por un acto 
u omisión por parte de la autoridad pública no judicial, contra políticas públicas, por la 
violación de un derecho cometido por personas particulares sean naturales o jurídicas. La acción 
de protección tiene sus orígenes históricos en el fenecido amparo constitucional, él mismo que 
tuvo vida jurídica hasta la Constitución Política de 1998. Para desarrollar el presente tema 
debemos enfocarnos en tres corrientes históricas, la primera se remota en la vigencia de las 
primeras Constituciones y leyes que protegieron los derechos fundamentales a nivel 
internacional, como también en los Convenios y Tratados Internacionales, la segunda cómo 
nace a nivel de América Latina y la tercera en cómo surgió en nuestroordenamiento jurídico. 
 
2.1.7.1.1El amparoconstitucional en las primeras Constituciones y Leyes protectoras de los 
derechos fundamentales 
 
Debemos tener en cuenta que el amparo constitucional fue concebido con la  finalidad de 
ser una herramienta que proteja al débil del más fuerte, en relación de las personas con el 
Estado, pero sobre todo contra el abuso del poder y la arbitrariedad de las autoridades públicas; 
es así que el amparo constitucional aparece en la edad media con la proclamación de la Carta 
Magna inglesa en el año de 1215, como consecuencia de las controversias entre el rey y la 
nobleza la cual consigue despojar algunos poderes de la realeza, posteriormente en la edad 
moderna se crean los primeros derechos civiles y políticos con los cuales la burguesía consigue 
limitar algunos privilegios que poseía la nobleza para reclamar la igualdad ante la ley. El 26 de 
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agosto de 1789 en plena Revolución Francesa se da la declaración de los derechos del hombre y 
ciudadano, declaración que sirvió para reconocer los derechos naturales e imprescriptibles del 
hombre, entre los cuales consta  la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la 
opresióna más de estos también se reconocieron el derecho al trabajo y a la dignidad gracias a la 
Constitución Francesa de 1793. 
 
El hecho más alto que llegó a la cumbre en esta época se da el 12 de junio de 1776 en los 
Estados Unidos con la Declaración de los Derechos deVirginia, en donde se proclamó el 
derecho a la libertad  y con ello el 4 de julio de 1776 se produce la Independencia de los Estados 
Unidos en donde se realzan los derechos inalienables, los relativos a la vida, la libertad y la 
búsqueda de la felicidad, y para garantizar estos derechos se crea la Carta de Derechos de los 
Estados Unidos del 3 de noviembre de 1791, en la cual se aprobaron diez enmiendas a la 
Constitución americana, sobre el derecho de libertad, de propiedad y deldebido proceso. 
 
2.1.7.1.2La acción de amparo en los Tratados y Convenios Internacionales 
 
En referencia con los Tratados y Convenios Internacionales, el amparo constitucional 
aparece en el año de 1948, gracias a la Declaración de los Derechos Humanos, la misma que fue 
el punto de partida que obligó a todos los Estados la implementación de este recurso y de igual 
forma mediante la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre establece la 
disponibilidad de un recurso sencillo. 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, 
da el mismo alcance a este recurso, así se prescribe en el artículo 25 de la convención antes 
señalada que textualmente manifiesta:  
 
Artículo 25. Protección Judicial.-  “1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y 
rápido o a cualquier otro  recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra  actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la 
ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados Partes se comprometen: a) A garantizar que 
la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de 
toda persona que interponga tal recurso;  b) A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y  
c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se 
haya estimado procedente el recurso.” 
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2.1.7.1.3 El amparo constitucional en América Latina 
 
Gracias a la influencia de la Constitución de los Estados Unidos de 1787, nace en el siglo 
XIX el amparo constitucional en América Latina, comenzado con Méxicoen 1941, país que 
incorporó  por primera vez en su Ley Suprema la institución del amparo, reconociéndolo como 
una garantía constitucional, con este antecedente el amparo constitucional abarcó a todos los 
países de la región en algunos con la misma denominación o con otra pero siempre manteniendo 
su esencia, en Argentina se manifestó en la Constitución de 1994 en el artículo 43 inciso 
primero y artículo 225 de la Ley de Acción de Amparo de 1996 siendo esta su norma 
reglamentaria; en Bolivia el recurso de amparo se plasmó en dos momentos el primero en el 
artículo 19 de la Ley del Tribunal Constitucional vigente desde 1998 y el segundo en la actual 
Constitución del 2009 en los artículos 128 y 129; en Colombia el amparo constitucional se ve 
reflejado en el artículo 86 de la Constitución de 1991 y reglamentado mediante decreto 2591. En 
Chile se contempla en el artículo 20 de la Constitución de 1980 y su tramitación se desarrolla a 
través del auto acordado por la Corte Suprema en 1992, recurso de protección que tiene mucha 
relación con la acción de protección vigente en nuestra Constitución del 2008, en Perú al 
amparo se lo reconoce en el artículo 200 numeral 2 de su Constitución y es regulado por el 
Código Procesal Constitucional del 2004. En Brasil consta en suConstitución en el artículo 5, y 
un ordenamiento reglamentario contemplado en la ley deMandado de Seguranca desde 1951. En 
Ecuador nace  el amparo constitucional con la Constitución Política de 1998 para luego ser 
sustituido por laAcción de Protección, con la creación de esta acción surge la Ley de Garantías 
Jurisdiccionales y ControlConstitucional, desaparece el Tribunal Constitucional y se crea a la 
Corte Constitucional, la misma que dictó Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las 
competencias deLa Corte Constitucional para el Período de Transición, en la que incluyó reglas 
para las garantías jurisdiccionales y constitucionales. 
 
2.1.7.1.4¿Cómo surge la Acción de Protección en nuestro ordenamiento jurídico? 
 
La protección de los derechos en el Ecuador se consagran a partir de la década de los 90 
con la creación del amparo constitucional establecido en la Constitución Política de 1998, ya 
que antiguamente en otras constituciones no se plasmó algún recuso que proteja los derechos 
pese a que a que en muchas de ellas prescribían que los ciudadanos ecuatorianos tienen derecho 
a presentar quejas ante el poder público, declaraciones totalmente obsoletas que no constituyen 
en sí el verdadero significado de la acción de amparo y hoy en día de la acción de protección, 
pero sin embargo serán analizadas desde el punto de vista de la historia.  
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La Carta Magna de 1945, es el antecedente histórico más cercano de la acción de amparo 
así lo señalaba el inciso quinto del artículo 160 que entre otras cosas manifestaba: Art. 160.- 
“Son atribuciones y deberes del Tribunal de Garantías Constitucionales: 5. Conocer de las 
quejas que formulare cualquier persona natural o jurídica por quebrantamiento de la 
Constitución o de las leyes, preparar la acusación contra los funcionarios responsables; salvo lo 
dispuesto en la ley penal; presentar al Congreso para que este, según los casos, los enjuicie u 
ordene enjuiciarlos ” 
 
De lo señalado se refleja que la palabra queja hace alusión a la acción de amparo, 
insinuación que no tuvo ningún fruto ya que en esa época no hubo una verdadera ley que regule 
el control constitucional por ende no se pudo perfeccionar y consolidar la acción de amparo; 
debiendo acotar que en esta Constitución se creó el Tribunal de Garantías Constitucionales cuyo 
modelo fue el Tribunal de Garantía Constitucional Española, Tribunal que apareció también en 
las Constituciones de 1967 y 1978. 
 
En la Constitución de 1967 se produce un hecho muy importante,  se introduce por 
primera vez la palabra amparo, la cual tenía como finalidad la protección de los derechos, así se 
manifestaba en la disposicióndel artículo 28 numeral 15 que textualmente señalaba:  
 
Artículo 28.- “Derechos garantizados. Sin perjuicio de otros derechos que se deriven de la 
naturaleza de la persona, el Estadole garantiza: 15. El derecho a demandar el amparo 
jurisdiccional contra cualquier violación de las garantías constitucionales, sin perjuicio del deber 
que incumbe al Poder Público de velar por la observancia de la Constitución y las leyes”.  
 
Este hecho constituye el punto de partida de la institucionalidad de la acción de amparo 
en el Ecuador, pese a que duró más de dos años ya que fue suprimida a consecuencia de la 
dictadura civil. 
 
Con la promulgación de la Constitución de 1978,la cual restableció el período 
democrático tampoco consagró al amparo constitucional, pese a las varias reformas establecidas 
desde 1983 que tuvieron como finalidad introducir el amparo a la Constitución, el precepto 
procesal quedó como facultad del Tribunal de Garantías Constitucionales, así se manifiesta en 
las varias reformas que tuvo este Tribunal pero la más trascendental fue la que se consagró en 
elen el artículo 146  numeral 2 de la Codificación de la Constitución Política de la República del 
Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 183 del 5 de mayo de 1993 que entre otras cosas 
señalaba:  
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Art. 146.- “Compete al Tribunal de Garantías Constitucionales: 2.Conocer las quejas que 
formulare cualquier persona natural o jurídica contra los actos de la autoridades públicas que 
violaren sus derechos y libertades garantizados por la Constitución (…)”, de la norma antes 
transcrita hace referencia a la queja mas no al amparo. 
 
Al respecto el Doctor Blacio (2011, p. 54) menciona lo siguiente: 
 
(…) en 1993 cuando la Corte Suprema de Justicia, con la autoridad que le dio la 
Disposición Transitoria Vigésima de la Ley No. 20, publicada en el Suplemento No. 93 del 
Registro Oficial del 23 de diciembre de 1992, expidió las normas para regular el Control 
Constitucional en el Régimen de Transición. (Estatuto Transitorio del Control 
Constitucional), promulgado en el Registro Oficial No. 176 de 26 de abril de 1993, en el 
cual se instituyó la “demanda de Amparo”, y con ello se establecieron normas para el 
ejercicio del derecho de Amparo, al cual se había referido la Constitución de 1967 en la 
forma sumaria antes dicha. 
 
En el año de 1996 se vuelve a realizar reformas a la Constitución, las mismas que fueron 
promulgadas en el Registro Oficial No. 863 de 16 de enero de 1.996, en esta reforma se reflejó 
el artículo 31 de la Constitución Política del Ecuador, promulgada en el Registro Oficial No. 2 
del 13 de febrero de 1.997, artículo que entre otras cosas manifestaba: 
 
Art. 31.- “Toda persona podrá acudir ante los órganos de la Función Judicial que la Ley 
designe y requerirá la adopción de medidas urgentes destinadas a hacer cesar, o evitar la 
comisión, o remediar inmediatamente las consecuencias de un acto ilegítimo de autoridad de la 
administración pública violatorio de cualquiera de los derechos constitucionales y que pueda 
causar un daño eminente, a más grave e irreparable (…)” 
 
Como se puede evidenciar en este artículo, todavía no se reconoce a la acción de amparo 
como tal, solo se habla de que cualquier persona podrá acudir ante el Juez competente cuando se 
haya producido la violación de un derecho constitucional por parte de una autoridad de la 
administración pública. Al darse esta reforma en la Constitución surge con ellala Ley del 
Control Constitucional que fue publicada en el Registro Oficial No. 99 de 2 de julio de 1997, 
para posteriormente ser una Ley de carácter orgánica en el 2001. Esta ley de Control 
Constitucional fue creada con la única finalidad de establecer normas claras y precisas para 
garantizar los derechos de las personas a través de la acción de amparo y también para poder 
brindar el trámite respectivo de cómo debía sustanciarse el recurso de amparo constitucional, 
vale decir que esta ley era parecida a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional que nos rige actualmente. 
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Con la Constitución Política de 1998 que fue promulgada en el Registro Oficial No. 1 de 
11 de agosto de 1998 en donde se reconoce y nace oficialmentela acción de amparo por 
mandato constitucional. Recurso constitucional que se prescribió en el artículo 95 a saber: 
 
Artículo 95.- “Cualquier persona, por sus propios derechos o como representante 
legitimado de una colectividad, podrá proponer una acción de amparo ante el órgano de la 
Función Judicial designado por la ley. Mediante esta acción, que se tramitará en forma 
preferente y sumaria, se requerirá la adopción de medidas urgentes destinadas a cesar, evitar la 
comisión o remediar  inmediatamente las consecuencias de un acto u omisión ilegítimos de una 
autoridad pública, que viole o pueda violar cualquier derecho consagrado en la Constitución o 
en un tratado o convenio internacional vigente, y que, de modo inminente, amenace con causar 
un daño grave. También podrá interponerse la acción si el acto o la omisión hubieren sido 
realizados por personas que presten servicios públicos o actúen por delegación o concesión de 
una autoridad pública (…).” 
 
Con la acción de amparo en la Constitución Política de 1998, el Estado garantizó a las 
personas el derecho a acudir ante el Juez para solicitar que cesen o eviten la violación de sus 
derechos reconocidos en la Constitución, producidos por actos u omisiones de una autoridad 
administrativa, esta acción feneció con la actual Constitución de la República del Ecuador del 
2008 y con ella nace la acción de protección, que se plasma en el artículo 88 de la Ley Suprema 
del Estado, la misma que se encuentra normada por la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
En el(Suplemento del Registro Oficial No. 97, 2009) en la que hace mención que la 
acción de protección reemplazó a la acción de amparo, pero en sí la naturaleza y la esencia del 
amparo se mantiene, este texto entre otras palabras señala: 
 
Ciertamente que en ocasión de la vigencia de la Constitución de la República, la “acción 
de protección” reemplazó a la figura del ex amparo, acción que si bien ha sido 
desarrollada, su naturaleza y esencia se mantiene, tanto es así, que mediante este acción 
no se puede revisar asuntos de legalidad que en esencia constituyen los actos de naturaleza 
bilateral o contractual. Al respecto el artículo 50 de las Reglas de Procedimiento para el 
Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional, para el período de transición, 
así lo determina al señalar que no cabe la acción de protección: a) cuando se refiere a 
aspectos de mera legalidad, en razón de las cuales existan vías judiciales ordinarias para 
la reclamación de los derechos, y particularmente la vía administrativa. 
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2.1.7.2 Definición de la Acción de Protección 
 
El Diccionario de la Real Academia Española refiriéndose a la palabra acción la define 
así: “En sentido procesal, derecho a acudir a un juez o tribunal recabando de él la tutela de un derecho o 
de un interés.”(Real Academia Española, 2014) 
 
Couture (2002, pp. 47- 48) describe a la acción como:  
 
El poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdiccionales 
para reclamarles la satisfacción de una pretensión tanto el individuo ve en la acción una 
tutela de su propia personalidad, la comunidad ve en ella el cumplimiento de uno de sus 
más altos fines, o sea la realización efectiva de las garantías de justicia, de paz, de 
seguridad, de orden, de libertad, consignada en la Constitución 
 
Por consiguiente de las definiciones antes señaladas se puede decir que la Acción en la 
esfera del Derecho, constituye una herramienta subjetiva directa que posee todo sujeto de 
derecho para acudir ante un Juez y solicitar se proteja algún derecho de manera legal 
enmarcadas bajo las garantías del debido proceso. 
 
En lo pertinente a la definición de protección según el Diccionario de la Real Academia 
Española el verbo proteger significa: “amparar, favorecer, defender” (Real Academia Española, 
2014) 
 
El sustantivo protección es la acción o un conjunto de ellas y, sustantivo protección, es el 
efecto de la acción de proteger.  
 
Cabanellas (1982, p. 484) define a la protección de la siguiente manera:  
 
Amparo, favorecimiento. Defensa. Favor que un poderoso o influyente dispensa a 
menesterosos o perseguidos procurándoles lo que necesitan, o librándolos de lo que los 
amenaza. Protección y proteger, nos da la idea general de defensa, de amparo, de obtener 
un favor de alguien que lo pueda conceder. Por lo tanto, quien solicita protección debe 
recurrir a quien tiene poder para que lo auxilie y le dé seguridad. 
 
La protección va encaminada hacia las rieles de la defensa, del amparo, del resguardo con 
la finalidad de lograr un favor de alguien que lo puede conceder, para que se haga efectivo este 
favor se debe acudir ante la Autoridad competente en este caso los Jueces Constitucionales 
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quienes tienen el poder de determinar una protección absoluta ante los derechos que han sido 
vulnerados. 
 
2.1.7.2.1 Definición Jurídica de la Acción de Protección  
 
Para dar una definición Jurídica de la Acción de Protección, debemos basarnos en lo que 
prescriben la Constitución de la República y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional. 
 
Nuestra actual Constitución del 2008 con respecto a la Acción de Protección  la define así: 
 
Art. 88.-“La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los 
derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de 
derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; 
contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en  estado de subordinación, indefensión o 
discriminación.” 
 
El artículo 39 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
define a la presente acción de la siguiente manera: 
 
Art. 39.- “Objeto.- La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz 
de los derechos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales sobre derechos 
humanos, que no estén amparados por las acciones de habeas corpus, acceso a la información 
pública, habeas data, por incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de 
protección contra decisiones de la justicia indígena.” 
 
De las transcripciones antes señaladas, debemos tener en cuenta que la protección es una 
accióndirecta de amparo que se convierte en un derecho que tiene un nivel constitucional, la 
acción de protección es una garantía que tiene por objeto tutelar, proteger los derechos 
constitucionales que han sido vulnerados por parte de una autoridad pública no judicial, por 
políticas públicas o por personas particulares; esta es una acción que fue instaurada en la actual 
Constitución  con la única finalidad de convertirse en una muralla jurídica para proteger al débil 
del más fuertea consecuencia del abuso del poder tanto en lo público como en lo privado, aquel 
poder que es abusivo y corrupto.  
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La acción ordinara constitucional de protección, es una herramienta eficaz para 
salvaguardarlos derechos que han sido violados, tiene un carácter universal es decir que puede 
ser interpuesta por cualquier persona o grupo de personas, sin observar su estatus económico, 
sexo, religión, educación etc.   
 
La acción de protección no solamente protege a las personas contra los actos u omisiones 
emanados por una autoridad pública no judicial sino que también resguarda frente a los actos 
que cometieren los particulares ya sean personas jurídicas o naturales por un abuso excesivo del 
poder bajo la esfera de un poderío económico, político y social. En definitiva se puede 
manifestar que la acción constitucional ordinaria de protección es el poder de quien carece de 
poder. 
 
2.1.7.3 La Acción de Protección frente al Abuso del Poder 
 
La acción de protección conocida anteriormente como amparo constitucional, surge como 
un instrumento de defensa frente a las atribuciones del legítimo poder de una autoridad, cabe 
señalar que el poder no proviene de una divinidad o por el sentimiento humano, nace 
primordialmente del pueblo, es decir que el pueblo otorga el poder. 
 
El poder debe estar supervisado y regulado por la Constitución de la República y sus 
Leyes, el Estado ordena que todos los ciudadanos debemos obedecer y respetar a la autoridad 
legítimamente constituida. El poder tiene la facultad de organizar, dirigir, administrar de una 
forma positiva la sociedad enrumbarlo por el buen camino pero también posee su lado obscuro 
que puede ser utilizado para  manipular, alienar y traer consigo sufrimiento a la sociedad fruto 
del abuso y exceso de poder por parte de la autoridad violando derechos fundamentales de todos 
los ciudadanos,frente a esta realidad nace la Acción de Protección para impedir toda clase de 
abuso.   
 
 Para que nazca el poder sin duda alguna debe existir una autoridad ya que ésta fortalece y 
valida las actuaciones del poder,por consiguiente: “el poder debe existir con autoridad, ya que los 
dos pueden llevar de mejor manera el respeto a los deberes que exige la constitución en especial el 
respeto a los derechos protegidos por la constitución y por los tratados internacionales”(Gordillo, 
2010, p.48) 
 
El Doctor Cueva (2011, p.12) en su obra “La Acción Constitucional Ordinaria de 
Protección”refiriéndose al poder expresa lo siguiente:  
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En forma normal, la autoridad debe limitarse al ejercicio legítimo del poder; no puede 
excederse; si se excede, atenta contra el orden jurídico, principalmente contra el cúmulo de 
garantías constitucionales que protegen a todos los individuos; cuando esto ocurre, surge, 
como un contrapoder, el Derecho Procesal Constitucional y pone en acción a sus 
instituciones como un medio efectivo de defensa, especialmente a las garantías 
jurisdiccionales constitucionales y, entre ellas, a la acción constitucional ordinaria de 
protección. 
 
El abuso del poder existe cuando los Órganos Administrativos no respetan ni observan las 
formalidades establecidas en la Constitución y en las Leyes, teniendo como consecuencia la 
violación de derechos consagrados en la Ley Suprema, por consiguiente el Estado crea a la 
acción de protección para que opere directamente como medio de defensa jurídica recordando 
que esta garantía jurisdiccional no limita el poder de la autoridad, su rol se enfoca en controlara 
la autoridad e impedir el abuso del poder. 
 
El tratadista Cueva (2011, p. 16) menciona: 
 
El ejercicio de esta acción impide el dominio y el abuso total del poder porque es una 
barrera de protección jurídica. Sin ella, el poder lo arrasaría todo. Ella, lo frena, lo 
racionaliza, lo humaniza y lo vuelve a la normalidad y a la civilidad; lo ubica en su justa 
dimensión, en el lugar exacto donde debe actuar y cómo y en qué medida debe descender a 
la realidad social. 
 
La acción de protección frente al abuso del poder, se convierte en aquella trinchera 
jurídica  para detener las actuaciones abusivas de las autoridades para proteger al débil del más 
fuerte y si se han vulnerado derechos constitucionales, restituirlos de una manera inmediata 
cesando todos los actos que causaron el daño eminente a la persona afectada por el abuso del 
poder. 
 
2.1.7.4 Características de la Acción de Protección 
 
La acción de protección posee sus propias características, las cuales le hacen diferente 
con las demás garantías jurisdiccionales establecidas en la Constitución de la República, dentro 
de estas particularidades tenemos las siguientes: acción procesal pública tutelar, universal, 
informal, inmediata, directa; en lo que concierne al trámite la acción debe ser sustanciada de 
forma rápiday tener preferencia; es sumario y oral. Con las características antes señaladas 
procederemos a explicar cada una de ellas. 
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2.1.7.4.1 Es una acción procesal pública y tutelar 
 
Para entender de mejor manera esta característica, debemos enfocarnos en la disposición 
del artículo 3 numeral 1 de la Constitución de la República: 
 
Art. 3.- “Son deberes primordiales del Estado: 1. Garantizar sin discriminación alguna el 
efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el 
agua para sus habitantes” 
 
De la disposición antes señalada, se refiere a que el Estado no solo se enfoca en garantizar 
de una manera genérica los derechos a todas las personas que vendría a ser el derecho de acción, 
sino que también garantiza de una forma inmediata su efectivo goce y esto se logra a través de 
la acción procesal, la cual permite que los derechos de las personas adquieran eficacia y realidad 
plena. Ahora bien para que no se confunda esta característica debemos marcar una diferencia 
entre el derecho de acción con la acción procesal. 
 
El derecho de acción se singulariza por ser de carácter general, universal a toda persona, 
es aquel derecho que otorga el Estado a todos sus habitantes de una forma general, derechos que 
se encuentran reconocidos en la Carta Magna, se distingue también porque es un derecho 
público es decir tiene la función de administrar justicia; la esencia principal de este derecho 
consiste en que todas las personas tienen la posibilidad de activar a la función jurisdiccional 
para que los socorra jurídicamente. 
 
En cambio la acción procesal se caracteriza por ser de carácter particular y convertirse en 
un derecho subjetivo, es decir que cada persona por su propia voluntad debe ejercer ese derecho, 
a fin de que el Estado por medio de sus órganos que administran justicia, impartan respeto y 
reparen derechos que haya sido vulnerados, de esta manera el Estado garantiza a todos sus 
habitantes el derecho a la tutela judicial efectiva.  
 
Por consiguiente la acción de protección es una acción procesal pero sobre todo cautelar 
de los derechos reconocidos en la Ley Suprema del Estado, es el instrumento jurídico eficaz 
para defender y restablecer estos derechos, esta acción es pública o sea puede ser presentada por 
cualquier persona, comunidad, grupo de personas o nacionalidades ante los respectivos 
Juzgados y Tribunales del país.  
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2.1.7.4.2 La universalidad de la acción de protección 
 
La acción de protección tiene un carácter universal en relación con su propia esencia que 
la identifica,ya que es utilizada para proteger los derechos de las personas que se encuentran 
reconocidos en la Ley Suprema del Estado, como así lo dispone el artículo 88 que entre otras 
cosas manifiesta: “La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los 
derechos reconocidos en la Constitución (…)”, a más de esta norma debemos enfocarnos en las 
disposiciones de los artículos 427 y 11 numerales 4, 6 y 7 de la Carta Magna, ya que estas 
normas reflejan un mayor alcance que tiene esta característica de la universalidad en la acción 
de protección.  
 
Art. 427.- “Las normas constitucionales se interpretarán por el tenor literal que más se 
ajuste a la Constitución en su integralidad. En caso de duda, se interpretarán en el sentido que 
más favorezca a la plena vigencia de los derechos y que mejor respete la voluntad del 
constituyente, y de acuerdo con los principios generales de la interpretación constitucional”. 
 
Esta disposición nos enseña que toda norma deberá ser interpretada de la mejor manera 
acorde a la Constitución y, si en caso de duda, se la interpretará de conformidad con los 
principios constitucionales establecidos en el artículo 11 de la Carta Magna. 
 
Art. 11.- “El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 4. Ninguna 
norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales; 
6. Todos los principios  y los derechos son inalienables, indivisibles, interdependientes y de 
igual jerarquía; 7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidas en la Constitución 
y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás derechos 
derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean 
necesarios para su pleno desenvolvimiento” 
 
El numeral 4 de artículo antes señalado, nos demuestra que ninguna norma en este caso el 
artículo 88 que se refiere a la acción de protección podrá limitar el contenido de los derechos ni 
de las garantías constitucionales, el numeral 7 nos indica que se reconoce todos los derechos y 
las garantías constitucionales establecidas en la Carta Magna como en los instrumentos 
internacionales,además se incluyen derechos derivados que tengan que ver con la dignidad de 
las personas. 
 
Por consiguiente la acción de protección podrá ser interpuesta no solamente cuando se 
hayan violado derechos reconocidos en la Constitución sino también de aquellos derechos que 
 
 
39 
 
se plasman en los instrumentos internacionales y más aún de aquellos derechos que provienen 
de la esencia humana de la dignidad que los rodea ya que constituyen el eje fundamental para 
tener un buen desenvolvimiento dentro de la sociedad. 
 
Al respecto el Dr. Cueva (2011, p.97) en su opere citato expresa lo siguiente: 
 
Como consecuencia: la acción de protección es universal porque ampara tanto a los 
derechos actualmente existentes y reconocidos en la Constitución, como a aquellos creados 
por instrumentos internacionales y aún a aquellos que no hubieren sido creados pero que 
son derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que 
sean necesarios para su pleno desenvolvimiento: esta acción constitucional actúa allí 
donde existan derechos de las personas que se deben proteger, nada importa que el estado 
los hubiere reconocido o no, suficiente es que exista en cualquier instrumento internacional 
vigente o que sean necesarios para el desenvolvimiento humano y social de los individuos. 
 
2.1.7.4.3 Es una acción informal 
 
Esta característica se ve reflejada en las disposiciones del artículo 86 numeral 2 literal c) 
de la Constitución de la República e inciso final del artículo 10 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional  en el sentido de: 
 
Art. 86.- “Las Garantías Jurisdiccionales se regirán en general, por las siguientes 
disposiciones: c) Podrán ser propuestas oralmente o por escrito, sin formalidades, y sin 
necesidad de citar la norma infringida. No será indispensable el patrocinio de un abogado para 
proponer la acción” 
 
Art. 10.- “Contenido de la demanda de garantía.- La demanda, al menos, contendrá: (…), 
Si la demanda no contiene los elementos anteriores, se dispondrá que se la complete en el 
término de tres días. Transcurrido este término, si la demanda está incompleta y del relato se 
desprende que hay una vulneración de derechos grave, la jueza o juez deberá tramitarla y 
subsanar la omisión de los requisitos que estén a su alcance para que proceda la audiencia.” 
 
La acción de protección posee esta característica de la informalidad ya que su 
procedimiento es  sencillo, rápido y eficaz y cuenta con un aliado primordial como es la 
oralidad, se la puede presentar verbalmente o por escrito con o sin el patrocinio de un 
abogado,ya que es una garantía constitucional que tiene el deber de proteger y amparar los 
derechos que hayan sido vulnerados, por ende se prohíbe el formalismo ya que este retardaría 
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elprocedimiento. El formalismoes algo cotidiano de la justicia ordinariaes lento y a cambio hace 
que surja una nueva forma de injusticia y corrupción. 
 
2.1.7.4.4 Es una acción inmediata y directa 
 
Esta característica menciona que la acción de protección debe ser propuesta 
inmediatamente cuando se haya producido la violación de un derecho constitucional. Se la debe 
interponer de forma directa, consecuentemente la protección también debe ser directa y eficaz. 
 
En lo referente al trámite, sabemos que la acción de protección tiene un grado de 
preferencia, la misma que debe ir acompañada de la celeridad, es decir su trámite tiene que ser 
rápido sin poner obstáculos que atente en forma directa con el principio de la celeridad. Al 
respecto el artículo 86 numeral 2 literal e) de la Constitución de la República textualmente 
manifiesta: “e) No serán aplicables las normas procesales que tiendan a retardar su ágil 
despacho”. Por consiguiente todas las normas adjetivas que no guarden relación con la 
disposición antes señalada carecerán de validez ya que están siendo derogadas de forma directa 
por la Carta Magna. 
 
2.1.7.4.5 Es una acción preferente 
 
Como ya lo señalamos anteriormente la acción de protección goza de preferencia en la 
tramitación, vale decir que se la debe sustanciar de forma prioritaria. “(…) para un juez no puede 
existir nada más importante que esta acción y ningún pretexto puede impedir su realización práctica, las 
dilataciones o los incidentes aquí no tienen cavidad (…)”(Blacio, 2011, p.121) 
 
La acción de protección debe ser tramitada bajo los pilares de la preferencia y la 
celeridad, ya que si no se la sustancia de esa manera se la confundiría con los otros 
procedimientos de la justicia ordinaria, dando como resultado la desnaturalización de esta 
acción para los fines que fue creada. 
 
2.1.7.4.6 Es unaacción sumaria y oral 
 
La acción de protecciónposee esta característica con la finalidad de evitar las 
complejidades procesales que identifican a los procesos ordinarios, para que se haga efectiva 
esta acción su procedimiento debe ser simple y sumario porque esta garantía constitucional fue 
creada con el único objetivo de proteger los derechos reconocidos en la Constitución de la 
República. Para ratificar que el procedimiento de la acción de protección es sencillo y sumario, 
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debe inmiscuirse a la oralidad ya que es el mejor acompañante del proceso para que se 
encuentre efectivo el principio de la celeridad.  
 
Esta característica se ve reflejada en la disposición del artículo 86 numeral 2 literales a) y 
c) de la Ley Suprema que entre otras cosas señala: 
 
Art. 86.- “Las garantías jurisdiccionales se regirán, en general, por las siguientes 
disposiciones: (…) 2. a) El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus 
fases e instancias. c) Podrán ser propuestas oralmente o por escrito, sin formalidades, y sin 
necesidad de citar la norma infringida (…).” 
 
De la norma antes transcrita se desprende que la esencia misma del procedimiento de la 
acción de protección es rápido, sumario, sencillo y eficaz y podrá ser propuesto oralmente, por 
consiguiente queda prohibido las complejidades procesales que traen consigo el retardo de la 
justicia. 
 
2.1.7.5 Objeto de la Acción de Protección 
 
El objeto de la presente acción de protección, se encuentra determinado en las 
disposiciones de los artículos 88 de la Constitución de la República y 39 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional a saber: 
 
Art. 88.- “La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los 
derechos reconocidos en la Constitución (…)” 
 
Art.39.-Objeto.- “La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de 
los derechos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales sobre derechos humanos 
(…)” 
 
Como se puede evidenciar de las normas antes transcritas, la acción de protección tiene 
como objeto primordial la de amparar en forma directa y eficaz los derechos reconocidos en la 
Constitución de la República ya que posee la característica de la universalidad; asimismo la 
acción de protección tutela los derechos de todas las personasprotegiéndoles del abuso del poder 
o arbitrariedad que emanan las autoridades públicas, personas particulares tanto naturales como 
jurídicas.  En lo referente a la arbitrariedad de las autoridades públicas debemos tener en cuenta 
lo que prescribe el artículo 226 de la Carta Magna que textualmente manifiesta:  
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Art. 226.- “Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán 
solamente las competencias y facultades que le sean atribuidas en la Constitución y la ley. 
Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el 
goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución” 
 
De la norma antes transcrita, se desprende que todo el sector público posee competencias 
y facultades otorgadas por la Constitución, por ende no pueden atribuirse facultades que atenten 
con  la privación de los derechos de todas las personas y mucho menos violar alguno de ellos y 
si ocurriera esto la acción de protección actuaría inmediatamente con el objeto de reparar el 
derecho que ha sido vulnerado. 
 
Debemos tener en claro que el único fin que persigue la acción de protección es de 
proteger y amparar los derechos reconocidos en la Constitución, además ampara aquellos 
derechos que no constan de forma expresa y textual en la Carta Magna, estos derechos son: los 
derechos constitucionales, los derechos que constan en los instrumentos internacionales vigentes 
y aquellos derechos que provienen de la esencia humana de su propia dignidad, los cuales se 
encuentran determinados en la disposición del artículo 11 numeral 7 de la Constitución de la 
República, derechos que fueron explicados en la característica de la universalidad del presente 
trabajo investigativo. A la acción de protección no debemos confundirla en el sentido de que por 
medio de ella se pueda declarar la inconstitucionalidad de una ley, reglamento u ordenanza 
mediante una demanda de inconstitucionalidad peor aún confundirla para acceder a información 
sobre sí mismo o sobre sus bienes mucho peor para proteger la libertad personal. 
 
Al respecto la Corte Constitucional en una de sus resoluciones de (Sentencia de Amparo 
Constitucional, 2009)en relación al objeto de la Acción de Protección manifiesta lo siguiente:  
 
(…) tiene un propósito tutelar traducido en objetivos de protección destinados a cesar, 
evitar la comisión o remediar las consecuencias de un acto u omisión ilegítima que viole 
derechos constitucionales protegidos, por lo que es condición sustancial de esta acción 
analizar la conducta impugnada de la autoridad y, por consiguiente establecer, las 
medidas conducentes a la protección de los derechos constitucionales vulnerados, cuyo 
daño grave o inminencia de daño, imponga la tutela constitucional efectiva que la acción 
de amparo garantiza. En este sentido es de valor sustantivo y condición de procedencia del 
amparo la verificación de la ilegitimidad en la que haya incurrido la autoridad pública y la 
posibilidad efectiva de la tutela que la acción promueve para garantía de los derechos 
constitucionales violentados. 
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2.1.7.6 Procedencia de la Acción de Protección 
 
La acción de protección procede y debe ser interpuesta inmediatamente en el momento en 
que una autoridad pública no judicial, una persona natural o jurídica del sector privado hayan 
vulnerado no solo derechos constitucionales sino también aquellos que constan en los Tratados 
internacionales y más aún de aquellos derechos que sin estar expresamente plasmados en la Ley 
Suprema son los derivados de la dignidad humana. Es así que para analizar este tema debemos 
basarnos en las disposiciones delos artículos 88 de la Constitución de la República, en armonía 
del artículo 41 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, ya 
que en estas normas nos menciona cuando procede la acción de protección, que al respecto 
textualmente manifiestan: 
 
Art. 88.- “La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los 
derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de 
derechos constitucionales, por actos u  omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; 
contra políticas  públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o 
discriminación.” 
 
Art. 41.- “Procedencia y legitimación pasiva.- La acción de protección procede contra: 1. 
Todo acto u omisión de una autoridad pública no judicial que viole o haya violado los derechos, 
que menoscabe, disminuya o anule su goce o ejercicio. 2. Toda política pública, nacional o 
local, que conlleve la privación del goce o ejercicio de los derechos y garantías. 3. Todo acto u 
omisión del prestador de servicio público que viole los derechos y garantías. 4. Todo acto u 
omisión de personas naturales o jurídicas del sector privado, cuando ocurra al menos una de las 
siguientes circunstancias: a) Presten servicios públicos impropios o de interés público; b) 
Presten servicios públicos por delegación o concesión; c) Provoque daño grave; d) La persona 
afectada se encuentre en estado de subordinación o indefensión frente a un poder económico, 
social, cultural, religioso o de cualquier otro tipo. 5. Todo acto discriminatorio cometido por 
cualquier persona.” 
 
Una vez transcritos estos artículos, procederemos a analizar cada uno de los momentos o 
casos en los que procede la acción de protección, así tenemos los siguientes: 
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2.1.7.6.1 La acción de protección procedecontra todos los actos u omisiones de cualquier 
autoridad pública no judicial 
 
A simple vista parecería que en esta procedencia la Constitución de la República y la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, permitieran que las 
autoridades judiciales puedan vulnerar flagrantemente derechos reconocidos en la Ley Suprema, 
pero esto es un espejismo ya que en verdad la acción de protección no puede ser interpuesta en 
contra de actos u omisiones emanados por autoridades judiciales, pero si un servidor judicial 
como son los jueces cometiere alguna violación de un derecho, actuaría la acción extraordinaria 
de protección, acción que no es de nuestro estudio pero sin embargo permite darnos una visión 
de que las autoridades judiciales no pueden vulnerar a su arbitrio derechos reconocidos en la 
Constitución de la República, a más de esto existen las vías administrativas, civiles y penales 
para poder sancionar a todos los servidores públicos como así lo determina el artículo 233 de la 
Carta Magna.  
 
Para analizar esta procedencia, debemos entender qué es la autoridad pública no judicial y 
cómo esta autoridad vulnera derechos reconocidos en la Constitución ya sea por actos u 
omisiones. 
 
Dentro de la esfera de la autoridad pública no judicial ingresan todas aquellas autoridades 
que no pertenecen a la administración de justicia, así tenemos las autoridades de la Función 
Ejecutiva, Función Legislativa, Función Electoral y la Función de Transparencia y Control 
Social, a más de estas tenemos todas las entidades que forman parte del Régimen Autónomo 
Descentralizado, las entidades y organismos creados por la Constitución o la ley para el 
ejercicio de la potestad estatal para la prestación de servicios públicos o para desarrollar 
actividades económicas asumidas por el Estado, las personas jurídicas creadas por acto 
normativo de los gobiernos autónomos descentralizados para la prestación de servicios públicos. 
Vale decir que todos los actos u omisiones cometidos por estas autoridades que tengan como 
resultado la vulneración de algún derecho reconocido en la Constitución, automáticamente la 
acción de protección operará. 
 
Con respecto a las autoridades de la Función Ejecutiva y Electoral, debemos realizar un 
paréntesis para evitar la confusión dentro de este numeral de procedencia de la acción de 
protección, es así que el inciso segundo del artículo 141 de la Ley Suprema del Estado, entre 
otras cosas manifiesta: 
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“(…). La Función Ejecutiva está integrada por la Presidencia y Vicepresidencia de la 
República, los Ministerios de Estado y los demás organismos e instituciones necesarios para 
cumplir, en el ámbito de su competencia (…)” 
 
Que importante el contenido de este artículo ya que nos da el camino para poder afirmar 
que la Policía Nacional es una institución que se encuentra bajo las órdenes del Ministerio del 
Interior, consecuentemente cuenta con autoridades no judiciales como son el Ministro del 
Interior, el Comandante General, los Presidentes de los respectivos Consejos y los Presidentes 
que conforman los Tribunales de Disciplina, por consiguiente si alguna de estas autoridades 
vulnera derechos constitucionales de los miembros policiales procederá la garantía 
constitucional de la acción de protección. 
 
En lo que se refiere a la Función Electoral, debemos tener presente que en esta Función 
forman parte el Consejo Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso Electoral, como ya hemos 
señalado anteriormente son parte de las autoridades públicas no judiciales, sin antes señalar que 
la acción de protección procede únicamente en contra de las resoluciones que expida el Consejo 
Nacional Electoral más no de las resoluciones que emita el Tribunal Contencioso Electoral, ya 
que éste administra justicia electoral.  
 
Una vez comprendido lo que es la autoridad pública no judicial, nos enfocaremos como 
esta autoridad puede vulnerar derechos reconocidos en la Constitución, existen dos formas la 
positiva que es a través del acto y la negativa por la omisión. 
 
En lo concerniente al acto, su naturaleza proviene de la voluntad de una persona, él es el 
autor y responsable de ese acto; pero con relación a la autoridad pública no judicial, esta 
autoridad en la práctica realiza una serie de actos los cuales se han agrupado en dos sectores, el 
primero aquellos actos que van dirigidos a todos los gobernados los mismos que son 
considerados como actos generales que tienen como objetivo cumplir con los fines de la 
administración y, los segundos son los actos específicos que van directo a los subordinados es 
decir a los empleados y funcionarios públicos, por consiguiente la acción de protección procede 
contra todos los actos antes señalados emanados de la autoridad pública no judicial cuando por 
efecto de esos actos se viole o vulnere derechos reconocidos en la Constitución de la República. 
 
En lo referente a la omisión, consiste cuando la autoridad pública no judicial carece de la 
capacidad para no hacer o declarar algo, en si la omisión es la deficiencia que tiene la autoridad 
públicaen todas las actuaciones, deficiencia que es visualizada de mala fe o que tiene la 
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intención de hacer daño, por consiguiente la acción de protección procede contra la omisión que 
es la forma negativa de vulnerar los derechos reconocidos en la Constitución. 
 
2.1.7.6.2 La acción de protecciónprocede contra políticas públicas cuando supongan la 
privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales 
 
Las políticas públicas son todas las actividades que realiza el poder público que tienen 
como finalidad satisfacer aquellas necesidades que tiene la ciudadanía, y para lograrlo se 
necesita de mucha investigación, planificación, sabiduría para luego desarrollarlas y ejecutarlas 
para así alcanzar el buen vivir que comprende tener un buen trabajo y seguridad social, tener 
derecho a la salud, alimentación, educación, derecho a la información, a desarrollarse en un 
ambiente sano, gozar del hábitat y vivienda, todos estos elementos que conforman el buen vivir 
al mismo tiempo constituyen los pilares fundamentales de las políticas públicas. 
 
El responsable de desarrollar, dirigir y ejecutar las políticas públicas, esel Presidente de la 
República así lo determina el artículo 147 numeral 3 de la Constitución a saber: “Art. 147.- Son 
atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la República, además de los que 
determine la ley: 3. Definir y dirigir las políticas públicas de la Función Ejecutiva (…)” 
 
Ahora bien una vez entendido lo que son las políticas públicas, la acción de protección 
procede en dos momentos el primero cuando las políticas públicas supongan la privación del 
goce de los derechos y el segundo cuando supongan la privación del ejercicio de los derechos, 
como así consta en el texto constitucional, recordando que no solo se habla de la privación del 
goce o ejercicio de los derechos sino también de los derechos reconocidos por la Constitución 
de la República, que tantas veces nos hemos referido en el presente trabajo investigativo. 
 
Al referirnos al primer caso cuando las políticas públicas supongan la privación del goce 
de los derechos reconocidos por la Carta Magna, debemos tener en cuenta que la palabra 
suponga proviene de la palabra suponer, al respecto el Diccionario de la Real Academia 
Española da una definición de la siguiente manera: “Suponer. 1. Dar por sentado yexistente algo. 
2. Fingir, dar existencia ideal a lo que realmente no latiene”(Real Academia Española, 2014); es 
decir que la norma constitucional al suponer la privación del goce de los derechos, nos da a 
entender que una persona según sus pensamientos, sus creencias o si posee alguna información 
este sujeto piense que se le va a vulnerar algún derecho constitucional a causa de una política 
pública, si procede interponer la acción de protección y la puede interponer antes de que se 
efectúe la violación, en este caso la acción tendría un efecto preventivo, por consiguiente no 
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debemos confundir el significado de la palabra suponer en el sentido de que se ha efectuado la 
violación de un derecho, sino que existe la posibilidad de que se lo puede violar. 
 
Una vez que se ha entendido la profundidad de la palabra suponer, nos toca analizar la 
frase “privar del goce de los derechos”, en este sentido el tratadista Cueva (2011, p.142) 
manifiesta: 
 
Privar del goce de los derechos significa: despojar, prohibir o vedar su goce; tiene un sentido 
absoluto. Así sucede cuando un sujeto que posee un derecho es despojado o privado de él por la 
autoridad pública; es decir, se lo priva o se le impide gozar del derecho. En estos casos la norma 
constitucional autoriza iniciar la acción constitucional ordinaria de protección para recobrar el derecho 
perdido el juez de protección tiene la obligación ineludible de permitir nuevamente el uso, goce y disfrute 
de ese derecho tal como el sujeto lo poseía antes de ser despojado. 
 
Por consiguiente queda claro que cuando se priva del goce de un derecho reconocido en 
la Constitución opera la acción de protección, a fin de proteger los derechos que hayan sido 
vulnerados. 
 
Por cuanto se han analizado las palabras “suponer”, “privar del goce de los derechos”, 
ahora nos toca comprender el “goce de los derechos”, que consiste básicamente en que todas las 
personas pueden hacer uso y disfrutar de todos los derechos reconocidos por la Ley Suprema del 
Estado, los mismos que se encuentran garantizados por una gran muralla de normas 
constitucionales de las cuales se transcribirán las más esenciales, así tenemos las siguientes: 
 
El artículo 6 inciso primero de la Constitución de la República  manifiesta: “Art. 6.- 
Todos las ecuatorianas y los ecuatorianos son ciudadanos y gozarán de los derechos 
establecidos en la Constitución” 
 
El artículo 10 inciso primero de la Carta Magna señala: “Art. 10.- Las personas, 
comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos 
garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales” 
 
Ahora bien en el segundo caso que se refiere contra políticas públicas que supongan la 
privación del ejercicio de los derechos, también es procedente interponer la acción de 
protección, únicamente nos referiremos a la privación del ejercicio de los derechos ya que las 
políticas públicas y el significado de la palabra suponga han sido ya analizadas en el primer 
caso. 
 
 
48 
 
Para llegar a una mejor comprensión de lo que consiste la privación del ejercicio de los 
derechos, basémonos en los casos de los miembros policiales que han sido sancionados por un 
Tribunal de Disciplina, al recibir esta sanción se los califica no idóneos para el curso ni para el 
ascenso, consecuentemente entran a formar parte de la cuota de eliminación, previa a la baja. 
Ahora enfoquémonos en la disposición del artículo 66 numeral 4 de la Constitución de la 
República que entre otras cosas manifiesta: “Art. 66.-Se reconoce y garantizará a las personas: 
4. Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación (…)”. Como nos 
podemos dar cuenta todas las personas gozandel derecho a no ser discriminadas; por 
consiguiente la Institución Policial al incluirle al policía nacional en la cuota de eliminación por 
tener como antecedente una sanción administrativa, se lo estaría discriminando por su pasado 
judicial, por lo que amerita la presentación de la acción de protección con la finalidad de 
garantizar el goce del derecho de la no discriminación. 
 
El ejercicio de los derechos al igual que el goce, cuenta con una gran normativa 
constitucional, normas en las que se determina que se deben ejercer los derechos, así tenemos 
los siguientes artículos: 
 
El artículo 204 inciso primero de la Ley Suprema manifiesta: “Art. 204.- El pueblo es el 
mandante y primer fiscalizador del poder público, en ejercicio de su derecho a la participación” 
 
El artículo 275 inciso segundo de la Carta Magna dice: “El Estado planificará el 
desarrollo del país para garantizar el ejercicio de los derechos, la consecución de los objetivos 
del régimen de desarrollo y los principios consagrados en la Constitución” 
 
No debemos olvidar que para el buen ejercicio de los derechos, la Constitución de la 
República ha determinado principios, los mismos que deberán ser observados al momento de 
ejercer un derecho, estos principios los encontramos en el artículo 11 de la Ley Suprema del 
Estado. 
 
2.1.7.6.3 La acción de protección procede contra todo acto u omisión del prestador de un 
servicio público que viole los derechos y garantías 
 
En lo referente a este numeral queda claro lo que es acto u omisión, ya que fueron 
analizados en los dos numerales anteriores, ahora bien nos toca referirnos lo concerniente a lo 
que prescribe el artículo 41 numeral 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, en el sentido de que la acción de protección procede contra“Todo acto u 
omisión del prestador de servicio público que viole los derechos y garantías”. 
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La norma antes referida es muy concisa y clara, ya que hace mención que cuando un 
sujeto que es funcionario público al momento de vulnerar derechos reconocidos en la 
Constitución de la República, es procedente presentar la acción de protección; esta norma en si 
singulariza al sujeto que puede violar algún derecho, a diferencia de los dos numerales ya 
analizados que se referían en forma general tanto a la autoridad pública no judicial como a las 
políticas públicas, en definitiva la acción de protección si procede contra todos los actos u 
omisiones que emane un sujeto en su calidad de funcionario público cuando haya violado 
derechos reconocidos por la Ley Suprema del Estado. 
 
2.1.7.6.4 La garantía jurisdiccional de la acción de protección procede contra todo acto u 
omisión que emanen las personas naturales o jurídicas del sector privado 
 
Para poder analizar de mejor manera esta procedencia de la acción de protección, nos 
enfocaremos en la disposición del artículo 41 numeral 4 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional que textualmente manifiesta: 
 
Art. 41.- “Procedencia y legitimación pasiva.- La acción de protección procede contra: 4. 
Todo acto u omisión de personas naturales o jurídicas del sector privado, cuando ocurra al 
menos una de las siguientes circunstancias: a) Presten servicios públicos impropios o de interés 
público; b) Presten servicios públicos por delegación o concesión; c) Provoque daño grave; d) 
La persona afectada se encuentre en estado de subordinación o indefensión frente a un poder 
económico, social, cultural, religioso o de cualquier otro tipo.” 
 
De la norma antes transcrita debemos tener en cuenta que este numeral se enfoca 
directamente en establecer cuándo la acción de protección procede en contra de una persona 
natural o jurídica del sector privado a consecuenciadel ejercicio de sus actividades en donde se 
hayan vulnerado derechos reconocidos en la Carta Magna, pero para que opere la acción de 
protección se debe cumplir una de las cuatro circunstancias antes señaladas, siendo así 
procederemos a analizar cada una de ellas, así tenemos las siguientes: 
 
2.1.7.6.5 La acción de protección procede contra todo acto u omisión de personas naturales 
o jurídicas del sector privado que a consecuencia de prestar servicios públicos impropios o 
de interés público hayan violado derechos reconocidos por la Constitución de la 
República. 
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Como nos podemos dar cuenta en esta primera circunstancia, la acción de protección 
procede en dos casos el primero cuando las personas naturales o jurídicas del sector privado 
hayan violado derechos cuando han prestado servicios públicos impropios y el segundo caso se 
da cuando las mismas personas presten servicios de interés público, para comprender mejor 
estos dos casos debemos examinar cada uno de ellos.  
 
En lo referente al primer caso concerniente al servicio público impropio, consiste cuando 
una persona natural o jurídica del sector privado ofrece o presta servicios en cualquier materia 
como puede ser la salud, educación, transporte, seguridad social, a esto se lo denomina servicio 
público impropio, por consiguiente la acción de protección procede en esta circunstancia 
siempre y cuando la persona del sector privado se encuentre prestando servicios públicos 
impropios y viole derechos en el transcurso de la prestación del servicio. 
 
Con respecto al segundo caso en el que procede la acción de protección contra todo acto u 
omisión de personas naturales o jurídicas del sector privado que presten servicios de interés 
público,debemos comprender en que consiste el servicio de interés público. El servicio deinterés 
público, consiste en que toda la ciudadanía tenga un bienestar común, que todos se beneficien 
de ese interés y las acciones que emane no causen daño alguno,este interés está conformado por 
un grupo de prácticas y estrategias jurídicas las mismas que van dirigidas a satisfacer 
necesidades de la comunidad, teniendo como objetivo primordial defender el interés colectivo, 
promover los derechos humanos y la justicia social. 
 
Por consiguiente en este caso si una persona natural o jurídica del sector privado que 
preste servicios de interés público al momento de desarrollar sus actividades por algún acto u 
omisión vulnere derechos reconocidos por la Constitución de la República, si procede 
interponer la acción de protección, a fin de garantizar los derechos que hayan sido vulnerados 
por este tipo de personas. 
 
2.1.7.6.6 La acción de protección procede contra todo acto u omisión de personas naturales 
o jurídicas del sector privado que presten servicios públicos por delegación o concesión 
 
Refiriéndonos a esta segunda circunstancia de procedencia de la acción de protección, lo 
que resalta de esta circunstancia es lo referente a la delegación o concesión. 
 
La delegación se refierecuando una autoridad pública delega o encarga a una persona 
natural o jurídica del sector privado la prestación de un servicio público, en donde la persona 
que acepta esta delegación es responsable de todas las actividades que emane, es decir si en el 
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desarrollo de sus gestiones vulnera derechos reconocidos en la Ley Suprema del Estado, tendrá 
lugar sin duda alguna la acción ordinaria de protección. Toda delegación debe constar en 
Resoluciones o acuerdos en donde se establezca el ámbito geográfico o institucional en el cual 
los delegados ejercerán sus funciones. 
 
La violación de un derecho constitucional que se efectúe por medio de la delegación, se 
encuentra respaldado por elnumeral 9 del artículo 11 de la Carta Magna que textualmente 
prescribe: 
 
“9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos 
garantizados en la Constitución. El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda 
persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las 
violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de 
los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y 
empleadas y  empleados públicos en el desempeño de sus cargos. (…)” 
 
En lo concerniente a la concesión el Diccionario de la Real Academia Española la define 
de la siguiente manera: “Concesión es: Negocio Jurídico por el cual la administración cede a una 
persona facultades de uso privativo de una pertenencia de dominio público o la gestión de un servicio 
público en plazo determinado bajo ciertas condiciones”(Real Academia Española, 2014) 
 
En el ámbito del derecho administrativo,la concesión se refleja en un contrato 
administrativo, en donde la administración pública se desprende de alguna facultad para 
otorgársela a una persona natural o jurídica del sector privado bajo un determinado tiempo, es 
así que la persona que acepta la concesión al poseer esta facultad otorgada por la administración 
pública puede ejercer potestades administrativas, consecuentemente si en el desarrollo de sus 
actividades ya sea por actos u omisiones viola algún derecho constitucional, si procede la acción 
de protección siempre y cuando la concesión tenga relación con la prestación del servicio 
público.  
 
Una vez que se ha analizado la base de lo que es la concesión, ahora toca referirnos a la 
concesión de servicios públicos, ya que en esta concesión como dejamos señalados 
anteriormente, es donde opera la acción de protección, al respecto el Dr. Cueva (2011, p.166)  
afirma que: 
 
La concesión de servicios públicos es un contrato por el cual el Estado encarga a una 
persona natural o jurídica la creación, la organización el funcionamiento y el 
mantenimiento de un servicio público por un lapso determinado. La persona concesionaria 
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actúa por su propia cuenta y riesgo. Su labor se retribuye con el valor que pagan los 
usuariosdel servicio, por una subvención del Estado o por ambos a la vez. 
 
La concesión de servicios públicos se manifiesta en un contrato de derecho público, el 
cual es bilateral, en donde la una parte que concede la concesión se lo llama concedente y puede 
ser el Estado, la Provincia y el Municipio y la parte que recibe la concesión se lo llama 
concesionario que puede ser una persona natural o jurídica del sector privado. La finalidad de 
este contrato consiste en que el concedente encarga al concesionario la prestación de un servicio 
público creando deberes y derechos para el concesionario. 
 
En definitiva las personas naturales o jurídicas del sector privado que aceptan la 
concesión de servicios públicos, deben ofrecer a la ciudadanía un servicio de calidad, oportuno 
y eficiente para poder cubrir las necesidades que emana la colectividad, este servicio debe ser 
universal accesible para todos, cobrando tarifas coherentes y debidamente acordadas en los 
respectivos contratos de concesión para así lograr un buen desarrollo de la sociedad y conseguir 
el buen vivir; pero sobre todo la concesión de los servicios públicos debe respetar los derechos 
reconocidos en la Constitución de la República, no debe producir efectos negativos en contra de 
la población si esto ocurriera por algún acto u omisión en los que se vulnere algún derecho 
operará la acción de protección inmediatamente, ya que al igual que la delegación el 
cometimiento de una violación a un derecho emanado por la concesión de servicios públicos, se 
encuentra respaldada por el inciso segundo del numeral 9 del artículo 11 de la Carta Magna.  
 
2.1.7.6.7 La acción de protección procede contra todo acto u omisión de personas naturales 
o jurídicas del sector privado que al momento de vulnerar derechos constitucionales 
provoquen daño grave 
 
La esencia de esta tercera circunstancia en la que procede la acción de protección, se 
concentra en lo que se denomina daño grave para comprender de mejor manera esta 
circunstancia tenemos que referirnos tanto al significado de daño como el de grave. 
 
Al respecto Capitant en lo referente al daño manifiesta lo siguiente: “Perjuicio material o 
moral sufrido por una persona. El daño da lugar a reparación cuando resulta del incumplimiento de una 
obligación contractual o legal, o de un delito o cuasidelito, o de un hecho cuya responsabilidad es 
impuesta por la ley a una persona”. (Capitant, 2010, p. 183) 
 
De la definición antes anotada nos damos cuenta que el daño tiene una repercusión tanto 
en los bienes como en las personas, pero lo que nos interesa es el daño que se produce en el 
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sujeto, el mismo que se manifiesta en la violación de derechos constitucionales, como por 
ejemplo ser discriminado, no gozar de una estabilidad laboral, ser despedido del trabajo sin 
motivo alguno yno tener acceso a la justicia; no debemos olvidar que para que proceda la acción 
de protección este daño debe ser eminentemente grave y emanado por una persona natural o 
jurídica del sector privado, como así lo dispone el inciso final del artículo 88 de la Constitución 
de la República en armonía con el artículo 41 numeral 4 literal c) de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
En lo concerniente a lo que significa grave, el Diccionario de la Lengua Española señala: 
“Grave.- 2. adj. Grande, de mucha entidad o importancia”.(Real Academia Española, 2014) 
 
El diccionario de Guillermo Cabanellas dice lo siguiente: “Grave.- Grande, importante.- De 
responsabilidad.- Arduo, difícil” (Cabanellas, 1995, p. 197) 
 
En definitivalo grave es aquel mal superior que tiene gran importancia y mucha 
responsabilidad,el mismo que conlleva a la comisión de producir un gran daño.Es así que la 
acción de protección procede en esta tercera circunstancia únicamente cuando se ha producido 
un daño grave por la violación de un derecho reconocido en la Ley Suprema del Estado. 
 
2.1.7.6.8 La acción de protección procede contra todo acto u omisión de personas naturales 
o jurídicas del sector privado cuando la persona afectada se encuentre en estado de 
subordinación o indefensión frente a un poder económico, social, cultural, religiosoo de 
cualquier otro tipo 
 
En lo referente a esta cuarta y última circunstancia de procedencia de la acción de 
protección, esta procede cuando la persona se encuentra en un estado de subordinación e 
indefensión a causa de un poder económico, social, cultural, religioso o de cualquier otro tipo y 
producto de esta causa las personas naturales o jurídicas del sector privado por actos u 
omisiones vulneran derechos constitucionales. Únicamente nos enfocaremos en dos momentos, 
el primero cuando la persona se encuentra en un estado de subordinación y el segundo cuando 
se halla en la indefensión. 
 
La subordinación consiste cuando una persona de mayor jerarquía imparte órdenes para 
que otra persona de menor rango las obedezca, es una relación entre el sujeto que manda y el 
sujeto que obedece. La subordinación la encontramos en el desenvolvimiento cotidiano de la 
sociedad como por ejemplo el trabajador se encuentra subordinado por el empleador, los 
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Policías de menor rango son subordinados por los señores Oficiales, hasta en los hogares de 
familia donde los padres dan órdenes a sus hijos los cuales tienen que obedecer. 
 
La subordinación como nos hemos podido dar cuenta se desarrolla por dos componentes 
el mando y la obediencia, pero sin embargo en esta circunstancia la persona natural o jurídica 
del sector privado que posee el mando, al impartir sus órdenes debe realizarlas de una manera 
correcta y justa, caso contrario si se produce un abuso, un desprecio, un autoritarismo total en la 
que se produzca la violación de un derecho reconocido por la Constitución de la República al 
igual que las otras circunstancias ya analizadas, la acción de protección procederá 
inmediatamente. 
 
En lo concerniente a la indefensión se considera que un sujeto se encuentra en este 
estado,cuando la persona carece de defensa contra las agresiones a los derechos y a las garantías 
constitucionales, la indefensión tendría lugar en varias etapas judiciales y administrativas como 
por ejemplo dentro un sumario administrativo cuando no se le notifique al sumariado con el 
contenido del sumario y si se le notifica debe contar con el tiempo necesario para preparar su 
defensa o si en la etapa de prueba no sean valoradas las mismas conforme a derecho, he aquí la 
persona estaría en la indefensión, pero básicamente para tener claro la indefensión es cuando se 
ha inobservado la norma contenida en el artículo 76 numeral 7 de la Constitución de la 
República que textualmente manifiesta: 
 
Art. 76.- “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 7. 
El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: a) Nadie podrá ser 
privado del derecho a la defensa en ninguna etapa  o grado del procedimiento. b) Contar con el 
tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa. c) Ser escuchado en el 
momento oportuno y en igualdad de condiciones. d) Los procedimientos serán públicos salvo 
las excepciones previstas  por la ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y 
actuaciones del procedimiento. e) Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de 
investigación, por la Fiscalía General del Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, 
sin la presencia de un abogado particular o un  defensor público, ni fuera de los recintos 
autorizados para el efecto. f) Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o 
intérprete, si no comprende o no habla el idioma en el que se  sustancia el procedimiento. g) En 
procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o  abogado de su elección o por 
defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada 
con su defensora o defensor. h) Presentar de forma verbal o escrita  as razones o argumentos de 
los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes;  presentar pruebas y 
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contradecir las que se presenten en su contra. i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la 
misma causa y  materia. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán  ser 
considerados para este efecto. j) Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a  
comparecer ante la jueza, juez o autoridad, y a responder al  interrogatorio respectivo. k) Ser 
juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por 
tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para el efecto. l) Las resoluciones 
de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se 
enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no 
se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las servidoras o servidores 
responsables serán sancionados. m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos 
en los que se decida sobre sus derechos”.    
 
2.1.7.6.9 La acción de protección procede contra todo acto discriminatorio cometido por 
cualquier persona 
 
La particularidad de este numeral quinto del artículo 41 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, es lo concerniente a la discriminación ya que la 
acción de protección procede contra todo acto discriminatorio emanado por cualquier persona, 
por ende debemos comprender todo lo que abarca la discriminación. 
 
En lo social la discriminación, consiste en realizar una distinción o diferencia a una 
persona o grupo de personas, pero no toda distinción o diferencia constituye discriminación ya 
que existe formas de diferenciar o distinguir que son totalmente lícitas como por ejemplo en el 
campo de la Policía Nacional los señores Oficiales se distinguen de los señores de Tropa por sus 
insignias y por los grados jerárquicos que ocupan internamente, pero si son ilícitas ahí si cabe la 
discriminación como por ejemplo en los mismos Policías cuando un superior diferencia o da un 
trato mejor a un subordinado ya sea por ser del mismo color de piel o por ser de la misma 
religión o tener los mismos pensamientos frente a otro policía que sea de piel negra que no 
tenga sus mismos pensamientos o creencias consecuentemente se produce la discriminación. 
 
Enel campo jurídico la discriminación consiste cuando a una persona se la trata de una 
forma desfavorable por motivo prohibido por una norma, debemos tener en cuenta que la 
discriminación gira en torno a una norma, si no hubiera la ley que la prohíbe consecuentemente 
no existiera la discriminación, una norma clave con respecto a este tema es la que nos señala en 
el artículo 11 numeral 2 de la Ley Suprema del Estado en armonía con otras disposiciones que 
manifiestan lo siguiente: 
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Art. 11.- - “EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 2. Todas 
las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos, deberes y oportunidades. Nadie 
podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de 
género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado 
judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, 
portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, 
temporal o  permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de 
discriminación. (…)”. 
 
Art. 66.-“Se reconoce y se garantiza a las personas: 4. Derecho a la igualdad formal, 
igualdad material y no discriminación”. 
 
Art. 230.- “En el ejercicio del servicio público se prohíbe, además de las que determine la 
ley: 3. Las acciones de discriminación de cualquier tipo”. 
 
“Art. 341.- El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus 
habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios reconocidos en la 
Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y la no discriminación (…).” 
 
Si se produjera la discriminación, se estaría transgrediendo el principio constitucional de 
la igualdad, el mismo que se encuentra prescrito en el artículo 11 numeral 2 antes transcrito, este 
principio a más de que nos resalta de que se prohíbe toda forma de discriminación también nos 
indica que todos somos iguales ante todos y ante el disfrute de las cosas y no solamente iguales 
ante la ley, consecuentemente toda autoridad, persona, superiores nos deben tratar de forma 
igual; ya que todos gozamos de los mismos derechos, deberes y oportunidades como lo manda 
la Constitución, por ende si se vulnera este principio de la igualdad se tiene como resultado la 
discriminación. 
 
La discriminación se la puede identificar de tres formas, la primera de forma directa que 
consiste cuando la discriminación se manifiesta en una norma o en un acto jurídico ya sea 
público o privado en el cual se haya plasmado alguna disposición que traiga consigo perjuicio y 
daño a un grupo humano, esta discriminación se la puede ver reflejada cuando una persona se la 
trata en un sentido menos favorable en relación de otra que está en la misma condición, ya sea 
por motivos de orientación sexual, si sufre de alguna discapacidad, si tiene mayores años y sin 
experiencia o por efectos raciales; la segunda es de forma indirecta ya que no puede ser 
observada en la norma establecida, sino que la discriminación se manifiesta en el resultado que 
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produce la norma, por ende la discriminación indirecta vendría a resultar la que nos permite 
descubrir la discriminaciones ocultas o disimuladas; y con la tercera que es de forma inversa o 
mejor conocida como discriminación positiva, esta discriminación se refiere a que han existido 
normas que han discriminado a varios grupos de personas por décadas pero con la creación de 
nuevas leyes a estos mismos grupos se les ha otorgado y dado mayores campos en el sector 
público y privado tal es el caso de los indígenas los cuales han ocupado cargos importantes 
como docentes universitarios, Jueces de la Corte Nacional de Justicia y Corte Constitucional, 
Asambleístas, debiendo recalcar que en esta discriminación inversa no procede la acción de 
protección ya que es algo positivo porque por medio de ella y a través de las políticas públicas 
se ha eliminado no en su mayoría el racismo contra los indígenas, negros, discapacitados. 
 
Por consiguiente y en definitiva como hemos analizado en este numeral, la acción de 
protección procede cuando se haya transgredido el principio de la igualdad, ya que al vulnerarlo 
se produce la discriminación y también procede la acción de protección cuando existe la 
discriminación directa e indirecta ya analizadas líneas anteriores. 
 
2.1.7.7 Improcedencia de la Acción de Protección 
 
Para estudiar los casos negativos en donde no procede la acción de protección, al igual 
que los casos de procedencia, debemos basarnos en la disposición del artículo 42 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional norma que textualmente 
señala: 
 
Art. 42.- “Improcedencia de la acción.- Laacción de protección de derechos no procede:1. 
Cuando de los hechos no se desprenda queexiste una violación de derechosconstitucionales.2. 
Cuando los actos hayan sido revocados oextinguidos, salvo que de tales actos sederiven daños 
susceptibles de reparación. 3. Cuando en la demanda exclusivamente se impugne la 
constitucionalidad o legalidad del acto u omisión, que no conlleven la violación de derechos. 4. 
Cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en la vía judicial, salvo que se demuestre 
que la vía no fuere adecuada ni eficaz. 5. Cuando la pretensión del accionante sea la declaración 
de un derecho. 6. Cuando se trate de providencias judiciales. 7. Cuando el acto u omisión emane 
del  Consejo Nacional Electoral y pueda ser impugnado ante el Tribunal Contencioso Electoral. 
En estos casos, de manera sucinta la jueza o juez, mediante auto, declarará inadmisible la  
acción  y especificará la causa por la que no  procede la misma”. 
 
Una vez transcrita la norma antes señalada, vamos a analizar todos los casos en donde no 
procede la acción de protección. 
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2.1.7.7.1 La acción de protección no procede cuando no exista la violación de algún 
derecho constitucional 
 
Este caso es muy claro y sencillo ya que la acción de protección actúa únicamente cuando 
se haya vulnerado derechos reconocidos por la Constitución de la República, por ende si no 
existe tal violación no procede esta acción, al respecto el artículo 88 de la Carta Magna al 
referirse a la acción de protección, es sumamente explícito ya que nos señala que el objeto de 
esta acción es amparar de una manera directa y eficaz los derechos reconocidos en la 
Constitución, consecuentemente de la demanda que se presente sino no se desprende de los 
hechos que exista alguna violación, esta acción no procederá ya que no debemos olvidar que la 
acción de protección tiene su desarrollo cuando existe la vulneración de un derecho 
constitucional.  
 
2.1.7.7.2La acción de protección no procede cuando los actos hayan sido revocados o 
extinguidos, salvo que de tales actos se deriven daños susceptibles de reparación 
 
No cabe lugar a duda que la acción de protección no procede cuando los actos que iban a 
ser impugnados mediante esta acción, hayan sido revocados o extinguidos, ya que la violación 
de un derecho constitucional se realizapor una acción mediante un acto, pero existe la excepción 
que si de tales actos que ya fueron extinguidos o revocados, estos actoshayan producido sus 
efectos causando algún daño que sea susceptible de ser reparado, operará la acción de 
protección. 
 
Como nos podemos dar cuenta en este caso existe la excepción antes mencionada en 
donde procedería la acción de protección, pero es una excepción que trae consigo un engaño, en 
el sentido de que cuando se ha producido el daño este sea susceptible de reparación, si nos 
basamos en los sinónimos de la palabra susceptible tiene algunos como apto, posibilidad, 
idóneo, es decir que el daño que se provoque debe tener la posibilidad de ser reparado, cuando 
en verdad y en la realidad es que apenas que se ha producido el daño este debe ser reparado 
inmediatamente caso contrario no habría protección ni amparo de los derechos, ya que no existe 
daño no susceptible de reparación. Pero sin embargo la norma ha prescrito en que si no existen 
estos dos requisitos que son el daño y que sea susceptible de reparación no procederá la acción 
de protección. 
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2.1.7.7.3 La acción de protección no procede cuando exclusivamente se impugne la 
constitucionalidad o legalidad del acto u omisión, que no conlleven la violación de 
derechos 
 
Como se manifestó en líneas anteriores exactamente en el primer caso, la acción de 
protección tiene como objetivo amparar y proteger los derechos reconocidos por la Carta Magna 
que hayan sido vulnerados, esa es la esencia el fin por la cual fue creada esta acción ordinaria de 
protección y no para que por intermedio de ella se pueda reclamar la inconstitucionalidad o 
legalidad de los actos u omisiones, sin antes recordar que la acción de protección gira en torno a 
la violación de los derechos reconocidos en la Ley Suprema del Estado. 
 
2.1.7.7.4. La acción de protección no procede cuando el acto administrativo pueda ser 
impugnado en la vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni 
eficaz. 
 
Con respecto a este numeral, nos manifiesta claramente que la acción de protección no 
procede cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en la vía judicial, al referirse a esa 
vía hace mención que los actos administrativos deben ser impugnados ante los Tribunales 
Distritales de lo Contencioso Administrativo, pero así mismo la norma señala una excepción, al 
manifestar que esta vía judicial no fuere adecuada ni eficaz por lo que da la posibilidad de que 
los actos administrativos puedan ser impugnados a través de la acción de protección, es así que 
para entender de mejor manera esta excepción debemos comprender cuando la vía judicial no es 
adecuada ni eficaz. 
 
La vía judicial no es adecuada cuando esta vía no se amolda ni es precisa a sus propias 
condiciones, en el sentido de que una vía debe ser rápida, directa y oportuna, hecho que no 
ocurre con los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo, al momento de 
impugnar un acto administrativo en el que conste que se haya vulnerado un derecho 
constitucional, ya que su procedimiento es lento y demora algunos años, por consiguiente nos 
preguntamos si mediante esta vía judicial que tarda algunos años se puede declarar la 
vulneración de un derecho, la respuesta sin lugar a duda es negativa; caso muy diferente es lo 
que sucede con la acción de protección ya que las características de esta acción se adecuan 
perfectamente con las cualidades que posee una vía, características como cuando en el 
desarrollo del procesola acción de protección es rápida, sin formalidades, sencilla, directa, 
protege y restituye los derechos que han sido vulnerados, por consiguiente la vía judicial 
prescrita en el numeral 4 del artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
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Control Constitucional no sería la vía idónea para impugnar un acto administrativo, 
consecuentemente se debe acudir a la acción de protección.  
 
La vía judicial no es eficaz, cuando la vía da como resultado un producto en largo tiempo 
esto lo podemos ver reflejadocon las sentencias que expiden los Tribunales Distritales de lo 
Contencioso Administrativo, es así que si mediante la vía judicial establecida en la norma tantas 
veces citada no podremos lograr de una forma oportuna y pronta que se restablezca algún 
derecho violado producto de un acto administrativo, teniendo como resultado una vía judicial 
ineficaz, caso que no ocurre con la acción de protección ya que la resolución que expide el Juez 
es totalmente rápida, teniendo como consecuencia una verdadera vía judicial eficaz. 
 
Para desvirtuar un poco más a esta improcedencia, no debemos olvidar que la Ley 
Suprema del Estado en armonía con la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional prescriben que el objeto de la acción de protección es amparar y proteger de una 
manera directa y eficaz los derechos reconocidos por la Constitución de la República, es así que 
la vía judicial mencionada en el numeral que hemos analizado, debe ser directa y eficaz sino 
cumple con estos requisitos se tendrá como resultado que la vía judicial no es la adecuada ni 
eficaz, consecuentemente se debe impugnar todo los actos administrativo en el que se haya 
efectuado la violación de un derecho constitucional mediante la acción de protección.  
 
Al respecto el Dr. Cueva (2011, p. 216) en su opere citato afirma lo siguiente:  
 
Dada la situación de crisis por la que atraviesa actualmente la función judicial 
consideramos que cuando se impugna un acto administrativo siempre se debe recurrir a la 
acción ordinaria de protección porque la vía judicial existente no es adecuada ni eficaz. En 
este caso, entonces, actúa la excepción que consta en la parte final del numeral 4 del 
artículo 42 de la mencionada Ley Orgánica. 
 
2.1.7.7.5 La acción de protección no procede cuando la pretensión del accionante sea la 
declaración de un derecho 
 
En lo referente a esta improcedencia, queda claro que jamás la acción de protección 
tendrá como objeto declarar algún derecho, ya que el fin que persigue la acción de protección es 
la de amparar y proteger los derechos reconocidos por la Constitución de la República, por 
consiguiente cuando se interponga esta acción ante el Juez, se debe solicitar la protección y el 
amparo de aquel derecho que haya sido vulnerado pero jamás pedir la declaración de un derecho 
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ya que la acción de protección opera cuando existe la violación de un derecho mas no para que 
se declare la existencia de un derecho. 
 
2.1.7.7.6 La acción de protección no procede contra las providencias judiciales 
 
Es obvio que la acción de protección no procede contra providencias judiciales las cuales 
también abarcan a los autos y a las sentencias, ya que todas estas son expedidas por la autoridad 
judicial, esta improcedencia tiene concordancia con lo que dispone el artículo 88 de la Carta 
Magna y artículo 41 numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, al referirse que la acción de protección procede en contra de actos u omisiones 
provenientes de una autoridad pública no judicial; y, en la improcedencia que nos ocupa las 
providencias son expedidas por la autoridad judicial por ende es improcedente presentar la 
acción de protección en contra de esto, pero sin antes recalcar que si existe un camino para 
poder reclamar autos y sentencias en las que se haya violado derechos constitucionales, este 
camino es la acción extraordinaria de protección. 
 
2.1.7.7.7 La acción de protección no procede cuandoel acto u omisión emane del Consejo 
Nacional Electoral y pueda ser impugnadoante el Tribunal ContenciosoElectoral 
 
Este caso es muy particular ya que solo se basa en los actos u omisiones que emanen la 
Función Electoral a través del Consejo Nacional Electoral, pero estos actos al tener la 
posibilidad de ser impugnados ante el Tribunal Contencioso Electoral por simple deducción no 
daría lugar interponer la acción de protección, ya que las resoluciones que expida el Tribunal 
Contencioso Electoral son de última instancia y no cabe recurso alguno como así se manifiesta 
en el inciso final del artículo 70 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de 
la República del Ecuador, pero cuando no puedan ser impugnados operará la acción de 
protección. 
 
2.1.7.8 La apelación dentro de la acción de protección 
 
Según el Diccionario de (CABANELLAS, 1982) la define de la siguiente manera:  
 
Apelación:Recurso que la parte cuando se considera agraviada por In resolución de un 
juez o tribunal, eleva a una autoridad judicial superior: para que, con el consentimiento 
de la cuestión debatida, revoque, modifique o anule la resolución apelada. Pueden 
apelar, por lo general, ambas partes litigantes. El que interpone la apelación se 
llama apelante; y apelado se denomina al litigante vencedor, contra el cual se apela. 
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La apelación dentro de las garantías jurisdiccionales, constituye un recurso vertical 
importante, apelación que en materia procesal de protección constitucional, se encuentra 
normado por la disposición del artículo 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, norma que da la posibilidad de que la persona que no está conforme con 
la sentencia de primer nivel apele en la misma audiencia o hasta tres días hábiles de haber sido 
notificado con la sentencia para ante los Jueces de las Cortes Provinciales, con la finalidad de 
que confirmen o enmienden la sentencia de primer nivel o simplemente rechacen el recurso 
interpuesto. Con el recurso de la apelación concluye la primera instancia y comienza la 
sustanciación de la segunda, instancias que conforman la estructura general de la acción de 
protección, las mismas que van a ser  analizadas jurídicamente. 
 
2.1.7.8.1La primera instancia como el punto de partida, antes de interponer el recurso de 
apelación 
 
Para interpretar de mejor manera esta instancia, se procederá a realizar un esquema 
demostrativo para que de una manera didáctica se pueda comprender el desarrollo de la acción 
de protección en esta instancia, siendo así tenemos el siguiente esquema: 
- Presentación de la demanda. 
- Sorteo de la demanda. 
- Auto de Admisión de la demanda. 
- Notificación al demandado. 
- Audiencia Pública. 
- Práctica de Pruebas. 
- Sentencia; y, 
- Apelación. 
 
Con el esquema antes señalado, nos referiremos a cada uno de estos pasos dentro del 
desarrollo de la acción de protección en la primera instancia, excepto el de la apelación ya que 
la vimos líneas más a riba dentro del presente trabajo investigativo. 
 
2.1.7.8.1.1 Presentación de la demanda 
 
La demanda de acción de protección puede ser presentada ante cualquier juez de primer 
nivel y de cualquier especialidad, ya que todos los Jueces tienen la facultad para conocer este 
tipo de demanda como así lo dispone el artículo 167 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, siempre y cuando el Juez sea el competente ya sea 
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por el territorio, por el lugar donde se produjo los efectos producto del acto u omisión o por el 
turno de los Jueces. No debemos olvidar que la acción de protección tiene la característica de 
ser informal, es decir la demanda se la puede presentar oralmente o por escrito cuando se la 
vaya a presentar por escrito la demanda debe reunir una serie de requisitos establecidos en el 
artículo 10 de la Ley antes mencionada y de la misma manera debe ir acompañada de todos los 
antecedentes y documentos con la finalidad de poder establecer la violación de los derechos 
reconocidos por la Carta Magna; los documentos tiene un rol indispensable, ya que el Juez por 
medio de ellos puede tener una mayor información y dar un criterio para dictar sentencia de una 
forma justa y equitativa. 
 
2.1.7.8.1.2 Sorteo de la demanda 
 
La demanda de acción de protecciónse la debe presentar en la oficina de sorteos para que 
la misma sea sorteada siempre y cuando en una jurisdicción existan más de dos jueces, caso 
contrario si solo hay un juez va directamente a ese juzgado, de la misma forma ocurre cuando la 
demanda sea presentada en días feriados ya que no se necesita de un sorteo por ende asume 
competencia el Juez de turno así lo señala el inciso final del artículo 7 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  
 
2.1.7.8.1.3Auto de admisión de la demanda 
 
Una vez que ha sido presentada y sorteada la demandase tiene como resultado la 
competencia de uno de los Jueces de primer nivel, consecuentemente se da inicio el proceso 
constitucional. El Juez tiene la obligación dentro de las veinticuatro horas siguientes al de la 
presentación de la demandade dictar el correspondiente auto de calificación en donde se 
admitirá o rechazará a trámite la acción de protección, auto que debe estar debidamente 
motivado como así lo manda el artículo 76 numeral 7 literal l) de la Constitución de la 
República. 
 
2.1.7.8.1.4 Notificación al demandado 
 
La notificación dentro del proceso de la acción de protección, constituye el primer acto 
procesal que permite poner en conocimiento a la parte accionada el contenido de la demanda 
con el respectivo auto de calificación, no debemos olvidar que en la sustanciación de esta acción 
al demandado se lo notifica mas no se lo cita como es comúnmente ya que la notificación en la 
acción de proteccióncon una sola boleta estaría concluido el acto a diferencia de la citación que 
se la puede realizar por tres boletas. La Constitución de la República en su artículo 86 numeral 2 
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literal d) en armonía con el artículo 8 numeral 4 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, prescriben sobre la notificación que textualmente 
manifiestan: 
 
Artículo 86 numeral 2 literal d): “(…) d) Las notificaciones se efectuarán por los medios 
más eficaces que estén al alcance del juzgado, del legitimado activo y del órgano responsable 
del acto u omisión”. 
 
Artículo 8 numeral 4 “(…) 4. Las notificaciones se harán por los medios más eficaces que 
estén al alcance de la jueza o juez, de la persona legitimada activa y de lapersona, entidad u 
órgano responsable delacto u omisión. De ser posible se preferirán medios electrónicos”. 
 
Como nos podemos dar cuenta en las dos disposiciones antes transcritas, se manifiesta de 
que “las notificaciones se realizarán por los medios más eficaces”, estos medios se dividen en 
dos el tradicional que consisten básicamente en notificar al demandado personalmente o por 
medio de un oficio por una sola vez y el segundo es utilizar la tecnología a través de los correos 
electrónicos con el único objetivo de dar a conocer de una manera oportuna al demandado con 
el contenido de la demanda, la fecha de la audiencia y las pruebas que deberá presentar 
oportunamente. 
 
2.1.7.8.1.5 Audiencia Pública 
 
Una vez que ha sido notificada la parte accionada con el contenido de la acción de 
protección, el Juez debe tener en cuenta que esta acción posee características esenciales como 
son la informalidad, la sencillez y rapidez, es así que el Juez debe convocar a una audiencia 
pública en el menor tiempo posible descartando cualquier complejidad procesal. Esta audiencia 
se desarrolla comenzando con la intervención del accionante quien debe demostrar las 
violaciones constantes en su demanda, luego interviene el accionando quien puede ser una 
persona o una entidad, las dos partes tienen derecho a la réplica es decir que tiene una segunda 
intervención para poder manifestar alguna cosa que no hayan podido decir en la primera 
intervención. En esta audiencia pública también se efectúa la práctica de las pruebas y la 
recepción de las mismas, de creerlo necesario el juez designarán alguna comisión para que 
puedan analizar las pruebas presentadas, al mismo tiempo el juez puede formular preguntas a las 
partes para tener un mejor criterio cuando ya vaya a resolver la acción; una vez concluido estos 
pasos dentro de la audiencia, el Juez dictará sentencia en ese mismo momento, la misma que 
será notificada cuarenta y ocho horas después de habersellevado a efecto la audiencia, de 
 
 
65 
 
conformidad con lo que dispone el artículo 15 numeral 3 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional.  
 
2.1.7.8.1.6Práctica de pruebas 
 
El artículo 86 numeral 3 de la Constitución de la República entre otras cosas manifiesta: 
“(…) 3. Presentada la acción, la jueza o juez convocará inmediatamente a una audiencia 
pública, y en cualquier momento del proceso podrá ordenar la práctica de pruebas y designar 
comisiones para recabarlas (…)”. Como señala esta norma, debemos tener en cuenta que un 
proceso nace con la demanda y finaliza con la respectiva sentencia, por ende el juez en 
cualquier momento del proceso podrá ordenar la práctica de las pruebas y si lo hiciera el 
término de prueba no podrá ser mayor de ocho días y será por una sola vez, pero por lo general 
el Juez en este proceso de protección constitucional ordena la práctica de pruebas al momento 
de calificar la demanda o en la respectiva audiencia pública como así lo dispone el artículo 16 
inciso segundo de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
Debemos recordar que con la nueva Ley Suprema del Estado la carga de la prueba en la acción 
de protección le corresponde a la parte accionada que es la autoridad pública no judicial, las 
personas naturales o jurídicas del sector privado como así mismo lo prescribe el artículo 86 
numeral 3 de la Carta Magna en el sentido de que se presumirán alegados los hechos del 
accionante cuando la autoridad pública no judicial no demuestre lo contrario o no proporciona la 
información adecuada. 
 
2.1.7.8.1.7  La sentencia 
 
La sentencia dentro de la acción de protección, es el resultado que brida el Juez después 
de haber realizado el correspondiente análisis del caso, la sentencia en este tipo de acción puede 
ser dictada en la misma audiencia pública una vez que hayan intervenido las partes litigantes 
siempre y cuando el juez haya constatado la violación de derechos, sino fuera este el caso el 
juez tendrá un término prudencial para valorar las pruebas aportadas y llegar a un criterio justo 
para expedir una sentencia en derecho. La sentencia de acción de protección debe cumplir con 
los requisitos establecidos en el artículo 17 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, la sentencia debe concluir aceptando o negando la acción de protección, 
si se acepta la acción el Juez debe declarar la violación de los derechos, determinar las normas 
constitucionales vulneradas y disponer que se resarza el daño causado y si amerita el caso se dé 
inicio a un juicio para determinar la reparación económica siempre y cuando haya lugar caso 
contrario no lo dispondrá. 
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2.1.7.8.2La segunda instancia producto de haber interpuesto el recurso de apelación 
 
Como señalamos anteriormente, si una de las partes no está conforme con la sentencia 
dictada por el Juez de primer nivel podrá interponer el recurso de apelación, el mismo que pone 
fin a la primera instancia y da como resultado el surgimiento de una segunda instancia. Esta 
instancia tiene su desarrollo en las Cortes Provinciales, al igual que en la primera instancia para 
asumir competencia los procesos llegan a la Presidencia de la Corte Provincial la cual sortea la 
causa que ha sido apelada para que una de las diferentes Salas de lo Civil, Niñez, Laboral y 
Penal conformadas por tres Jueces asuman competencia y así resolver la causa. Una vez 
radicada la competencia en cualquiera de las Salas antes mencionada lo primero que hacen los 
jueces es avocar conocimiento de la causa, luego ponen en conocimiento de las partes 
procesales la recepción del proceso posteriormente expiden autos para resolver y finalmente 
expiden la sentencia respectiva la misma que pone fin a la segunda instancia. En la 
sustanciación de esta instancia si amerita el caso los jueces  pueden convocar a una audienciay 
ordenar la práctica de elementos probatorios, sino fuere así solo expedirán la sentencia la misma 
que una vez ejecutoriada y notificada a las partes se devolverá el proceso al juez de primer nivel 
para su ejecución, salvo el caso que si cualquiera de las partes presente una acción 
extraordinaria de protección todo el proceso subirá a la Corte Constitucional. 
 
2.1.7.8.3Análisis del artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución de la República 
 
Que importante es realizar un análisis a esta garantía básica de defensa que forma parte 
del debido proceso, la cual constituye enun derecho fundamental que gozan todas las personas 
cuando son sometidas a un proceso judicial, administrativo o de cualquier otra índole. Garantía 
que al igual que las otras ya establecidas en el artículo 76 de la Norma Suprema, hacen que el 
debido proceso se transforme en un derecho constitucional de rango superior ya que este 
derecho no vale por sí mismo; por consiguienteal vulnerar alguna de ellas se está violando 
flagrantemente este derecho, ya que estas garantías confieren al debido proceso la eficacia en la 
defensa de los derechos de las personas, en definitiva lo medular del debido proceso lo 
constituyen las garantías entre ellas el derecho a la defensa constante en el numeral 7 literal i) 
del artículo 76 de la Constitución de la República, ya que ella es el punto clave para demostrar  
más adelante en el análisis de casos favorables la eficacia de la acción de protección en la 
aplicación directa de los artículo 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional. 
 
Al respecto la Carta Fundamental refiriéndose al artículo 76 numeral 7 literal i), 
textualmente señala lo siguiente: “Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y 
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obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas: 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 
garantías: i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia (...)”. 
 
La sabiduría romana a esta garantía la caracterizó como el principio de non bis in ídem es 
decir no dos veces sobre el mismo hecho, al respecto la doctrina ha establecido que deben 
presentarse tres identidades a saber: a) debe tratarse de dos procesos contra la misma persona; b) 
por el mismo hecho histórico y, c) contener el mismo contenido de persecución. Respecto a la 
primera y segunda se refiere a la misma persona y por el mismo hecho y materia. La tercera 
identidad se refiere a la misma razón jurídica y política de persecución es decir eadem causa 
petendi. 
 
El Doctor Zavalaen lo referente a este principio expresa lo siguiente: “El principio non bis 
in ídem prohíbe la imposición de una dualidad de sanciones en los casos que hay identidad de sujeto,  
hechos y fundamento, sin que proceda en caso que no se de esa triple identidad (…).”(Zavala, 2010, 
p.340) 
 
“(…). En otras palabras, se prohíbe sancionar los mismos hechos con sanción administrativa y 
con pena y, además, para enjuiciar unos mismos hechos, no puede haber doble procedimiento para su 
calificación en forma independiente, aun cuando se apliquen normas diferentes (…).” (Zavala, 2010, 
pp. 340- 341) 
 
La Constitución de la República nos confiere esta garantía con el fin de prohibir el doble 
castigo por un mismo hecho, esta norma es de carácter positivo mas no procesal ya que se basa 
en las sanciones que pueden imponerse y no a los procedimientos que puedan instaurarse, pero 
sin embargo no se la debe descuidar en el doble enjuiciamiento por un mismo hecho, ya que 
para juzgar un acto se empieza con un solo proceso jamás se podrá dar inicio a otro proceso para 
juzgar la misma infracción, ya que si esto ocurriera se estaría atentando el derecho a la defensa 
contenida en el artículo que estamos estudiando; es así que esta garantía se convierte en un 
derecho fundamental tanto en un proceso penal como en un procedimiento administrativo 
sancionador. 
 
Esta garantía, se fundamenta en el principio de proporcionalidad, pues es 
desproporcionado imponer varias sanciones por un mismo ilícito, tal es el caso de la Institutico 
Policial, al momento de incluir a uno de sus integrantes en la Cuota de Eliminación por registrar 
en su hoja de vida profesional sanción del Tribunal de Disciplina. Para llegar a esta instancia de 
eliminación, la Institución Policial sanciona desproporcionalmente comenzando con el castigo 
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impuesto por el Tribunal de Disciplina, luego se le califica no idóneo para el curso de ascenso, 
posteriormente le califica no idóneo para el ascenso y finalmente lo incluyen en la Cuota de 
Eliminación, es decir el Miembro Policial ha sido sancionado desproporcionalmente más de una 
vez por un mismo hecho, este hecho constituye en la sanción del Tribunal de Disciplina que 
pese a ver pagado y cumplido su castigo a cabalidad se lo incluye en la Cuota de Eliminación 
previa a la baja de las Filas Policiales, hecho que transgrede la disposición del artículo 76 
numeral 7 literal i) de la Constitución de la República, norma que tiene armonía con el artículo 
25 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional que textualmente manifiesta:  
 
Art. 25.- “Una misma falta no puede ser reprimida por dos superiores a la vez ni con dos 
penas distintas”. 
 
Por consiguiente si la Institución Policial vulnera esta garantía no podremos seguir 
pregonando de que somos un Estado social de derechos, sin ni siquiera se garantiza un proceso 
justo, propio de un régimen de derecho.Esta garantía que forma parte del debido proceso, y 
conocida como el principio nom bis in ídem, no solo consta en el texto constitucional sino 
también en los instrumentos internacionales.  
 
Si bien es cierto que las Instituciones Públicas, en este caso es la Policía Nacional tiene 
derechos y obligaciones fijados en los artículos 158 y 160 de la Constitución de la República, no 
es menos cierto que sus decisiones deben observar el estricto cumplimento de los derechos 
humanos y su resguardo garantizados en la Carta Magna, ya que nos encontramos en un estado 
constitucional de derechos y justicia social adoptado por nuestra actual Constitución, en donde 
la persona humana debe ser el objetivo primigenio, donde la misma aplicación e interpretación 
de la Ley solo sea posible en la medida que esta normativa se ajuste y no contradiga a la Carta 
Magna ni a los Tratados Internacionales. 
 
Al respecto la Corte Constitucional en su Resolución No. 1498-08-RA, en lo referente al 
non bis in ídem, manifiesta lo siguiente:  
 
SÉPTIMA.- El Art. 272 de la Constitución de 1998, manifestaba: “La Constitución 
prevalece sobre cualquier otra norma legal. Las disposiciones de leyes orgánicas y 
ordinarias, decretos, leyes, estatutos, ordenanzas, reglamentos, resoluciones y otros actos 
de los poderes públicos, deberán mantener conformidad con sus disposiciones y no tendrán 
valor si, de algún modo, estuvieren en contradicción con ella o alteraren sus 
prescripciones”. En este sentido, el Art. 24 numeral 16 de la derogada Constitución 
estipulaba: “Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa”; garantía que 
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también se encuentra plasmado en el Art. 76 literal i) de la Carta Constitucional vigente. 
(Cursivas son de la Sala). En el caso que nos ocupa, el accionante ya fue juzgado por el 
Tribunal de Disciplina y luego, al considerar que por ese juzgamiento se le coloca en la 
cuota de eliminación, esta Sala evidencia el doble juzgamiento por la misma causa. 
Mediante el análisis expuesto, queda claro que la autoridad administrativa policial rebasó 
sus facultades, pues el accionante ha sido sancionado más de una vez, violentado de esta 
forma, mandatos constitucionales señalados. 
 
2.1.8 La Cuota de Eliminación Policial 
 
La Ley de Personal de la Policía Nacional publicada en el Suplemento del Registro 
Oficial No. 378 del 7 de agosto de 1998, en su Título IV, Capítulo IV nos habla sobre lacuota de 
eliminación en la que entran a formar parte los policías nacionales que no han cumplido algunos 
requisitos para ascender al inmediato grado superior y por consiguiente no pueden seguir 
formando parte de la Policía Nacional, ya que producto de la inclusión en la lista de eliminación 
son colocados en situación transitoria para posteriormente ser dados de baja de la Institución 
Policial.  
 
El artículo 92 de la Ley de Personal de la Policía Nacional en lo referente a la eliminación 
manifiesta lo siguiente:  
 
Art. 92.- “Con el fin de asegurar una adecuada selección del personal policial, regular la  
profesión y satisfacer las necesidades de la planta orgánica de la Institución, se establecerán 
cuotas de eliminación hasta el 15 de abril de cada año, mediante Resolución de los respectivos 
Consejos”. 
 
La palabra eliminación proviene de la palabra eliminar, al respecto el Diccionario de la 
Real Academia Española da una definición de la siguiente manera:“Eliminar 2. Alejar, excluir a 
una o a muchas personas de una agrupación o de un asunto”. (Real Academia Española, 2014) 
 
Guillermo Cabanellas en su DiccionarioJurídico,la define así:“Eliminación: Acción de 
excluir a una persona, cuando se trata de un miembro de la sociedad cuya adaptación a las condiciones 
de ésta se ha manifestado totalmente imposible” (CABANELLAS, 1982) 
 
Por consiguiente la cuota de eliminación dentro de la Legislación Policial, consiste en 
separar a los miembros policiales que se encuentren inmersos en esta figura con la finalidad de 
reorganizar la planta institucional de la Policía Nacional;para formar parte de esta eliminación 
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existen algunas causas establecidas en el artículo 95 de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional, disposición que va a ser analizada en el presente capítulo. 
 
Las cuotas de eliminación se establecenhasta el 15 de abril de cada año por parte de la 
Dirección de Personal de la Policía Nacional, la misma que envía la nómina de policías que van 
a ser eliminados a los respectivos Consejos de la Policía Nacional. El personal policial que se 
encuentre inmerso en la eliminación tienederecho a recurrir al recurso de apelación, que puede 
ser presentado dentro del término de quince días de haber sido notificado con la respectiva 
resolución,en el caso de los Oficiales subalternos que comprenden desde el grado de 
Subteniente a Capitán tienen que presentar el recurso para ante el Consejo de Generales, en el 
caso de los Oficiales Superiores que va desde el grado de Mayor hasta Coronel y de los 
Oficiales Generales tienen que presentar el recurso de apelación en el mismo Consejo de 
Generales; el personal de Tropa debe apelar para ante el Consejo Superior de la Policía 
Nacional. 
 
2.1.8.1Análisis del artículo 95 de la Ley de Personal de la Policía Nacional 
 
Para dar un correcto análisis a esta disposición debemos transcribir la citada norma que 
al respecto la Ley de Personal de la Policía Nacional textualmente dice: 
 
Art. 95.- “La lista de eliminación anual en cada grado, se conformará con el personal 
policial que se encuentre comprendido en uno o más de los siguientes casos: a) Haber sido 
reprobado en un curso policial, técnico, científico o académico en el país o en el exterior, para el 
cual haya sido designado por la institución; b) No presentarse al segundo llamamiento del 
respectivo Consejo para realizar el curso de ascenso; c) No haber sido calificado idóneo para el 
ascenso al inmediato grado superior; d) Constar por dos años consecutivos en listas 4 de 
clasificación anual; e) No haber sido calificado por segunda ocasión al curso de promoción para 
ascenso; y, f) Quien habiendo cumplido 20 años de servicio activo y efectivo, por estar 
comprendido en el 5% más bajo dentro de la ubicación en su promoción, calculado en la forma 
prevista en el Reglamento.” 
 
De la norma antes transcrita procederemos a analizar cada uno de los casos establecidos 
en líneas anteriores que son las causas en las que los miembros policiales entran a formar parte 
de la cuota de eliminación anual.  
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2.1.8.1.1El personal policial entra a formar parte de la cuota de eliminación por haber 
reprobado un curso policial sea técnico, científico o académico, en el país o en el exterior 
para el cual haya sido designado por la Institución 
 
Como señala este caso de una forma inversa, nos refleja que el personal policial tiene la 
obligación de perfeccionarse profesionalmente siguiendo cursos policiales que deben ser 
aprobados cursos como de investigación, criminalística, de cultura física,legislación básica que 
comprende el conocimiento de la Constitución y de la Leyes internas y externas de la Policía 
Nacional como de informática e inglés que son materias globalizadas; estos cursos lo pueden 
seguir tanto en el país como en el extranjero excepto el de la legislación interna, pero siempre 
deben ser designados por la misma Institución; por ende al momento que dominen y pongan en 
práctica todos los conocimientos adquiridos se considerara un personal policial profesional que 
cumplirá con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley Orgánica de la Policía Nacional que 
literalmente reza: 
 
Art. 2. “La Policía Nacional es una Institución profesional y técnica, depende del 
Ministerio de Gobierno, con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, 
organizada bajo el sistema jerárquico disciplinario, centralizada y única. Tiene por misión 
fundamental garantizar el orden interno y la seguridad individual y social. El personal que la 
conforma así como sus organismos, se sujetarán a la presente Ley, a la Ley de Personal de la 
Policía Nacional y más legislación especial. Se constituirá además, fuerza auxiliar de las 
Fuerzas Armadas, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política de la República y 
en la Ley de Seguridad Nacional”        
 
Por consiguiente si el miembro policialal momento de reprobar alguno de los cursos en el 
que fue designado, automáticamente entra a formar parte de la cuota de eliminación, ya que no 
ha cumplido con lo establecido en la norma antes transcrita en el sentido de la que la Policía 
Nacional es una Institución con carácter profesional y técnica. 
 
2.1.8.1.2El personal policial forma parte de la cuota de eliminación cuando no se 
presentare al segundo llamamiento del respectivo Consejo para realizar el curso de 
ascenso 
 
Este caso es muy claro en el sentido de que el personal policial que cumpliendo con todos 
los requisitos comunes y esenciales establecidos en el artículo 84 de la Ley de Personal de la 
Policía Nacional, entre los cuales consta haber permanecido el tiempo necesario en el grado, 
 
 
72 
 
tener el puntaje mínimo para acceder al curso de ascenso, gozar de un excelente estado de salud 
y no haber sido sancionado por un Tribunal de Disciplina, formarán parte del respectivo curso 
de ascenso, consecuentemente los gendarmes tienen la obligación de presentarse al llamamiento 
del curso para ascender al inmediato grado superior como así lo señala el artículo 87 de la Ley 
de Personal de la Policía Nacional que dice: 
 
Art. 87.- “Los cursos como requisito de ascenso son obligatorios para el personal policial. 
En caso de fuerza mayor, debidamente comprobada por el respectivo Consejo, podrá 
postergarse la realización de un curso, por una sola vez. No se podrá repetir si hubiere sido 
reprobado”. 
 
Por consiguiente si el personal policial no se presentare al segundo llamamiento para el 
curso de ascenso, emitidos por los respectivos Consejos de la Policía Nacional, pese haber 
cumplido con todos los requisitos antes señalados, se tendrá como resultado su inclusión en la 
Lista de Eliminación, previa a la baja correspondiente. 
 
2.1.8.1.3Forman parte de la cuota de eliminación el personal policial que no ha sido 
calificado idóneo para el ascenso al inmediato grado superior 
 
En lo que se refiere a este caso constante en el literal c) del artículo 95 de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional, el mismo que forma parte del tema del presente trabajo 
investigativo, vendrá a conocimiento que el personal policial ingresa a la cuota de eliminación 
al ser calificado no idóneo para el ascenso al inmediato grado superior. Al respecto (Cabanellas, 
Diccionario Jurídico Elemental, 2014) en lo referente a la palabra idóneo manifiesta lo 
siguiente: “Idóneo:Apto. Capaz. Competente.  Dispuesto. Suficiente”. Por consiguiente el policía 
entra a formar parte de  esta eliminación cuando no es apto o ha sido calificado de una manera 
negativa para ascender al inmediato grado superior. Para ser calificado no idóneo para el 
ascenso,existen varias causas o motivos como así lo dispone el artículo 81 de la Ley antes citada 
que textualmente manifiesta lo siguiente: 
 
Art. 81.- “No podrá ascender ni constar en listas de ascensos el personal en los siguientes 
casos: a) Hallarse en situación transitoria; b) Encontrarse en situación a disposición; c) Constar 
en la lista de eliminación anual; y, d) Haber sido sancionado mediante sentencia del Tribunal de 
Disciplina.” 
 
En lo que concierne a la primera causa de hallarse en situación transitoria, la misma que 
constituye en sí un requisito para formar parte de la cuota de eliminación como así lo señala el 
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artículo 60 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional que textualmente dice: “Art. 
60.- El personal policial puede ser colocado en transitoria en los siguientes casos: d) Por 
hallarse dentro de la lista de eliminación anual conforme a esta Ley y el Reglamento.” 
 
La situación transitoria es cuando el personal policial se encuentra en un estado próximo 
de ser dado de baja, en esta etapa el policía no tiene mando ni cargo alguno y no puede hacer 
uso de su uniforme policial pero sin embargo sigue percibiendo todas las remuneraciones que le 
competen según el grado que tenga, el tiempo máximo que un policía puede estar en esta 
situación transitoria es de seis meses con excepción a lo dispuesto en el literal e) del artículo 66 
de la Ley de Personal de la Policía Nacional que hace referencia cuando a un miembro policial 
se le haya dictado en su contra un auto de llamamiento a juicio en este caso el policía 
permanecerá en situación transitoria  hasta que exista sentencia debidamente ejecutoriada. La 
transitoria en el caso de los oficiales será declarada mediante acuerdo ministerial mientras que 
de los señores clases y policías se la declarará mediante resolución del Comandante General. 
 
Esta causa de la situación transitoriava concatenada de una manera directa con las causas 
establecidas en los literales c) y d) del artículo 81 el mismo que fue transcrito líneas más arriba, 
ya que el policía nacional al momento de cometer faltas disciplinarias de tercera clase, las 
mismas que son sancionadas por los Tribunales de Disciplina, automáticamente entran a formar 
parte de la cuota de eliminación para luego estar en situación transitoria y finalmente ser dados 
de baja de la Institución Policial. 
 
En lo referente a la causa establecida en el literal b) del artículo 81, concerniente a la 
figura de la disposición debemos dejar en claro que esta causa no entra a formar parte de la 
cuota de eliminación sino que únicamente el personal policial que se halle inmerso en esta 
disposición su ascenso estará suspendido hasta que se expida la correspondiente resolución 
administrativa; cuando un miembro policial se encuentre a disposición en el caso de los 
oficiales estos se pondrán a órdenes del Ministerio del Interior y los clases y policías a órdenes 
del Comandante General. Con esta aclaración podemos decir que la situación a disposición es la 
figura administrativa en la que ingresa un miembro policial cuando ha cometido actos en los que 
se presuma una mala conducta profesional que pongan en peligro el prestigio de la Institución 
Policial. El personal policial que se encuentre en situación a disposición de igual forma que la 
transitoria no podrá hacer uso de su uniforme, goza de todas las remuneraciones, presta servicio 
de apoyo al interior de las unidades policiales, la situación a disposición dura sesenta días, plazo 
en que el miembro policial será investigado a fin de establecer si da lugar o no su mala conducta 
profesional. 
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2.1.8.1.4Los miembros policiales forman parte de la cuota de eliminación por constar dos 
años consecutivos en listas 4 de clasificación anual 
 
En lo referente a este caso debemos basarnos en qué consisten las listas de clasificación 
anual, estas listas tienen como finalidad distinguir al personal policial que en base a sus notas 
obtenidas anualmente en el grado en el que se encuentren sean considerados aptos para realizar 
los cursos de ascenso o para formar parte de las listas de eliminación.Al respecto el artículo 74 
de la Ley de Personal de la Policía Nacional prescribe lo siguiente:  
 
Art. 74.- “Establécese cinco listas de Clasificación: LISTA 1:0 SOBRESALIENTE; 
LISTA 2:0 MUY BUENA; LISTA 3:0 BUENA; LISTA 4:0 DEFICIENTE (En Observación); 
y, LISTA 5:0 INCOMPETENTE. (Baja). Estas listas, previo el cumplimiento de los 
requerimientos reglamentarios para clasificar, constituyen la base de referencia para elaborar las 
listas de ascensos y de eliminación, así como para proponer estímulos, como becas, comisiones 
de estudio, distinciones, condecoraciones y otros.” 
 
De la transcripción antes señalada, nos podemos dar cuenta que la lista cuatro hace 
referencia a lista de clasificación correspondiente a deficiente, el Diccionario de la Real 
Academia Española a esta palabra la define de la siguiente manera:   “Deficiente: Que tiene algún 
defecto o que no alcanza el nivel considerado normal.”(Real Academia Española, 2014). 
 
Por consiguiente el personal policial que se halla inmerso en esta disposición por dos 
años consecutivos formará parte de la cuota de eliminación, la lista cuatro que hace referencia 
este caso tiene concordancia con la disposición del artículo 71 de la misma Ley que literalmente 
señala: Art. 71.- “La calificación anual tendrá la siguiente escala de equivalencia: LISTA 1:0 De 
18,00 a 20,00 LISTA 2:0 De 16,00 a 17,99 LISTA 3:0 De 14,00 a 15,99 LISTA 4:0 De 12,00 a 
13,99 LISTA 5:0 De 00,00 a 11,99”.Como nos podemos dar cuenta la lista cuatro de deficiente 
se encuentra dentro del rango de notas comprendidas de 12,00 a 13,99, por ende a fin de que la 
Policía Nacional tenga elementos policiales con aptitudes, destrezas y habilidades no solo 
físicas sino intelectuales se ha establecido esta disposición que hemos analizado a fin de que la 
misma Institución cuente con elementos de calidad y más no con un personal policial que se 
encuentran en la escala de deficiente. 
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2.1.8.1.5El personal policial entra a formar parte de la cuota de eliminación por estar 
ubicado en el 5% más bajo dentro de su promoción siempre y cuando haya cumplido 20 
años de servicio activo y efectivo 
 
En este caso el personal policial que entra a formar parte de la cuota de eliminación, 
como así lo señala el último numeral del artículo 95 que hemos analizado, son aquellos policías 
que han cumplido veinte años de servicio, se los incluye en la eliminación ya que se encuentran 
ubicados en el 5% más bajo de su promoción, es decir son aquellos policías que han ido 
ascendiendo al inmediato grado superior de una manera no regular en el sentido de alcanzar el 
puntaje mínimo de 14,00 equivalente a buena la misma que forma parte de la lista tres de 
calificación y clasificación; es así que para establecer esta nómina de los gendarmes se realiza el 
cálculo desde que se graduó de Policía hasta el grado con el que haya cumplido veinte años de 
servicio activo. 
 
Al incluir en este caso al personal policial en la cuota de eliminación, la misma Ley de 
Personal de la Policía Nacional, les faculta para que puedan retirarse con todos los derechos y 
beneficios que les corresponden ya que han cumplido los veinte años de servicio activo y 
efectivo, entre los principales beneficios se encuentran el derecho a la cesantía y el derecho a 
una pensión de retiro, así lo determinan los artículos 46 de la Ley de Cesantía de la Policía 
Nacional y 25 de la Ley de Seguridad Social de la Policía Nacional que textualmente prescriben 
lo siguiente: 
 
Art. 46.- “Gozarán del Seguro de Cesantías los oficiales, clases y policías, que pasen a la 
situación de retiro o dejen de pertenecer a la Policía Nacional y que hayan acreditado por lo 
menos 240 imposiciones mensuales al Servicio de Cesantía de la Policía Nacional, en 20 años 
de servicio activo y efectivo a la Institución Policial, ininterrumpidos y sin abonos. La fracción 
de mes será  imposición completa y no se contabilizará el período de formación en calidad de 
aspirante.” 
 
Art. 25.- “El asegurado que acredite veinte (20) años de servicio activo y efectivo en la 
Institución tendrá derecho a una pensión de retiro equivalente al setenta por ciento (70%) del 
sueldo imponible vigente a la fecha de la baja.” 
 
2.1.8.2  Análisis del artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional 
 
Para dar el análisis correspondiente a esta norma enfoquémonos en lo que prescribe la 
Ley de Personal de la Policía Nacional respecto a esta disposición: “Art. 81.- No podrá ascender 
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ni constar en listas de ascensos el personal en los siguientes casos: d) Haber sido sancionado 
mediante sentencia del Tribunal de Disciplina.” 
 
Este artículo con su respectivo numeral constituye uno de los principales requisitos o 
antecedentes para que el personal policial que se halle inmerso en él, forme parte directa de la 
cuota de eliminación policial, norma que a simple vista pareciera que estuviera acorde a las 
normas legales constitucionales, en aplicación directa del artículo 95 literal c) de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional el mismo que ya fue analizado anteriormente; pero si nos 
enfocamos en el sentido de que los Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional expiden 
sentencias al momento de sancionar las faltas disciplinarias que hayan incurrido los miembros 
policiales,nos queda la duda si ellos pueden o no expedir sentencias, pero para llegar a este 
punto empecemos a comprender en qué consisten los Tribunales de Disciplina de la Policía 
Nacional. 
 
2.1.8.3  Los Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional 
 
Estos Órganos disciplinarios tienen la finalidad de sancionar faltas disciplinarias de 
tercera clase cometidas por el personal policial comprendido desde el grado de Oficiales 
Generales, Superiores, Subalternos y de Tropa, con respecto a las faltas disciplinarias el artículo 
9 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional manifiesta lo siguiente: “Art. 9.- Falta 
disciplinaria es toda acción u omisión imputable, tipificada y sancionadaen este Reglamento, 
que no esté calificada como delito, cometida por un miembro dela Policía Nacional en servicio 
activo, en situación transitoria a disposición; incluyendoa los empleados civiles.” 
 
Dentro de las faltas disciplinarias de tercera clase en las que tiene competencia de 
sancionar los Tribunales de Disciplina las más comunes son la pérdida del arma, haber ingerido 
bebidas embriagantes o sustancias sicotrópicas durante el servicio, haber ingresado a las 
unidades policiales personas de cualquier sexo para cometer actos deshonestos y así entre otras 
dispuestas en el artículo 64 del Reglamento de Disciplina, los miembros policiales que incurran 
en este tipo de faltas atentatorias, serán sancionados con la destitución o baja de las filas 
policiales o con arrestos al interior del cuartel que duran de 30 a 60 días. 
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2.1.8.4 Los Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional, expiden sentencias o 
resoluciones administrativas 
 
Una vez explicado lo que son los Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional, 
empezaremos a desvirtuar si estos entes disciplinarios tienen la facultad de expedir sentencias, 
siendo así procederemos a realizar el correspondiente análisis. 
 
Comenzaremos manifestando que la Policía Nacional es una institución dependiente del 
Ministerio del Interior el mismo que forma parte de la Función Ejecutiva, por ende todos los 
actos que emanen los servidores públicos en este caso los miembros policiales que integran los 
Tribunales de Disciplina expiden actos administrativos no judiciales constantes en resoluciones 
administrativas ymás no sentencias judiciales ya que si fuera así, estos actos serían considerados 
judiciales o sea provenientes de la Función Judicial los mismos que no podrían ser impugnados 
mediante el recurso de la acción ordinaria de protección, pero esto en la práctica no ocurre ya 
que la Policía Nacional forma parte de la Función Ejecutiva mas no de la Función Judicial ya 
que la Constitución de la República en su artículo 178 textualmente prescribe: 
 
Art. 178.- “Los órganos jurisdiccionales, sin perjuicio de otros órganoscon iguales 
potestades reconocidos en la Constitución, son los encargados de administrar justicia, y serán 
los siguientes:1. La Corte Nacional de Justicia. 2. Las cortes provinciales de justicia. 3. Los 
tribunales y juzgados que establezca la ley. 4. Los juzgados de paz. El Consejo de la Judicatura 
es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la Función Judicial. La 
Función Judicial tendrá como órganos auxiliares el servicio notarial, los martilladores judiciales, 
los depositarios judiciales y los demás que determine la ley. La Defensoría Pública y la Fiscalía 
General del Estado son órganos autónomos de la Función Judicial. La ley determinará la 
organización, el ámbito de competencia, el funcionamiento de los órganos judiciales y todo lo 
necesario para la adecuada administración de justicia.” 
 
De la norma antes transcrita, la misma nos refleja cómo se encuentra constituida la 
Función Judicial y en ningún lado en esta disposición constitucional ubica a los Tribunales de 
Disciplina de la Policía Nacional como órganos jurisdiccionales peor aún como operadores de 
justicia. 
 
Los artículos 167 y 172 de la Ley Suprema del Estado, reafirman que la Función Judicial 
a través de los órganos jurisdiccionalespor intermedio de los Jueces Constitucionales, son las 
únicas personas que pueden administrar justicia consecuentemente son los facultados para 
expedir sentencias judiciales así lo señalan estas normas que literalmente disponen: 
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Art. 167.- “La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se  ejerce por los 
órganos de la Función Judicial y por los demás órganos y funciones establecidos en la 
Constitución.” 
 
Art. 172.- “Las juezas y jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. Las servidoras y servidores 
judiciales, que incluyen a juezas y jueces, y los otros operadores de justicia, aplicarán el 
principio de la debida diligencia en los procesos de administración de justicia (…)” 
 
El artículo 168 numeral 3 de la Carta Magna textualmente dice: “Art. 168.- La 
administración de justicia, en el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus 
atribuciones, aplicará los siguientes principios: 3. En virtud de la unidad jurisdiccional, ninguna 
autoridad de las demás funciones del Estado podrá desempeñar funciones de administración de 
justicia ordinaria, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la 
Constitución” 
 
Este principio que tiene carácter constitucional nos refleja que la Función Judicial es 
única y que frente a ella no puede existir órganos paralelos para su administración como ocurre 
con los Tribunales de Disciplina que según el artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de la 
Policía Nacional expiden sentencias. Esta norma también nos menciona que solamente los 
Jueces podrán administrar justicia por consiguiente esta tarea que es tan compleja y delicada 
solo es competencia de los Jueces mas no de otras autoridades o Funciones del Estado. 
 
Siguiendo por el mismo camino, confirmando en que los miembros que integran los 
Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional, al sancionar al personal policial que ha 
cometido faltas disciplinarias de tercera clase al dictaminar la sanción correspondiente, expiden 
actos administrativos que se reflejan en resoluciones administrativas y mas no en sentencias las 
cuales son decisiones jurisdiccionales, así lo demuestra el Código Orgánico de la Función 
Judicial en sus artículos 1 y 31 en concordancia con el artículo 269 del Código de 
Procedimiento Civil, que disponen lo siguiente: 
 
Art. 1.- “Función Judicial.-La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se 
ejerce por los órganos de la Función Judicial.” 
 
Art. 31.- “Principio de impugnabilidad en sede judicial de los actos administrativos.- Las 
resoluciones dictadas dentro de un procedimiento por otras  autoridades e instituciones del 
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Estado, distintas de las expedidas por quienes ejercen jurisdicción, en que se reconozcan, 
declaren, establezcan, restrinjan o supriman derechos, no son decisiones jurisdiccionales; 
constituyen actos de la Administración Pública o Tributaria, impugnables en sede 
jurisdiccional.” 
 
“Art. 269.- Sentencia es la decisión de la jueza o juez acerca del asunto y asuntos 
principales del juicio” 
 
Al respecto (Cabanellas, Diccionario Jurídico Elemental, 2014)nos da la definición de 
sentencia en el sentido de:  
 
Sentencia: Parecer o decisión de un jurisconsulto romano. La palabra sentencia procede del 
latín sintiendo, que equivale a sintiendo; por expresar lasentencia lo que siente u opina quien dicta. Por 
ella se entiende la decisión que legítimamente dicta el juez competente, juzgando de acuerdo con su 
opinión y según la ley o norma aplicable. 
 
De las definiciones antes señaladas, nos demuestran que los Jueces son los facultados 
para expedir sentencias y no los Tribunales de Disciplina ya que únicamente expiden actos 
administrativos constantes en resoluciones. 
 
Del análisis antes realizado se puede concluir manifestando que los respectivos Consejos 
de la Policía Nacional al expedir sus resoluciones en las que se incluye a los miembros 
policiales en las cuotas de eliminación, utilizan de una manera errada el término de lo que es 
sentencia, como ya hemos analizado los únicos competentes para administrar justicia y expedir 
sentencias son los Jueces Constitucionales por consiguiente se vulnera a la seguridad jurídica 
establecida en el artículo 82 de la Ley Suprema del Estado, en el sentido de que no se respeta a 
la madre de las Leyes ni a las normas establecidas en ella producto de esto es el irrespeto a la 
independencia de la Función Judicial ya que ella a través de los Jueces Constitucionales 
administran justicia y no como los Tribunales de Disciplina expiden sentencias como así lo 
dispone el artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional; y, producto de esto 
no podrá constar en las listas de ascenso consecuentemente entrará a formar parte de la cuota de 
eliminación, para luego estar en situación transitoria y luego ser dados de baja de las filas 
policiales.  
 
Para finalizar este análisis de forma positiva, el fenecido Tribunal Constitucional en su 
Resolución No. 0059-07-RA, en lo concerniente a que las decisiones de los Tribunales de 
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Disciplina de la Policía Nacional son solo actos administrativos y no sentencias judiciales 
textualmente manifiesta lo siguiente: 
 
QUINTA.- Por otro lado, es importante recordar que las decisiones adoptadas por los 
órganos disciplinarios de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas no constituyen 
resoluciones judiciales. Son simplemente actos administrativos y por lo tanto, plenamente 
susceptibles de ser impugnados mediante amparo constitucional. La Primera Sala del 
Tribunal Constitucional en sus resoluciones 0552-06-RA del 27 de junio del 2007, 0779-
06-RA del 27 de junio del 2007, 0963-06-RA del 18 de julio del 2007, 1299-06-RA del 12 
de septiembre del 2007, 0278-07-RA del 24 de octubre del 2007, ha sentado su criterio en 
cuanto a la calidad de “acto administrativo” que tiene las resoluciones dictadas por los 
Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional y de las Fuerzas Armadas, y en las mismas 
se determina claramente que, en ningún caso se puede considerar que este tipo de 
pronunciamiento tenga el carácter de resoluciones judiciales, siendo por lo tanto 
absolutamente susceptibles de ser impugnados vía acción de amparo. De lo 
precedentemente invocado fluye que los Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional no 
son órganos jurisdiccionales por lo tanto, los actos que dictan son estrictamente 
administrativos y nunca sentencias judiciales. 
 
2.1.9  Análisis de casos favorables de acción de protección por la directa aplicación 
de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional 
 
Dentro del presente subtema, nos enfocaremos directamente en la eficacia que tiene la 
acción de protección en las disposiciones contenidas en los artículos 95 literal c) y 81 literal d) 
de la Ley de Personal de la Policía Nacional que hace referencia a la cuota de eliminación 
policial, normas que ya fueron analizadas puntos atrás. Los casos que van a ser analizados nos 
proporcionarán una verdadera perspectiva de cómo la acción de protección opera sobre la cuota 
de eliminación policial declarando así la violación de derechos constitucionales, en especial la 
vulneración al debido proceso contenida en la disposición del artículo 76 numeral 7 literal i) de 
la Constitución de la República en el sentido de que nadie podrá ser juzgado más de dos veces 
por los mismos hechos, norma constitucional que fue estudiada anteriormente  en el presente 
trabajo investigativo.  
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2.1.9.1 Análisis de casos de acción de protección, propuestos por miembros policiales que 
han sido incluidos en la cuota de eliminación policial 
 
2.1.9.1.1  Causa No. 2010-0306: Sustanciada en el Juzgado Quinto de Trabajo de Pichincha. 
Accionante:Jorge Armando Simbaña López. 
 
Autoridad Pública Demandada: General de Distrito,Dr. Freddy Martínez Pico en su calidad 
de Comandante General y Representante Legal de la Institución Policial.  
 
Descripción de los hechos:El día 21 de noviembre del 2001, en la ciudad de Santo 
Domingo de los Colorados, se instaura un Tribunal de Disciplina, tendiente a sancionar 
presuntas faltas disciplinarias de tercera clase a varios miembros policiales entre los cuales 
consta el Policía Nacional Jorge Armando Simbaña López por haber adecuado su conducta en la 
disposición del numeral 23 del artículo 64 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional, 
concluyendo este acto administrativo con la sanción de 21 días de arresto disciplinario, castigo 
que fue consumado al interior del Comando del Servicio Rural Pichincha No.1 (Santo Domingo 
de los Colorados). 
 
Producto de esta sanción disciplinaria el accionante alega que es sancionado nuevamente 
por el H. Consejo de Clases y Policías de la Policía Nacional, de conformidad con las 
disposiciones de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional, expidiendo la Resolución reservada No. 2005-401-CCP-PN, con la cual se le incluyó 
al miembro policial en la cuota de eliminación para el año 2005, resolución que fue apelada ante 
los señores Miembros del H. Consejo Superior de la Policía Nacional, quienes expidieron la 
Resolución No. 2005-627-CS-PN, en la que resolvieron ratificar el contenido de la resolución 
No. 2005-401-CCP-PN.  
 
Una vez que el accionante formó parte de la cuota de eliminación, la Institución Policial 
con fecha 21 de enero del 2008, lo coloca en situación transitoria mediante Resolución No. 
2008-001-CG-T-PAL, para finalmente ser dado de baja de la Policía Nacional el día 21 de julio 
de 2008 mediante Resolución No. 2008-029-CG-B-ST-PAL, con estos antecedentes el 
accionante reitera que es sancionado más de dos veces por el mismo hecho, violando la 
disposición contenida en el artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución de la República. 
 
El acto u omisión que produjo la violación de un derecho constitucional: Es el 
constante en la Resolución No. 2005-627-CS-PN, la misma que ratifica a la Resolución No. 
2005-401-CCP-PN, resolución que incluye al accionante en la cuota de eliminación, por tener 
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como antecedente sanción del Tribunal de Disciplina, como así lo señala la disposiciones de los 
artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, por lo que 
solicita cesen los efectos de la resolución antes mencionada y de todo el procedimiento 
administrativo en el que se lo incluyó en la cuota de eliminación anual para el año 2005 y 
requerir que la ejecución de todas las medidas a fin de reparar los derechos violados. 
 
Derechos constitucionales violados invocados por el accionante: Artículos 11 numeral 
2 inciso segundo en lo concerniente al pasado judicial, Art. 33 el derecho al trabajo, Art. 76 
numeral 7 literal i) derecho a que nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa, 
Art. 82 derecho a la seguridad jurídica etc. 
 
Elementos Probatorios: El accionante en su demanda de acción de protección adjunta 
diferentes resoluciones expedidas por el Tribunal Constitucional, Corte Constitucional y 
sentencias emitidas por las diferentes Salas de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha en 
análogos casos, las mismas que deben ser valoradas por el Juez como prueba actuada. 
Asimismoadjunta copias certificadas de todas las resoluciones administrativas comprendidas 
desde la sanción del H. Tribunal de Disciplina hasta en la que se confirma la resolución en la 
que es incluido en la cuota de eliminación. 
 
Sustanciación del Proceso:  
 
- El día viernes 14 de mayo del 2010, es presentada la demanda de acción de protección 
en la oficina de sorteos y casilleros judiciales, recayendo la misma en el Juzgado Quinto 
de Trabajo de Pichincha con el número: 17355-2010-0306. 
- Con fecha 21 de mayo del 2010, el Juzgado Quinto de Trabajo de Pichincha avoca 
conocimiento de la presente causa, expidiendo el respectivo auto en el que admite a 
trámite la presente acción de protección, por reunir los requisitos legales y se señala 
para el día 2 de junio del 2010 a fin de que se lleve a efecto la audiencia pública 
prevista en el numeral 3 del artículo 86 de la Constitución de la República, 
consecuentemente son notificados con este auto las partes procesales. 
- Con fecha 01 de junio del 2010, la autoridad accionada presenta un escrito para que se 
señale nuevo día y hora para la audiencia pública. 
- El 16 de junio del 2010, se expide la correspondiente providencia en la que se fija para 
el día 25 de junio del año en curso la audiencia pública de la presente acción de 
protección. 
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Audiencia: Siendo el día y la hora fijada se lleva a efecto la audiencia pública, en la que 
comparece el accionante con su Abogado Defensor y la Autoridad Pública demandada a través 
de sus procuradores, en donde realizan sus exposiciones empezando por el accionante y de igual 
forma para la réplica comienza el actor, exposiciones que quedan grabadas en cintas 
magnetofónicas. 
 
El señor Juez dispone se agreguen al proceso los documentos que ha presentado la 
autoridad pública accionada. 
 
El señor Juez confiere el plazo de cinco días, para que los abogados de la parte accionada 
legitimen su intervención. 
 
Con fecha 06 de julio de 2010, las partes procesales presentan alegatos. 
 
Con fechas 29 de septiembre del 2010, 15 de febrero y 29 de marzo del 2011. Solicitan se 
expida la respectiva sentencia. 
 
Sentencia: Fue expedida el día jueves 21 de abril del 2011. 
 
Análisis de la sentencia de primera instancia, expedida por el señor Juez del Juzgado 
Quintode Trabajo de Pichincha 
 
Parte expositiva: En lo que concierne a este punto,el Juez realiza una exposición de los 
fundamentos de hecho y derecho constantes en la demanda de acción de protección presentada 
por el accionante. 
 
Parte Considerativa: En el primer considerando, el Juez señala que la presente acción de 
protección se le ha dado el trámite correspondiente como así lo señala el artículo 86 de la 
Constitución de la República en armonía con el artículo 39 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional.  
 
En el considerando segundo, se desprende que no se han omitido solemnidades que 
afecten los derechos de las partes procesales. 
 
En el considerando tercero, el Juez menciona sobre el objeto de la acción de protección 
que se encuentra establecido en el artículo 88 de la Carta Magna. 
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En el considerando cuarto consta que se ha llevado a efecto la audiencia pública, a la cual 
han acudido tanto la parte accionante como la autoridad pública accionada. 
 
En el considerando quinto el Juez se enfoca en el contenido de la demanda de acción de 
protección, en lo referente a que el accionante ha sido sancionado administrativamente por un 
Tribunal de Disciplina injustamente, pese haber cumplido el castigo de 21 días de arresto, por  
estos mismos hechos y por la misma causa es incluido en la cuota de eliminación, para luego ser 
dado de baja de la Institución Policial, vulnerando el derecho constitucional al debido proceso 
establecido en el artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución de la República en armonía 
con el artículo 25 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional, además  advierte que no 
se ha tomado en cuenta los méritos que registra en su hoja de vida profesional como tampoco su 
buena conducta.  
 
En el considerando sexto el Juez afirma que existen violaciones de derechos y de 
garantías constitucionales por parte de la Institución Policial, por ende la vía adecuada y eficaz 
es por medio de la presente acción de protección de conformidad con el artículo 173 de la Ley 
Suprema del Estado. 
 
En el considerando séptimo hace referencia a las resoluciones expedidas por los Consejos 
de la Policía Nacional, el Juez determina que no se ha establecido un procedimiento adecuado es 
decir no hay una debida motivación en el contenido de esas resoluciones por ende se ha 
vulnerado el numeral 7 literal l) del artículo 76 de la Constitución de la República. 
 
En el considerando octavo, el señor Juez de una manera muy sabia invoca los artículo 424 
y 84 de la Carta Magna que hacen alusión de que todas las normas, leyes, actos que provienen 
de una autoridad pública, deben guardar una armonía con los derechos establecidos en la Ley 
Madre a más de que ella es la Ley suprema del Estado, caso contrario si esto no llega a ocurrir 
seproduciría un atentado en contra de los derechos constitucionales, por ende estas normas 
carecerán de validez jurídica, por consiguiente determina que la Policía Nacional no debe 
vulnerar derechos constitucionales de los miembros policiales que integran esta noble 
Institución. 
 
En el considerando noveno el Juez determina que la Institución Policial a más de no 
demostrar con claridad el procedimiento en el que se incluye al accionante en la cuota de 
eliminación, le ha perjudicado la vida profesional del ex policía, vulnerando flagrantemente el 
derecho al trabajo dándole de baja de la filas policiales, producto de haber sido sancionado más 
de dos veces por un mismo hecho. 
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En el considerando décimo de esta sentencia de acción de protección, el Juez afirma que 
la resolución administrativa No. 2005-401-CCP-PN, expedida por el H. Consejo de Clases y 
Policías de la Policía Nacional en la que se incluye al accionante en la cuota de eliminación, la 
adecua como una sanción más al compareciente, enmarcándose bajo la disposición del artículo 
25 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional en el sentido de que una misma falta no 
puede ser reprimida por dos superiores a la vez, por lo que en este acto administrativo la 
Institución Policial ha vulnerado garantías constitucionales establecidas en el artículo 76 
numeral 7 literal i) de la Constitución de la República, refiriéndose a que nadie podrá ser 
juzgado más de dos veces por la misma causa y materia, y a más de esto se confirma de que el 
acto administrativo de la cuota de eliminación carece de validez jurídica y pierde importancia 
ante la jerarquía de las normas constitucionales por no guardar conformidad con los derechos 
reconocidos en la Ley Suprema del Estado. 
 
Parte Resolutiva:El señor Juez acepta la acción de protección propuesta por el 
accionante. 
 
Parte dispositiva: Se dispone dejar sin efecto las resoluciones Nros. 2005-627-CS-PN, 
expedida por el H. Consejo Superior de la Policía Nacional, la misma que confirma la 
resolución No.2005-401-CCP-PN, en consecuencia se declara inconstitucional y, se deja sin 
efecto dichas resoluciones y de todo el proceso administrativo en el que se incluye al accionante 
en la cuota de eliminación anual del año 2005. 
 
Se dispone que en el término de 72 horas se dé la ejecución y cumplimiento inmediato de 
la presente sentencia y, se proceda a volver al accionante a las filas policiales.  
 
Apelación:La autoridad pública accionada con fecha 25 de abril del 2011, apela a la 
sentencia expedida por el señor Juez del Juzgado Quinto de Trabajo de Pichincha, de 
conformidad con las disposiciones del artículo 86 numeral 3 inciso segundo de la Constitución 
de la República y artículo 24 de la ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional. 
 
Con fecha 29 de abril del 2011, se concede el recurso de apelación a la parte accionada 
por haber sido interpuesto dentro del término legal,por lo que se dispone que todo el proceso 
suba a la Corte Provincial a fin de que una de las Salas avoquen conocimiento de la presente 
causa. 
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Sustanciación del proceso en segunda instancia: 
 
- Con fecha 03 de junio del 2011, avoca conocimiento de la presente causa la Corte 
Provincial de Justicia de Pichincha, Segunda Sala de Garantías Penales, asignándole 
con el número 2011-0225. 
- El 28 de septiembre del 2011, el accionante presenta un alegato a fin de que los señores 
Jueces confirmen la sentencia de primera instancia y rechacen el recurso de apelación 
interpuesto por la parte accionada.  
 
Sentencia: El fallo fue expedido el día 23 de julio del 2012, Juez Ponente Dra. Mara Iris 
Valdiviezo 
 
Análisis de la sentencia de segunda instancia expedida por los señores Jueces de la 
Corte Provincial de Justicia de Pichincha, Segunda Sala de Garantías Penales 
 
Parte expositiva: Los señores Jueces constatan de que el Juez de primer nivel ha 
concedido la acción de protección al accionante, por consiguiente el legitimado pasivo ha 
interpuesto recurso de apelación a dicha sentencia por lo que es procedente resolver el 
mencionado recurso.  
 
Parte Considerativa: En el primer considerando la Sala confirma que son competentes 
para resolver el recurso interpuesto de acuerdo a lo prescrito en los artículos 6, 8 y 24 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.  
 
En el considerando segundo, se desprende que no se han omitido solemnidades que 
afecten los derechos de las partes procesales.  
 
En el considerando tercero, se realiza un resumen del contenido de la demanda de acción 
de protección presentada por el accionante Jorge Armando Simbaña López. 
 
En el considerando cuarto, se desprenden las alegaciones de la autoridad accionada 
constantes en el recurso de apelación en la que dicen que la sentencia expedida por el señor Juez 
del Juzgado Quinto de Trabajo afecta a los intereses de la Institución Policial.  
 
Con respecto al considerando quinto que en si constituye la esencia del presente fallo, se 
determina el objeto de la acción de protección establecido en el artículo 88 de la Carta Magna, 
de igual forma se colige que la presente acción esta interpuesta de manera correcta porque el 
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acto administrativo que produce la vulneración de derechos constitucionales provienen de una 
autoridad pública no judicial como es la Policía Nacional. Se perfilan en invocar las 
disposiciones de los artículo 1, 11 numeral 9 de la Ley Suprema del Estado; como también de 
manera contundente los señores Jueces también confirman que la Institución Policial de una 
manera extrema ha abusado de sus facultades, ya que el accionante al pagar con 21 días de 
arresto la falta disciplinaria establecidas por el Tribunal de Disciplina, no era procedente que lo 
incluyan en la cuota de eliminación en base de la resolución No. 2005-401-CCP-PN, que es 
confirmada por la resolución No. 2005-607-CS-PN, producto de este acto administrativo, la 
Sala evidencia una doble sanción por consiguiente consideran que se ha vulnerado el debido 
proceso constante en la garantía del artículo 76 numeral 7 literal i) de la Carta Magna en el 
sentido de que nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. 
 
Al ser sancionado el accionante más de una vez por la misma causa y materia, se vulnera 
también el derecho al trabajo establecido en el artículo 33 de la Carta Magna, afectando no solo 
al accionante sino a su familia, ya que deja de percibir el sustento económico para satisfacer 
toda necesidad. 
 
La Sala también ha valorado de una forma positiva la jurisprudencia adjuntada como 
elementos probatorios por el accionante, las mismas que fueron reproducidas en la audiencia 
pública de primera instancia, en las que constan diferentes resoluciones del fenecido Tribunal 
Constitucional en análogos casos. 
 
 Parte resolutiva: Los señores Jueces confirman en todas sus partes la sentencia de 
primera instancia y, desecha el recurso de apelación presentada por la parte accionada.  
 
2.1.9.1.2Causa No. 2010-817: sustanciada en el Juzgado Décimo Segundo de la Niñez y 
Adolescencia de Pichincha. 
 
Accionante:Henry Fabián Rojas González. 
 
Autoridad Pública Demandada: General de Distrito,Dr. Freddy Martínez Pico en su 
calidad de Comandante General de la Policía Nacional y General del Distrito, Ing. Florencio 
Ruiz Prado en su calidad de Presiente del H. Consejo Superior de la Policía Nacional.  
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Descripción de los hechos: 
 
- Con fecha 9 de abril del 2007 el Policía Nacional Henry Fabián Rojas González, es 
sancionado administrativamente por un Tribunal de Disciplina de la Policía Nacional, 
recibiendo la sanción de treinta días de arresto disciplinario por presuntamente haber 
adecuado su conducta en las disposiciones contenidas en el Reglamento de Disciplina 
de la Policía Nacional. Sanción que es cumplida a cabalidad por el accionante. 
- El 18 de febrero del 2008, el H. Consejo de Clases y Policías mediante Resolución Nro. 
2008-115-CCP-PN, le niega la calificación para el curso de ascenso al inmediato grado 
superior, por registrar en su hoja de vida profesional, sanción del Tribunal de 
Disciplina. 
- El 03 de julio de 2008, el H. Consejo de Clases y Policías, mediante Resolución No. 
2008-698-CCP-PN, le niega la calificación para el ascenso al inmediato grado superior 
por haber sido sancionado por un Tribunal de Disciplina. 
- Con fecha 15 de abril del 2009, el accionante es notificado con la Resolución No. 2009-
0397-CCP-PN, en la que se le incluye en la lista de eliminación anual para el año 2009, 
resolución que fue apelada ante el H. Consejo Superior de la Policía Nacional. 
- El 05 de enero del 2010, el H. Consejo Superior de la Policía Nacional, emite la 
Resolución No. 2010-003-CS-PN, la misma que confirma en sí todo el contenido de la 
Resolución No. 2009-0397-CCP-PN en la cual se incluyó al accionante en la lista de 
eliminación para el año 2009. 
 
El acto u omisión que produjo la violación de un derecho constitucional: Es el 
constante en la Resolución No. 2010-003-CS-PN, la misma que ratifica a la Resolución No. 
2009-0397-CCP-PN, resolución que incluye al accionante en la cuota de eliminación, por tener 
como antecedente sanción del Tribunal de Disciplina como así lo señala la disposiciones de los 
artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, por lo que 
solicita cesen los efectos de la resolución antes mencionada y de todo el procedimiento 
administrativo en el que se lo incluyó en la cuota de eliminación anual para el año 2009. 
 
Derechos constitucionales violados invocados por el accionante:Artículos 33, 76 
numerales 1, 4, 6 y 7 literales c) e i), 325, 326 y 424 de la Constitución de la República. 
 
Elementos Probatorios: El accionante en su demanda de acción de protección adjunta 
como pruebas diferentes resoluciones expedidas por el fenecido Tribunal Constitucional, Corte 
Constitucional y sentencias emitidas por las diferentes Salas de la Corte Provincial de Justicia 
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de Pichincha en análogos casos, de la misma manera adjunta copias certificadas del expediente 
administrativo que lo incluyó en la cuota de eliminación.  
 
Sustanciación del Proceso:  
 
- El día miércoles 14 de julio del 2010, es presentada la demanda de acción de protección 
en la oficina de sorteos y casilleros judiciales, recayendo la misma en el Juzgado 
Décimo Segundo de la Niñez y Adolescencia de Pichincha signada con el número: 
17962-2010-0817. 
- Con fecha 22 de julio del 2010, las 15h21, el Juzgado Décimo Segundo de la Niñez y 
Adolescencia de Pichincha, avoca conocimiento de la presente causa expidiendo el 
respectivo auto en el que admite a trámite la presente acción de protección por reunir 
los requisitos legales y, se señala para el día jueves 29 de julio del presente año a fin de 
que se lleve a efecto la audiencia pública prevista en el numeral 3 del artículo 86 de la 
Constitución de la República. 
 
Audiencia: Siendo el día y la hora fijada se lleva a efecto la audiencia pública, en la que 
comparece el accionante con su Abogado Defensor, la Autoridad Pública demandada a través de 
sus procuradores en donde la Jueza les concede el término de 72 horas para legitimar su debida 
intervención.  
 
Dentro de la audiencia el accionante a través de su Abogado Defensor, manifiesta que la 
autoridad pública accionada no ha podido desvirtuar el contenido de la demanda de acción de 
protección, así mismo señala que la presente acción reúne los presupuestosdel artículo 88 de la 
Carta Magna, por cuanto en el acto administrativo impugnado consta las violaciones a los 
derechos constitucionales del artículo 11 numeral 2 inciso segundo, 33, 76 numerales 1, 7, 
literal i), 82, 325, 326 y 424 de la Ley Suprema del Estado y también menciona que ha sido 
sancionado más de dos veces por los mismos hechos pese haber purgado el castigo interpuesto 
por los Miembros del H. Tribunal de Disciplina,  aporta como pruebas sentencias expedidas por 
el fenecido Tribunal Constitucional que hacen mención al amparo constitucional y solicita a la 
señora Jueza que en sentencia se acepte la acción de protección y disponga que cesen los efectos 
de la resolución No. 2010-003-CS-PN, la misma que confirma a la resolución No. 2009-0397-
CCP-PN en la que se le incluyó al accionante  en la cuota de eliminación para el año 2009.  
 
Por otra parte la autoridad pública demandada en su exposición, menciona que la presente 
demanda de acción de protección no reúnen los requisitos establecidos en el artículo 40 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que los actos 
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administrativos en donde dice que ha existido violación a derechos constitucionales no 
constituyen violación alguna sino son simplemente actos administrativos de cumplimiento de 
ley, son efectos jurídicos producidos por haber cometido infracciones administrativas 
contempladas en leyes policiales. 
 
Sentencia: Fue expedida el día miércoles 4 de agosto del 2010, las 11h01. 
 
Análisis de la sentencia de primera instancia expedida por la señora Jueza del 
Juzgado Décimo Segundo de la Niñez y Adolescencia de Pichincha 
 
Parte expositiva: En lo que concierne a este punto,la Jueza ha transcrito la exposición 
del Abogado defensor del accionante la misma que fue celebrada en la audiencia pública del 29 
de julio del 2010. 
 
Parte Considerativa: En el primer considerando, la Jueza afirma que es competente para 
conocer y resolver la presente acción de protección de conformidad con lo que dispone el 
artículo 86 numeral 2 de la Constitución de la República en armonía con la disposición del 
artículo 7 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
En el considerando segundo se declara la validez procesal, ya que no se ha omitido 
solemnidad alguna a la presente acción por ende se le ha dado el trámite correspondiente de 
conformidad con el artículo 86 de la Carta Magna. 
 
En el considerando tercero la Jueza señala el objeto de la acción de protección. 
 
En el cuarto considerando la señora Jueza invoca la disposición del artículo 160 de la 
Constitución de la República, en el sentido de que la Policía Nacional está sujeta por sus propias 
leyes las cuales regulan los derechos y ascensos de los miembros policiales. 
 
En el considerando quinto, la Jueza ha analizado los documentos que se han adjuntado a 
la acción de protección como son las Resoluciones administrativas en las que consta la 
resolución en la que se incluye al accionante en la cuota de eliminación. 
 
En el considerando sexto se hace alusión al debido proceso en la disposición contenida en 
el artículo 76 numeral 7 literal i), manifestando que el miembro policial no ha sido sancionado 
más de una vez por los mimos hechos como lo afirma el accionante, sino que es únicamente la 
consecuencia de la aplicación del artículo 95 literal c) de la Ley de Personal de la Policía 
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Nacional, ya que la única sanción que ha recibido el compareciente es la del Tribunal de 
Disciplina, consecuentemente no existe violación alguna al debido proceso. 
 
En el considerando séptimo, la Jueza reafirma que los actos administrativos provenientes 
de una autoridad pública gozan de legitimidad como así lo señala el artículo 238 de la Ley 
Suprema del Estado, por ende las resoluciones de la cuota de eliminación son legales. 
 
En el considerando octavo, señala los requisitos que debe cumplir la acción de protección 
para que la misma sea procedente. 
 
En el considerando noveno la señora Jueza alude que la acción de protección presentada 
por el accionante Henry Fabián Rojas González, se encuentra inmersa en la disposición del 
artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional es decir 
es improcedente. 
 
En el considerando décimo del fallo, la Administradora de Justicia insinúa que los actos 
administrativos de una autoridad pública no judicial deben ser impugnadas por la vía 
Contenciosa Administrativa y más no por la presente acción de protección. 
 
Parte Resolutiva:La señora Jueza recha la acción de protección propuesta por el 
accionante por improcedente. 
 
Dentro de este fallo de primera instancia, la señora Jueza no valoró ni observó las pruebas 
que fueron presentadas y reproducidas en la Audiencia Pública como son las sentencias 
expedidas por las diferentes Salas del fenecido Tribunal Constitucional, Corte Constitucional y 
por la Corte Provincial de Justicia de Pichincha en análogos casos, no se tomó en cuenta las 
resoluciones adjuntas a la demanda en las que constan la no calificación al curso de ascenso la 
no calificación al ascenso, únicamente se basó en la sanción impuesta por el Tribunal de 
Disciplina como tampoco tomó en cuenta la supremacía de la Constitución de la República 
constante en el artículo 424, peor aún inobservó el derecho al trabajo ya que el accionante por 
constar en la cuota de eliminación es dado de baja de la Institución Policial. 
 
Apelación: Dentro del término legal que concede el artículo 24 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en armonía con el artículo 86 numeral 3 de 
la Constitución de la República, el accionante con fecha 06 de agosto del 2010 apela la 
sentencia de primera instancia para ante el Superior.  
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Con fecha 11 de agosto del 2010 la señora Jueza del Juzgado Décimo Segundo de la 
Niñez y Adolescencia de Pichincha concede el recurso de apelación al accionante por haber sido 
interpuesto dentro del término legal, por lo que todo el proceso sube al Superior o sea a la Corte 
Provincial de Justicia de Pichincha. 
 
Sustanciación del proceso en segunda instancia: 
- Con fecha 16 de septiembre del 2010, avoca conocimiento de la presente causa la Corte 
Provincial de Justicia de Pichincha, Segunda Sala de lo Civil, Mercantil, Inquilinato y 
Materias residuales asignándole con el número 2010-0756. 
- El 04 de octubre del 2010, el accionante presenta un alegato a fin de que los señores 
Jueces le concedan la acción de protección.  
- El 16 de noviembre del 2010, se notifica a las partes procesales con la providencia de 
autos para resolver la presente acción de protección. 
 
Sentencia: El fallo fue expedido el día viernes 07 de enero del 2011, Juez Ponente Dr. 
Jorge Mazón Jaramillo. 
 
Análisis de la sentencia de segunda instancia expedida por los señores Jueces de la Corte 
Provincial de Justicia de Pichincha, Segunda Sala de lo Civil, Mercantil, Inquilinato y 
Materias Residuales 
 
Parte expositiva: Los señores Jueces avocan conocimiento de la presente causa de 
conformidad con la disposición del artículo 86 numeral 3 de la Constitución de la República. 
 
Parte Considerativa: En el primer considerando los Jueces realizan una especie de 
resumen del contenido de la demanda de acción de protección enfocándose desde la sanción 
impuesta por el Tribunal de Disciplina como también de las resoluciones administrativas en la 
que no le calificaron apto para el curso ni para el ascenso para finalizar en la resolución No. 
2010-003-CS-PN, la cual confirma a la resolución No. 2009-0397-CCP-PN, en la cual se 
incluyó en la cuota de eliminación al accionante. 
 
En lo concerniente al considerando segundo, se puede evidenciar que los señores Jueces 
de esta Sala han observado y analizado las pruebas aportadas por el accionante, como son las 
sentencias expedidas por las diferentes Salas de la Corte Provincial, las Resoluciones del 
fenecido Tribunal Constitucional, en especial la resolución No. 1498-08-RA expedida por la 
Segunda Sala de la Corte Constitucional en análogos casos, las mismas que sustentan la 
pretensión expuesta en la demanda. 
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En el tercer considerando se dirigen a establecer el objeto de la acción de protección que 
como ya sabemos tiene la finalidad de proteger y amparar los derechos constitucionales que han 
sido vulnerados por una autoridad pública no judicial. 
 
En el considerando cuarto se analiza las diferentes resoluciones administrativas expedidas 
por los Consejos Superior y de Clases y Policías de la Policía Nacional que llevaron a incluir al 
accionante a la cuota de eliminación, en la que los señores Jueces evalúan estos documentos a 
fin de expedir la respectiva sentencia de una forma debidamente motivada. 
 
Con respecto al considerando quinto los señores Jueces a la presente acción de protección 
la relacionan con la resolución expedida por la Segunda Sala de la Corte Constitucional dentro 
de la causa No. 1498-08-RA, la misma que fue adjuntada al proceso por el accionante, la cual en 
su parte principal se concentran en que los miembros policiales que han sido sancionados por un 
Tribunal de Disciplina al ser calificados no idóneos para el ascenso y al ser colocados en la 
cuota de eliminación de conformidad con las disposiciones de los artículos 95 literal c) y 81 
literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, se observa el doble juzgamiento hecho 
que contraviene el debido proceso contenido en la garantía del artículo 76 numeral 7 literal i) de 
la Constitución de la República. Por consiguiente los señores Jueces consideran que el 
accionante Henry Fabián Rojas González al momento de ser sancionado por el Tribunal de 
Disciplina y por ese antecedente constate en su hoja de vida profesional ha sido incluido en la 
cuota de eliminación, la Sala evidencia el doble juzgamiento por la misma causa ya que el 
accionante ha sido juzgado más de una vez por lo que se determina la vulneración al debido 
proceso contenida en la garantía constitucional antes citada  
 
Parte resolutiva: Los señores Jueces acogiendo en todas sus partes el recurso de 
apelación interpuesto por el accionante revoca la sentencia de primera instancia y admiten la 
acción de protección. 
 
Parte dispositiva: Se dispone dejar sin efecto la resolución No. 2010-003-CS-PN, 
expedida por el H. Consejo Superior, la misma que confirma la resolución No.2009-0397-CCP-
PN, expedida por el H. Consejo de Clases de la Policía Nacional, mediante la cual se incluye al 
accionante en la cuota de eliminación policial. 
 
Se dispone a la Policía Nacional tome las medidas pertinentes a fin de reparar los 
derechos violados constantes en los actos administrativos de la cuota de eliminación policial. 
En definitiva en la presente sentencia de segunda instancia los señores Jueces han valorado en si 
las pruebas aportadas como son las resoluciones de la Corte Constitucional de la misma manera 
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han observado el expediente administrativo de la cuota de eliminación teniendo como resultado 
la declaración de la violación de un derecho constitucional de rango superior como lo es el 
debido proceso establecida en la garantía del artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución 
de la República. 
 
Acción Extraordinaria de Protección: Con fecha 24 de enero del 2011 es presentada 
esta acción por parte de la Institución Policial, a través del Coronel de E.M. Pedro Marcelo 
Carrillo Ruiz en su calidad de Director Nacional de Asesoría Jurídica de la Policía Nacional 
para ante los señores Jueces de la Corte Constitucional. 
 
El 26 de mayo del 2011 la Corte Constitucional a través de la Sala de Admisión avoca 
conocimiento de la acción extraordinaria de protección signada con el número 0194-11-EP.  
El 29 de noviembre del 2011 la Sala de Admisión de la Corte Constitucional expide el 
correspondiente auto en el que inadmite a trámite la acción extraordinaria de protección por no 
reunir los requisitos del artículo 61 y 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional.   
 
Con fecha 06 de marzo de 2012 todo el proceso de la acción de protección se devuelve al 
Juzgado de origen para los fines legales pertinentes. 
 
2.1.9.1.3  Causa No. 2009-0156: Sustanciada en el Juzgado Quinto de Tránsito de Pichincha. 
 
Accionante:Diego Fernando Rojas Chamba. 
 
Autoridad Pública Demandada: General Inspector,Lic. Jaime Aquilino Hurtado Vaca, 
en su calidad de Comandante General y Representante Legal de la Institución Policial de 
conformidad con el artículo 18 literal g) de la Ley Orgánica de la Policía Nacional y, el señor 
General de Distrito Dr. Ángel Rafael García Arguello, en su calidad de Presidente del H. 
Consejo Superior de la Policía Nacional.  
 
Descripción de los hechos:El accionante describe que en su Hoja de Vida profesional, en 
el acápite deméritos consta la razón de que con fecha 23 de noviembre del 2005 se constituye en 
Tribunal de Disciplina para sancionar presuntas faltas disciplinarias atribuidas al compareciente, 
acto administrativo que concluyó con la sanción de 60 días de arresto disciplinario, producto de 
esta sanción el H. Consejo de Clases y Policías de la Policía Nacional expide las siguientes 
resoluciones administrativas en contra del compareciente: 
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Con fecha 13 de julio del año 2007 emite la Resolución No. 2007-692-CCP-PN, en la que 
se le califica no idóneo para el ascenso. 
 
Con fecha 15 de abril del 2008, se expide la Resolución No. 2008-0331-CCP-PN, en 
donde se incluye al accionante en la cuota de eliminación anual para el año 2008, al ser incluido 
en esta lista el actor presenta el recurso de apelación para ante los señores miembros del H. 
Consejo Superior de la Policía Nacional, quienes emiten la Resolución No. 2008-460-CS-PN en 
la que  ratifican en tu su contenido la resolución expedida por el Consejo de Clases, aduciendo 
de que el Policía Nacional Diego Fernando Rojas Chamba se encuentra en la cuota de 
eliminación por registrar en su tarjeta de vida profesional sentencia del Tribunal de Disciplina y 
por ende no puede ser calificado idóneo para el ascenso como así lo disponen los artículos 81 
literal d) y 95 literal c) de la Ley de Personal de la Policía Nacional. 
 
El accionante alude que por producto de la sanción de 60 días impuesta por el Tribunal de 
Disciplina, no era procedente de que se lo incluya en la cuota de eliminación ya que cumplió 
con su castigo y además señala que se encuentra dentro de los parámetros de la resolución No. 
2001-527-CCP-PN, expedida por el Consejo de Clases de la Policía Nacional publicada en la 
Orden General para el día jueves 26 de julio de 2001, ya que tiene una calificación de 18/20 
sobresaliente, por ende tenía que ser calificado idóneo para el ascenso al inmediato grado 
superior. Por los mismos hechos constantes en la sanción del Tribunal de Disciplina señala que 
se le ha sancionado más de dos veces por un mismo hecho ya que no fue calificado idóneo para 
el ascenso y por lo mismo se lo incluyó en la cuota de eliminación, por  lo que contraviene a la 
violación flagrante de la disposición contenida en el artículo 76 numeral 7 literal i) de la 
Constitución de la República. 
 
El acto u omisión que produjo la violación de un derecho constitucional: Es el 
constante en la Resolución No. 2008-460-CS-PN, por tener como antecedente sanción del 
Tribunal de Disciplina como así lo señala la disposiciones de los artículos 95 literal c) y 81 
literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, por lo que solicita cesen los efectos de la 
resolución antes mencionada y requerir la ejecución de todas las medidas pertinentes a fin de 
reparar los derechos violados. 
 
Derechos constitucionales violados invocados por el accionante:Artículos 33, 76 
numerales 1, 4, 6 y 7 literales c) e i), 325, 326 y 424 de la Constitución de la República. 
 
Elementos Probatorios: El accionante en su demanda de acción de protección adjunta 
diferentes resoluciones expedidas por el fenecido Tribunal Constitucional y sentencias emitidas 
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por las diferentes Juzgados de la Provincia de Pichincha en análogos casos, las mismas que 
deben ser valoradas por el Juez como prueba actuada. Asimismo adjunta copias certificadas de 
la resolución administrativa en la que se le incluye en la cuota de eliminación anual y de su hoja 
de vida profesional en la que consta que fue sancionado por un Tribunal de Disciplina. 
 
Sustanciación del Proceso: El día 08 de abril del 2009, avoca conocimiento de la 
presente causa el Juzgado Quinto de Tránsito de Pichincha expidiendo el respectivo auto en el 
que admite a trámite la presente acción de protección por reunir los requisitos legales y de 
conformidad con el artículo 86 numeral 3 de la Constitución de la República se señala para el 
día 16 de abril del 2009 la respectiva audiencia pública, hecho que sea se notifica a las partes 
procesales. 
 
Audiencia: Siendo el día y la hora fijada se lleva a efecto la audiencia pública en la que 
comparece el accionante con su Abogado Defensor, la Autoridad Pública demandada a través de 
sus procuradores, las exposiciones al igual que las réplicas quedan grabadas en cintas 
magnetofónicas, la señora Jueza les concede el término de 72 horas para que legitimen su 
intervención. 
 
Las partes procesales presentan sus legitimaciones en las que constan también sus 
exposiciones por escrito. El 20 de abril del 2009. 
 
El Juzgado Quinto de Tránsito de Pichincha, legitima las intervenciones de las partes 
procesales. El 28 de abril del 2009.  
 
Sentencia: Fue expedida el 18 de junio del 2009. 
 
Análisis de la sentencia de primera instancia expedida por la señora Jueza del 
Juzgado Quintode Tránsito de Pichincha 
 
Parte expositiva: En lo que concierne a este punto, la señora Jueza transcribe la 
exposición del abogado defensor del accionante en la que consta un resumen del contenido de la 
demanda de acción de protección, así mismo agrega las intervenciones que han realizado los 
Abogados defensores de las partes procesales dentro de la audiencia pública.  
 
Parte Considerativa: En el primer considerando la señora Jueza señala que la presente 
acción de protección se le ha dado el trámite correspondiente como así lo determina el artículo 
86 de la Constitución de la República.   
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En el considerando segundo, se desprende que no se han omitido solemnidades que 
afecten los derechos de las partes procesales.  
 
En el considerando tercero, el Juez determina que el acto que se impugna proviene de una 
autoridad pública no judicial como es la Institución Policial, de esta manera cumple el 
presupuesto constitucional establecido en el artículo 88 de la Carta Magna. 
 
En el considerando cuarto y último de la sentencia dentro de la presente acción de 
protección, se determina que la Institución Policial, a través de los respectivos Consejos de la 
Policía Nacional, en las que expiden las resoluciones que incluye al accionante en la cuota de 
eliminación, se desprende que existe la violación flagrante a las garantías constitucionales 
establecidas en la actual Constitución de la República artículo 76 numeral 7 literal i) ya que el 
actor de la demanda al ser ya sancionado por un Tribunal de Disciplina no era procedente que se 
lo incluya en la cuota de eliminación ya que vulnera el derecho constitucional antes señalado el 
mismo que tiene armonía con la norma del artículo 25 del Reglamento de Disciplina de la 
Policía Nacional en el contexto de que un miembro policial al cometer una falta disciplinaria no 
podrá ser sancionado por sanciones superiores, consecuentemente al incluirlo en la cuota de 
eliminación la señora Jueza señala que el accionante ha sido juzgado más de una vez por los 
mismos hechos. 
 
También afirma que los actos emanados por la autoridad accionada, pierden valor por no 
guardad conformidad con los derechos reconocidos en la Carta Magna, como así lo disponen los 
artículo 424, 425 y 427 de la Constitución de la República. 
 
Parte Resolutiva:La señora Jueza acepta la acción de protección propuesta por el 
accionante. 
 
Parte dispositiva: Se declara inconstitucional y se deja sin efecto la Resolución No. 
2008-460-CS-PN, expedida por el H. Consejo Superior de la Policía Nacional y de todo el 
procedimiento administrativo en la que se incluye a Diego Fernando Rojas Chamba en la cuota 
de eliminación. 
 
Apelación:El 22 de junio del 2009, la autoridad pública accionada apela a la sentencia 
favorable de acción de protección. 
 
Con fecha 04 de abril del 2011, se concede el recurso de apelación a la parte accionada 
por haber sido interpuesto dentro del término legal, por lo que se dispone que todo el proceso 
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suba al Superior es decir para que una de las Salas de la Corte Provincial de Justicia de 
Pichincha, avoquen conocimiento de la presente causa, esta recurso de apelación se demoró ya 
que la presente acción de protección fue sustanciada con las Reglas de Procedimiento expedidas 
por la Corte Constitucional, publicada en el R. O. No. 13 de noviembre del 2008. 
 
Sustanciación del proceso en segunda instancia: 
 
- Con fecha 25 de abril del 2011, avoca conocimiento de la presente causa la Corte 
Provincial de Justicia de Pichincha, Segunda Sala de Garantías Penales, asignándole 
con el número 2011-0154, de igual forma se corre traslado al accionante para que se 
pronuncie sobre los fundamentos de apelación presentada por la parte accionada.  
- El 28 de abril del 2011, el actor presenta un alegato a fin de que los señores Jueces 
confirmen la sentencia de primera instancia y rechacen el recurso de apelación 
interpuesto por la parte accionada.  
- Con fecha 05 de mayo del 2011, el accionante solicita audiencia en estrados. 
- El 11 de mayo del 2011, la Segunda Sala Penal de Garantías Penales de la Corte 
Provincial de Justicia, señala para el día 07 de junio, a fin de que se lleve a efecto la 
audiencia en estrados, la misma que no se lleva a efecto ya que el accionante desiste de 
la misma. 
- El 21 de junio del 2011, se expide la respectiva providencia señalando autos para 
resolver el recurso de apelación.  
 
Sentencia:La misma fue expedida el 20 de septiembre del 2012. Juez ponente Dr. Jaime 
Santos Basantes. 
 
Análisis de la sentencia de segunda instancia expedida por los señores Jueces de la 
Corte Provincial de Justicia de Pichincha, Segunda Sala de Garantías Penales 
 
Parte expositiva: Los señores Jueces constatan de que el Juez de primer nivel ha 
concedido la acción de protección al accionante, por consiguiente el legitimado pasivo ha 
interpuesto recurso de apelación a dicha sentencia por lo que es procedente resolver el 
mencionado recurso.  
 
Parte Considerativa: En el primer considerando la Sala confirma que son competentes 
para resolver el recurso interpuesto de acuerdo a lo prescrito en el artículo 86 numeral 3 inciso 
segundo de la Constitución de la República y artículos 6, 8 y 24 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.   
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En el considerando segundo, se desprende que no se han omitido solemnidades que 
afecten los derechos de las partes procesales, por consiguiente se ha respetado el debido 
proceso. 
 
En el considerando tercero, se realiza un resumen del contenido de la demanda de acción 
de protección presentada por el accionante Diego Fernando Rojas Chamba. 
 
En el considerando cuarto se desglosan las alegaciones de la autoridad accionada en las 
que fundamentan el recurso de apelación interpuesto, manifestando que los señores Jueces no 
debían conocer la presente causa ya que la competencia y jurisdicción radicaría en el Tribunal 
Contencioso Administrativo No. 1, ya que las resoluciones impugnadas por el actor datan del 
año 2008 ya que esta es la vía adecuada de conformidad con el artículo 173 de la Constitución 
de la República. 
 
Con respecto al considerando quinto, se transcribe las alegaciones por parte de la 
Procuraduría General del Estado, en las que básicamente señalan que la presente acción de 
protección concedida por la señora Jueza de primera instancia debió ser rechazada ya que no se 
observa ninguna violación de algún derecho constitucional como manifiesta el accionante, por 
ende es todo lo contrario ya que la normativa policial no genera que el personal policial sea 
sancionado más de una vez por el mismo hecho, sino que simplemente el personal que no fue 
ascendido al inmediato grado superior formará parte de la cuota de eliminación siendo esta una 
fórmula para depurar y reorganizar la planta orgánica institucional de la Policía Nacional.  
 
En el considerando sexto los señores Jueces, realizan un análisis somero de la resolución 
impugnada y de todo el procedimiento administrativo los cuales fueron los verdaderos motivos 
para interponer la acción de protección y observar si verdaderamente existe o no violación de 
algún derecho constitucional o para constatar si el conflicto solo radica en aspectos de mera 
legalidad. 
 
Del considerando séptimo se determina un profundo análisis jurídico constitucional, por 
cuanto los señores Jueces han revisado los documentos adjuntos a la demanda como también 
han valorado las pruebas aportadas a la presente acción, aduciendo que la Institución Policial al 
sancionar al accionante con 60 días de arresto disciplinario, la Policía Nacional ha venido 
manteniendo esta sanción como parte del pasado judicial del miembro policial, invocando de 
esta manera el principio constitucional establecido en el artículo 11 numeral 2 inciso segundo, 
por ende se ha vulnerado la garantía constitucional del artículo 76 numeral 7 literal i) de la Carta 
Magna ya que se le ha restringido el derecho de ascender al inmediato grado superior. 
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De la misma manera advierten que se debe tener en cuenta la supremacía de la 
Constitución de la República sobre el ordenamiento jurídico secundario, ya que las normas que 
no guarden armonía con los mandatos constitucionales carecerán de eficacia jurídica, por lo que 
al incluir al accionante en la cuota de eliminación bajo los preceptos de los artículo 95 literal c) 
y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, se le ha vulnerado derechos 
constitucionales fundamentales como el derecho al trabajo, a la seguridad jurídica, al debido 
proceso ya que la Ley Suprema del Estado es de directa e inmediata aplicación y la Sala una vez 
más ha evidenciado que el accionante por los mismos hechos fue juzgado más de una vez. 
 
Parte resolutiva: Los señores Jueces confirman en todas sus partes la sentencia de 
primera instancia, se desecha el recurso de apelación presentada por la parte accionada. 
 
2.1.9.1.4  Causa No. 2011-0285:Sustanciada en el Juzgado Primero de Tránsito de Imbabura. 
 
Accionante:José Luis Aldana Puma. 
 
Autoridad Pública Demandada: Es el señor Dr. José Serrano, en su calidad de Ministro 
del Interior y Representante Legal de la Institución Policial, como así lo dispone el Decreto 
Ejecutivo No. 632 de fecha 17 de enero del 2011, expedido por el Señor Presidente de la 
República. 
 
Descripción de los hechos:El accionante en el libelo de su demanda describe que el día 
18 de octubre del 2004, se conformó un Tribunal de Disciplina, tendiente a sancionar faltas 
disciplinarias de tercera clase atribuidas al Policía Nacional José Luis Aldana Puma, sanción 
que concluyó con 30 días de arresto disciplinario dentro del recinto policial, la misma que fue 
expedida  mediante resolución administrativa y mas no por sentencia como así lo exige el 
artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, ya que el accionante afirma 
que los únicos competentes para expedir sentencias judiciales son los Jueces y no los señores 
miembros que conforman los Tribunales de Disciplina, por lo que se ha vulnerado el artículo 76 
numeral 3 de la Ley Suprema del Estado. 
 
Pese a esta inobservancia de la Institución Policial, el Consejo de Clases y Policías emite 
la Resolución No. 2010-0520-CCP-PN, de fecha 15 de abril del 2010, en donde se incluye al 
accionante en la cuota de eliminación, resolución que es apelada ante el Consejo Superior, 
quienes con fecha 22 de febrero del 2011, expiden la Resolución No. 2011-0164-CS-PN, la 
misma que confirma en todo su contenidoque el compareciente sea incluido en la cuota de 
eliminación, de conformidad con las disposiciones de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de 
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la Ley de Personal de la Policía, por registrar en su hoja de vida profesional sentencia del 
Tribunal de Disciplina. 
 
El miembro policial alega que se encuentra en un estado de discriminación por su pasado 
judicial, invocando el artículo 11 numeral 2 inciso segundo de la Constitución de la República, 
violándose flagrantemente este principio constitucional, también alega que al ser ya sancionado 
por un Tribunal de Disciplina pese haber cumplido el castigo impuesto, es incluido en la cuota 
de eliminación por lo que señala que se lo está juzgando dos veces por la misma causa, garantía 
que se encuentra determinada en el artículo 76 numeral 7 literal i) de la Carta Magna, de esta 
manera se afectan sus derechos constitucionales y aspiraciones dentro de la Institución Policial, 
ya que será dado de baja de la filas policiales y al efectuarse esto se quedará sin la fuente de 
ingreso que sustenta a su familia, vulnerándose su derecho al trabajo.  
 
El acto u omisión que produjo la violación de un derecho constitucional: Se plasma 
en la Resolución No. 2011-0164-CS-PN, la que confirma a la Resolución No. 2010-0520-CCP-
PN, en la que se incluye al accionante en la cuota de eliminación para el año 2010, por tener en 
su hoja de vida profesional sanción del Tribunal de Disciplina como así lo señala la 
disposiciones de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional, por lo que solicita cesen los efectos de la resolución antes mencionada y requerir la 
ejecución de todas las medidas pertinentes a fin de reparar los derechos violados. 
 
Derechos constitucionales violados invocados por el accionante:Artículos 11 
numerales 2,9,Art. 33, 76 numerales 1, 3, 4, 6 y 7 literales c) e i), 82, 325, 326 y 424 de la 
Constitución de la República.   
 
Elementos Probatorios: El accionante en su demanda de acción de protección adjunta 
diferentes resoluciones expedidas por el fenecido Tribunal Constitucional, Corte Provincial de 
Pichincha en análogos casos, las mismas que deben ser valoradas por el Juez como prueba 
actuada. Asimismo adjunta copias certificadas de la resolución administrativa en la que se le 
incluye en la cuota de eliminación anual y de su hoja de vida profesional en la que consta que 
fue sancionado por un Tribunal de Disciplina. 
 
Sustanciación del Proceso: El día 19 de mayo del 2011, el Juzgado Primero de Tránsito 
de Imbabura, avoca conocimiento de la presente causa expidiendo el respectivo auto en el que 
admite a trámite la presente acción de protección por reunir los requisitos legales, se señala para 
el día miércoles 25 de mayo del 2011 a fin de que tenga lugar la audiencia pública prevista en el 
numeral 3 del artículo 86 de la Constitución de la República, previamente se dispone que se 
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depreque a uno de los Juzgado de Tránsito de Pichincha para que sea notificado la autoridad 
demandada.  
 
Audiencia: Siendo el día y la hora fijada se lleva a efecto la audiencia pública en la que 
comparece el accionante con su Abogado Defensor, la Autoridad Pública demandada a través de 
sus procuradores. 
 
Instalada la audiencia el accionante a través de su Abogado Defensor manifiesta que la 
autoridad pública accionada no ha podido desvirtuar el contenido de la demanda de acción de 
protección, así mismo señala que la presente acción reúne los presupuestos contenidos en el 
artículo 88 de la Carta Magna, por cuanto en el acto administrativo impugnado consta las 
violaciones a los derechos constitucionales del artículo 11 numeral 2 inciso segundo, 33, 76 
numerales 1, 7, literal i), 82, 325, 326 y 424 de la Ley Suprema del Estado y también menciona 
que ha sido sancionado más de dos veces por los mismos hechos pese haber purgado el castigo 
interpuesto por los Miembros del H. Tribunal de Disciplina, la misma que fue emitida mediante 
auto resolutorio y no en sentencia,  aporta como pruebas sentencias expedidas por el fenecido 
Tribunal Constitucional, Corte Provincial de Pichincha y solicita al señor Juez que en sentencia 
se acepte la acción de protección y disponga que cesen los efectos de la resolución No. 2011-
0164-CS-PN, la misma que confirma a la resolución No. 2010-0520-CCP-PN en la que se le 
incluyó al accionante en la cuota de eliminación para el año 2010  
 
Por su parte la autoridad pública demandada en su exposición mencionan que la presente 
demanda de acción de protección no reúnen los requisitos establecidos en el artículo 40 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que los actos 
administrativos en donde dice que ha existido violación a derechos constitucionales no 
constituyen violación alguna sino son simplemente actos administrativos de cumplimiento de 
ley, son efectos jurídicos producidos por haber cometido infracciones administrativas 
contempladas en leyes policiales y en ningún caso el miembro policial que es el accionante se 
ha encontrado en estado de indefensión ya que siempre ha hecho valer sus derechos cuando ha 
presentado la apelación ante el H. Consejo Superior de la Policía Nacional. De igual manera 
señala que el accionante anteriormente ya ha presentado una acción de protección recayendo en 
el Juzgado Primero de lo Civil de Imbabura, la misma que ha sido rechazada, consecuentemente 
solicita al señor Juez se digne desechar la actual acción. 
 
El señor Juez para tener una mejor visión de la presente acción de protección, suspende la 
audiencia, con el afán de poder obtener mayores pruebas solicita copias certificadas de la 
sentencia de primera y segunda instancia en donde al accionante le han rechazado la anterior 
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acción de protección, solicita también copias certificadas de la sanción impuesta por el Tribunal 
de Disciplina, de esta manera señala para el día 31 de mayo del 2011 para que se reanude la 
presente audiencia pública.    
 
El día 31 de mayo del 2011 se reinstala la audiencia, con la presencia de las partes 
procesales, concluida la misma el Juez solicita autos para resolver la acción de protección. 
 
Sentencia: Fue expedida el 09 de junio del 2011. 
 
Análisis de la sentencia de primera instancia expedida por el señor Juez del Juzgado 
Primero de Tránsito de Imbabura 
 
Parte expositiva: En lo que concierne a este punto, el señor Juez realiza un resumen del 
contenido de la demanda y transcribe las exposiciones de los Abogados defensores de las partes 
procesales. 
 
Parte Considerativa: En el primer considerando el señor Juez señala que la presente 
acción de protección se le ha dado el trámite correspondiente como así lo determina el artículo 
86 numera 2, 88 de la Constitución de la República y 39 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
En el considerando segundo, se invoca las disposiciones de los artículo 11 numeral 9, 
424, 426, de la Carta Magna, disposiciones constitucionales que hacen referencia a que las 
normas jurídicas secundarias en este caso los artículo 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional deben guardar armonía con los derechos constitucionales ya que 
la Constitución es la Ley Suprema del Estado, caso contrario, carecerán de validez jurídica. 
 
En el considerando tercero, se hace mención a la primera acción de protección que ha 
presentado el hoy accionante José Luis Aldana Puma, tendiente a que se deje sin efecto la 
sanción impuesta por el Tribunal de Disciplina, acción que ha sido rechazada en primera y 
segunda instancia por lo que queda vigente dicha sanción, pero esa acción para el señor Juez no 
tiene nada que ver con la que se sustancia en el Juzgado Primero de Tránsito, ya que son dos 
acciones diferentes porque la presente acción va dirigida a que se deje sin efecto la resolución 
en que se incluye al accionante en la cuota de eliminación a fin de determinar la doble sanción, 
siendo así queda desvirtuada la alegación hecha por la autoridad accionada. Del mismo modo se 
comprueba que el acto impugnado proviene de una autoridad pública no judicial la misma que 
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ha vulnerado derechos constitucionales, cumpliendo así el requisito del artículo 88 de la 
Constitución de la República. 
 
En el considerando cuarto el señor Juez motiva la sentencia, deduciendo que el 
accionante ha sido sancionado por un Tribunal de Disciplina y por esta misma causa es 
sancionado nuevamente por la resolución en la que se le incluye en la cuota de eliminación, por 
lo que la Institución Policial de forma flagrante ha vulnerado el debido proceso, recayendo 
sobre la garantía del artículo 76 numeral 7 literal i) de la Carta Fundamental principio conocido 
como el nom bis in ídem, norma que tiene concordancia con el artículo 25 del Reglamento de 
Disciplina Policial; además acota que la Policía Nacional a través de los Consejos Superior y de 
Clases, al momento de expedir las resoluciones de la cuota de eliminación en la que entra a 
formar parte el accionante, han sido expedidas sin un sustento constitucional ya que esta 
autoridad pública desea hacer que prevalezcan las normas secundarias y reglamentarias por 
encima de la supremacía de la Constitución de la República. Siendo así concluye que se ha 
vulnerado el debido proceso y el derecho al trabajo. 
 
Parte Resolutiva:El señor Juez admite la acción de protección propuesta por el 
accionante. 
 
Parte dispositiva: Se deja sin efecto la Resolución No. 2011-0164-CS-PN, la misma que 
ratificó a la Resolución No. 2010-0520-CCP-PN, en las que se incluyó al accionante José Luis 
Aldana Puma en la cuota de eliminación. Se dispone se le reincorpore al servicio activo dentro 
de la Institución Policial. 
 
Apelación: Con fecha 10 de junio del 2011, la autoridad accionada apela a la sentencia 
favorable de acción de protección. 
 
El 15 de junio del 2011, el Juzgado Primero de Tránsito de Imbabura, concede el recurso 
de apelación a la parte accionada por haber sido interpuesto dentro del término legal, por lo que 
se dispone que todo el proceso suba al Superior a una de las Salas de la Corte Provincial de 
Justicia de Imbabura, para que avoquen conocimiento de la presente causa. 
 
Sustanciación del proceso en segunda instancia: 
 
- Con fecha 22 de junio del 2011, avoca conocimiento de la presente causa la Corte 
Provincial de Justicia de Imbabura, Sala de lo Penal y Tránsito, asignándole con 
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elnúmero 2011-0145, de igual forma se corre traslado al accionante para que se 
pronuncie sobre los fundamentos de apelación presentada por la parte accionada.  
- Con fecha 24 de junio del 2011, uno de los señores Jueces presenta la correspondiente 
excusa para conocer el recurso de apelación ya que el señor Juez, fue quien también 
conoció la primera acción de protección presentada por el accionante. 
- El 28 de junio del 2011, la Sala acepta la excusa presentada. 
- El 29 de junio se designa a un Conjuez para que avoque conocimiento del recurso de 
apelación, para resolver lo que en derecho corresponda. 
 
Sentencia: Es expedida el 11 de julio del 2011. 
 
Análisis de la sentencia de segunda instancia expedida por los señores Jueces de la 
Corte Provincial de Justicia de Imbabura, Sala de lo Penal y Tránsito 
 
Parte expositiva: Los señores Jueces realizan una exposición corta y directa sobre la 
aplicación directa de la acción de protección presentada por el accionante y, constatan de que el 
Juez de primera instancia ha concedido esta acción, en donde se ha evidenciado la violación a 
derechos constitucionales, por consiguiente el legitimado pasivo ha interpuesto recurso de 
apelación a dicha sentencia por lo que es procedente resolver el mencionado recurso.  
 
Parte Considerativa: En el primer considerando la Sala determinaque no se han omitido 
solemnidades que afecten los derechos de las partes procesales, o que puedan acarrear la nulidad 
de la causa, por consiguiente se ha respetado el derecho al debido proceso.  
 
En el considerando segundo, se establece que por medio del recurso de apelación están 
frente a dos situaciones la primera que se confirme la sentencia de primera instancia y la 
segunda que se mantengan en vivas en directa aplicación las resoluciones que incluyen al 
recurrente en la cuota de eliminación. 
 
En el considerando tercero la Sala hace mención a las fundamentaciones alegadas por la 
parte demandada, en que los señores Jueces deben resolver el recurso de apelación teniendo 
como base lo dispuesto en el artículo 436 numeral 1 de la Constitución de la República que se 
refiere a que las sentencias expedidas por la Corte Constitucional son vinculantes por ende 
deben ser tomadas en cuenta, siendo así la Sala invoca una de las resoluciones expedidas por el 
fenecido Tribunal Constitucional, la misma que fue incorporada por el accionante en la que 
colige que la Policía Nacional al momento de incluir al miembro policial en la cuota de 
eliminación por registrar en su hoja de vida profesional sentencia del Tribunal de Disciplina, al 
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hacerlo se lo está juzgando dos veces por la misma causa, así mismo esta resolución afirma que 
los Tribunales de Disciplina no son Órganos Jurisdiccionales por ende no emiten sentencias sino 
únicamente actos administrativos.  
 
En el considerando cuarto, la Sala se enfoca que el Tribunal de Disciplina que sancionó al 
recurrente emitió un auto resolutorio y no una sentencia como así lo dispone el artículo 81 
literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, así mismo se dirige a que el miembro 
policial al incluirlo en la cuota de eliminación se lo está discriminando producto de su pasado 
judicial que se refleja en la sanción impuesta por el Tribunal de Disciplina violando el artículo 
11 numeral 2 inciso segundo de la Carta Magna, consecuentemente se lo esta privando de su 
derecho de gozar de una estabilidad y profesionalización dentro de la Institución Policial como 
así lo dispone el artículo 160 inciso segundo de la Constitución de la República. La sala 
confirma que el accionante ha sido sancionado más de dos veces por la misma causa hecho que 
viola la disposición del artículo 25 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional, 
consecuentemente los señores Jueces determinan la violación a los derechos constitucionales 
consagrados en el artículo 75 al 82 de la Ley Suprema del Estado. 
 
En el considerando quinto, la Sala hace alusión a las alegaciones de la parte accionada 
quienes señalan que al accionante no se le ha sancionado dos veces por la misma causa, ya que 
al incluirlo en la cuota de eliminación es producto de la aplicación secuencial de la normativa 
policial, por consiguiente los señores Jueces desechan esta alegación, ya que en el análisis 
jurídico se pudo constatar que las resoluciones de la cuota de eliminación constituyen en si una 
sanción por ende son inconstitucionales. 
 
Parte resolutiva: La Sala confirma en todas sus partes la sentencia de primer nivel y 
desecha el recurso de apelación presentada por la autoridad pública accionada. 
 
Acción Extraordinaria de Protección: Con fecha 27 de julio del 2011 es presentada esta 
acción por parte de la Institución Policial, a través del Coronel de E.M. Pedro Marcelo Carrillo 
Ruiz en su calidad de Director Nacional de Asesoría Jurídica de la Policía Nacional para ante 
los señores Jueces de la Corte Constitucional. 
 
El 08 de diciembre del 2011 la Corte Constitucional, a través de la Sala de Admisión 
avoca conocimiento de la acción extraordinaria de protección signada con el número 1306-11-
EP.  
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El 17 de enero del 2012 la Sala de Admisión de la Corte Constitucional, expide el 
correspondiente auto en el que inadmite a trámite la acción extraordinaria de protección por no 
reunir los requisitos del artículo 61 y 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional.   
 
Con fecha 13 de junio del 2012, todo el proceso de la acción de protección se devuelve al 
Juzgado de origen para los fines legales pertinentes. 
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2.1.9.2 Cuadro demostrativo de casos analizados de la acción ordinaria de protección 
 
N° de 
Causas 
Descripción de 
los hechos 
Pruebas 
aportadas 
Actos que han 
producido violación 
de derechos 
constitucionales 
Sentencias de 
primera y 
segunda 
instancia 
Principios y 
derechos 
constitucionales 
vulnerados 
2010-306 
 
2010-817 
 
 
2009-156 
 
2011-285 
-En todos los 
casos el 
personal 
policial ha sido 
sancionado por 
un Tribunal de 
Disciplina. 
Efectos del 
Tribunal de 
Disciplina: 
Calificados no 
idóneos para el 
ascenso. 
Incluidos en la 
cuota de 
eliminación. 
Colocados en 
situación 
transitoria. 
Dados de baja 
de las filas 
policiales. 
-Alegan que 
pese a ver 
cumplido el 
castigo 
impuesto por 
los Tribunales 
de Disciplina, 
se los está 
sancionando 
más de dos 
veces por el 
mismo hecho. 
En todos los 
casos se han 
aportado 
sentencias 
expedidas por 
el Tribunal 
Constitucional, 
Corte 
Constitucional, 
Corte 
Provinciales. 
Asimismo se 
introduce 
todas las 
resoluciones, 
emitidas por la 
Policía 
Nacional. 
Son los constantes 
en las resoluciones 
administrativas, en 
las que se incluyen a 
los accionantes en la 
cuota de 
eliminación. 
En todos los 
casos se acepta 
la acción 
ordinaria de 
protección. 
Art. 11 numeral 2 y 
9 
Art. 76 numeral 7 
literal i) Non Bis In 
Idem. 
El derecho al trabajo 
Arts. 33; 325 y 326 
El derecho a la 
seguridad jurídica 
Art. 82. 
El derecho a la 
supremacía de la 
Constitución Art. 
424. 
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2.1.10 DEFINICIONES DE TÉRMINOS BÁSICOS 
Acción.-El poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos 
jurisdiccionales para reclamarles la satisfacción de una pretensión tanto el individuo ve en la acción una 
tutela de su propia personalidad, la comunidad ve en ella el cumplimiento de uno de sus más altos fines, 
o sea la realización efectiva de las garantías de justicia, de paz, de seguridad, de orden, de libertad, 
consignada en la Constitución.(COUTURE, 2002, pp 47- 48) 
Acto Administrativo.-El artículo 65 del ERJAFE, manifiesta: “Es toda declaración 
unilateral  efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos  jurídicos 
individuales de forma directa.” 
Protección.-Amparo, favorecimiento. Defensa. Favor que un poderoso o influyente dispensa a 
menesterosos o perseguidos procurándoles lo que necesitan, o librándolos de lo que los amenaza. 
Protección y proteger, nos da la idea general de defensa, de amparo, de obtener un favor de alguien que 
lo pueda conceder. Por lo tanto, quien solicita protección debe recurrir a quien tiene poder para que lo 
auxilie y le dé seguridad. (Cabanellas,1982, p. 484) 
Acción de Protección.-En elartículo 88 de la Constitución de la República entre 
otras cosas dice: “La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz 
de los derechos reconocidos en la Constitución y, podrá interponerse cuando exista una 
vulneración de derechos constitucionales por actos u omisiones de cualquier autoridad 
pública no judicial (…)” 
Competencia.- “Es la facultad que legitima a un órgano judicial, para conocer de un 
determinado asunto, con exclusión de los demás órganos judiciales de la misma rama de la 
jurisdicción”(PENALES, 2005, p. 22) 
Cuota de eliminación.- Proceso Administrativo, en el cual se incluye a todos los 
miembros policiales que se encuentren en una o más de las causales establecidas en el 
Art. 95 de la Ley de Personal de la Policía Nacional, a fin de reorganizar la Planta 
Institucional. 
Derechos individuales.- “Se designan con este nombre las garantías que las Constituciones 
conceden a favor de todos los habitantes del Estado.”(Cabanellas, Diccionario Jurídico Elemental, 
2014) 
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Debido proceso.-“El debido proceso es un derecho constitucional, por lo tanto, es de rango 
superior e impregna a todo el sistema jurídico de un país: nadie puede ignorarlo. Todos los actos y 
procedimientos de los funcionarios y de los órganos del poder público deben ceñirse a él, de lo contrario, 
atentarían contra el Estado de Derecho y carecerían de validez jurídica.”(Cueva, 2013, p. 79) 
Eficacia.-“Capacidad de lograr el efecto que se desea o se espera.” (Real Academia Española, 
2014) 
Juez.- El que posee autoridad al instruir, tramitar, juzgar, sentenciar y ejecutar el fallo en 
un pleito o causa. 
Jurisprudencia.-La ciencia del derecho, el derecho cinetífico. La ciencia de lo justo y de lo 
injusto, según parte de la definición de JUSTINIANO, que luego se considerará la interpretación de la 
ley hecha por los jueces. Conjunto de sentencias que determinan un criterio hacer de un problema 
jurídico omitido u oscuro, en los textos positivos o en otras fuentes de derecho la interpretación reiterada 
que el tribunal supremo de una nación establece en los asuntos que conoce. La práctica judicial 
constante, arte o ámbito de interpretar y aplicar las leyes. (Cabanellas, Diccionario Jurídico 
Elemental, 2014) 
Non bis in ídem.-El artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución de la República 
dice: “Nadie podrá ser juzgado más de dos veces por la misma causa y materia” 
Policía Nacional.-El artículo 160 de la Carta Magna señala: “La Policía Nacional es 
una institución estatal de carácter civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada, profesional y 
altamente especializada, cuya misión es atender la seguridad ciudadana y el orden público, y 
proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio 
nacional.” 
Tribunal de Disciplina.-Órgano administrativo policial, que sanciona las faltas 
disciplinarias de tercera clase,  cometidas por los señores  oficiales, clases y policías de 
la Policía Nacional. 
Sentencia.-Dictamen. Opinión, parecer propio. Máxima, aforismo, dicho moral o filosófico. 
Decisión extra judicial de la persona a quien se encomienda resolver una controversia, duda o dificultad. 
Resolución judicial en una causa. Fallo en la cuestión principal de un proceso. El más solemne del 
demandado de un juez o tribunal, por oposición a auto o providencia. Parecer o decisión de un 
jurisconsulto romano. La palabra sentencia procede del latín sintiendo, que equivale a sintiendo; por 
expresar la sentencia lo que siente u opina quien dicta. Por ella se entiende la decisión que 
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legítimamente dicta el juez competente juzgando de acuerdo con su opinión y según la ley o norma 
aplicable. (Cabanellas, Diccionario Jurídico Elemental, 2014) 
2.2 VARIABLES 
 
2.2.1 Variable independiente 
La Ley de Personal de la Policía Nacional, atenta a los derechos consagrados en la 
Constitución de la República. 
2.2.2 Variables dependientes 
 
Los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, 
vulneran los principios constitucionales establecidos en el artículo 11 de la Constitución de la 
República del Ecuador. 
La aplicación de la Cuota de Eliminación, establecida en los artículos 95 literal c) y 81 
literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, viola flagrantemente el debido proceso. 
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CAPÍTULO III 
 
MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. TIPOS DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1.1 Investigación bibliográfica 
 
En este tipo de investigación se tuvo como base un soporte bibliográfico obtenido a través 
de fuentes como son libros, textos, revistas, publicaciones, internet y manejo de documentos 
válidos y confiables, con la finalidad de profundizar el problema planteado dentro del presente 
trabajo investigativo, donde se ha analizado minuciosamente cada una de las fuentes obtenidas 
para obtener el mayor conocimiento posible. 
 
3.1.2 Investigación de campo 
 
La investigación de campo se fundamenta en un proceso de estudio ordenado de los 
problemas, en el mismo lugar donde ocurrieron los hechos, los fenómenos o acontecimientos, a 
fin de buscar y descubrir causas y efectos que motivaron esos hechos, fenómenos o 
acontecimientos. Siendo la finalidad principal conocer la naturaleza de los hechos, las posibles 
aplicaciones y proponer soluciones posibles. 
 
En este tipo de investigación es de trascendental importancia la experiencia y los medios 
que se utilizan para la obtención de la información o de los datos, por cuanto esta actividad se 
fundamenta en la observación directa y tiene rasgos de imparcialidad. 
 
3.1.3 Investigación descriptiva 
 
En este tipo de investigación se detallan las causas y consecuencias del problema 
investigado conociendo su situación, actitudes, trascendencia, y una vez conocido plantear 
soluciones al problema encontrado. 
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3.2 POBLACIÓN O MUESTRA 
 
3.2.1 La Población 
 
La presente investigación está dirigida a todos los miembros policiales que se hallan 
inmersos o no en la figura de la cuota de eliminación por la aplicación directa de los artículo 95 
literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional. 
 
3.2.2 Muestra 
 
Por razones de recursos o de factibilidad, en la realización de la investigación en varios 
casos es recomendable trabajar con una parte de la población, la cual se la denomina muestra 
con la finalidad de obtener datos fehacientes.  
 
POBLACIÓN NÚMERO 
Personal policial idóneos 
Personal Policial inmersos en la cuota de 
eliminación, previa a la baja 
73 
60 
Total 133 
 
Por la gran cantidad de población o universo a investigarse, se debe establecer la 
siguiente fórmula para obtener la correspondiente muestra, así tenemos la siguiente: 
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De la fórmula resuelta tenemos como muestra 100 miembros policiales, a los que se 
procederá encuestar. 
 
3.3 MÉTODOS 
 
Dentro de la presente investigación se tomó como métodos los siguientes: 
 
3.3.1 Método Científico 
 
El método científico, por lo tanto es el procedimiento o conjunto de procedimientos que se utilizan 
para obtener conocimientos científicos, el modelo de trabajo o secuencia lógica que orientan la 
investigación científica. 
 
3.3.2. Método Analítico 
 
“El análisis consiste en descomponer en parte algo complejo, en desintegrar un hecho o una idea 
en sus partes, para mostrarlas, describirlas, numerarlas y para explicar las causas de los hechos o 
fenómenos que constituyen el todo.” (Cabanellas, 2007, p. 255) 
 
3.3.3 Método Inductivo 
 
“Se caracteriza por utilizar la inducción como el procedimiento metodológico 
fundamentalmente y el experimento como el punto de partida para la elaboración de la 
teoría explicativa del fenómeno. La inducción en términos generales, parte de hechos 
particulares para llegar a la formación de leyes generales relativas a los hechos 
observados.” (Cabanellas, 2007, p. 255) 
 
Este método se basa en ir de lo particular para llegar a lo general, en la presente 
investigación lo particular concierne a los casos de los policías que han sido sancionados 
disciplinariamente por un Tribunal de Disciplina y posteriormente han conformado parte de la 
Cuota de Eliminación, previa a la baja por la inmediata aplicación de los artículos 95 literal c) y 
81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, pero por medio del recurso 
constitucional de la Acción de Protección en las sentencias expedidas por las Cortes 
Provinciales de Pichincha e Imbabura y Corte Constitucional, han dejado sin efecto todos los 
actos administrativos de los Policías que forman parte de la Cuota de Eliminación; mientras que 
lo general se basa especialmente en realizar una reforma a la Ley de Personal de la Policía 
Nacional en el artículo 81 literal d), el mismo que deberá estar acorde a las normas 
constitucionales vigentes.  
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3.3.4 Método Descriptivo 
 
Mediante este método se pudo describir la realidad objetiva y actual que pasan los 
miembros de la Institución Policial, al momento de ser colocados en la cuota de eliminación 
anual previa a la baja de las Filas Policiales; esta descripción se encargó básicamente en 
describir todo el procedimiento administrativo que sigue la Institución Policial en contra de los 
Policías, dándose una desproporcionalidad de sanciones administrativas, empezando por la de 
los Tribunales de Disciplina cuando los Miembros Policiales han incurrido en una falta de 
tercera Clase pese haber cumplido su castigo respectivo, se los califica no idóneos para el curso 
de ascenso consecuentemente se los coloca en la Cuota de Eliminación, considerándose esta 
como una muerte súbita dentro de la Institución Policial, vulnerándose las garantías 
constitucionales y el debido proceso. 
 
3.3.5 Método de Exégesis 
 
En lo concerniente a este método (Burbano & Altamirano, 2009, p. 63) dicen:  
 
Es el culto al texto de la ley y el predominio de la intención del legislador en la 
interpretación, valoración y modificación de la ley, es decir: la forma de explicar 
literalmente la norma, interpretar el contenido, exponer el sentido y alcance de la letra de 
la ley, las expresiones que la originaron y la forma como el legislador la elaboró, tratando 
de desentrañar la intención y voluntad del autor, su autenticidad e intencionalidad, para su 
aplicación por parte del juez o la administración de las entidades o del Estado. 
 
Este método permitió realizar el estudio de los artículos 11 numerales 2, 9; 76 numeral 7 literal 
i); 86; 88;  asimismo la Ley de Personal de la Policía Nacional, en lo concerniente a las normas 
constantes de los artículo 95 y 81 referente a la cuota de eliminación, con la finalidad de brindar 
una exhaustiva explicación con el tema plantado dentro de la presente investigación.  
 
3.3.6 Técnicas 
 
La investigación que se realizó, tuvo un perfil práctico jurídico en el cual se utilizó 
técnicas de gabinete y de campo con el objetivo de poder sistematizar y ordenar toda la 
información obtenida dentro del presente trabajo investigativo, como instrumento primordial se 
tomó en cuenta sentencias de casos favorables de acción de protección en lo referente a la 
legislación policial. 
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3.3.6.1 La Entrevista 
 
Es una confrontación interpersonal en la cual una persona (el entrevistador) y formula a 
otra (el entrevistado) preguntas cuyo fin consiste en conversaciones y respuestas acerca del 
problema de investigación. 
 
3.3.6.2 La Encuesta 
 
Este método consiste en obtener información de los  sujetos de estudio, proporcionada 
por ellos mismos, sobre opiniones o diversas cuestiones de hecho. 
 
Se utilizó todos éstos métodos debido a que son los más conocidos, de fácil aplicación 
que permiten obtener información concreta y directa de las personas involucradas.  
 
3.3.7Instrumentos 
 
Consiste en un conjunto de procedimientos metodológicos para la recolección de 
información de manera organizada, de los materiales necesarios para el desarrollo del tema. 
Estos procedimientos están basados en la toma de notas a través de las fichas de investigación. 
 
3.3.7.1 Ficha Bibliográfica 
 
Son las llamadas fichas de identificación de la obra. En ella se registran los datos de 
referencia de una obra determinada, tales como nombre del autor, título, pie de imprenta, 
número páginas y otras notas importantes. 
 
3.3.7.2 Fichas Nemotécnicas 
 
También denominadas fichas de trabajo, son aquellas que permiten al investigador la 
recolección de los datos producto del análisis de las obras consultadas. 
 
3.3.7.3 Sentencias de Acción de Protección 
 
Este es un instrumento muy importante ya que por medio de el se pudo identificar y 
evidenciar la eficacia de la Acción de Protección en asuntos de legislación policial, en especial 
sobre la directa aplicación de los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la 
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Policía Nacional, en lo concerniente a la cuota de eliminación, normas secundarias que no 
guardan relación con las garantías constitucionales ni con el debido proceso. 
 
3.3.7.4 Formulario dela encuesta 
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
ENCUESTA A MIEMBROS POLICIALES DE LA POLICÍA NACIONAL 
 
Mi nombre es Jorge David Ortiz Quintana, egresado de la Faculta de Jurisprudencia, 
Ciencias Políticas y Sociales, Carrera de Derecho, me encuentro realizando encuestas para el 
desarrollo de mi tesis que versa sobre “La eficacia de la acción de protección en la aplicación de 
los artículos 95 literal c) y 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional”. Su 
participación es muy importante, los resultados son confidenciales no necesita darme su nombre 
ni datos personales. Esta encuesta no tiene ningún objetivo político sino exclusivamente en el 
orden académico.  
 
No hay respuestas correctas para las preguntas que le formularé, sólo queremos conocer 
lo que usted piensa. 
 
1.- ¿Está de acuerdo en qué un miembro de la Policía Nacional por faltas disciplinarias de 
tercera clase, se le sancione incluyéndole en la cuota de eliminación anual? 
SI (   )          NO (   ) 
 
2.- ¿Cree usted que el miembro policial que ha cumplido la sanción de 21, 30, 60 días de arresto 
impuesta por un Tribunal de Disciplina, debe ser excluido de la cuota de eliminación? 
SI (   )          NO (   ) 
 
3.- ¿Considera que la Institución Policial vulnera el derecho al debido proceso, cuando un 
miembro policiales colocado en la cuota de eliminación por haber sido sancionado con arresto 
por un Tribunal de Disciplina? 
SI (   )          NO (   ) 
 
4.-  ¿Cree usted que el personal policial al estar incluido en la cuota de eliminación por tener 
como antecedente un Tribunal de Disciplina, se lo está discriminando por su pasado judicial? 
SI (   )          NO (   ) 
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5.- ¿Usted está de acuerdo que la Institución Policial, rebasa sus facultades atribuidas por la 
Constitución de la República, al incluir al personal policial en la cuota de eliminación, por tener 
en su hoja de vida profesional sanción del Tribunal de Disciplina? 
SI (   )          NO (   ) 
 
6.- ¿Considera que se debe reformar el artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de Policía 
Nacional, con el objeto de eliminar la doble sanción por una misma causa? 
SI (   )          NO (   ) 
 
7.-¿Cree usted que la acción de protección se ha convertido en la herramienta eficaz que utilizan 
los miembros policiales para dejar sin efecto el acto administrativo contenido en la cuota de 
eliminación policial? 
SI (   )          NO (   ) 
 
3.3.7.5 Formulario de la entrevista 
 
1. ¿Cómo la acción ordinaria de protección opera de manera eficaz en contra de los actos 
emanados por una autoridad pública no judicial? 
 
2. ¿Qué opina sobre el principio constitucional del non bis in ídem? 
 
3. ¿En el caso de los policías cree que se vulnera este derecho por parte de la Institución Policial 
ya que pese a cumplir su castigo, se los califica no idóneos para el ascenso, consecuentemente 
se los incluye en una cuota de eliminación para luego ser dados de baja de las filas policiales? 
 
4. ¿Piensa usted que se vulnera el principio de aplicación del artículo 11 numeral 2 inciso 
segundo de la Carta Magna, en lo referente a que nadie puede ser discriminado por su pasado 
judicial, al momento de incluir al miembro policial en la cuota de eliminación por registrar 
como antecedente sanción del Tribunal de Disciplina? 
 
5. Con su amplio conocimiento me podría decir ¿quiénes son los facultados para expedir 
sentencias judiciales ya que en la Ley de Personal de la Policía Nacional, precisamente en el 
literal d) del artículo 81 una de las causas para no ascender al inmediato grado superior y formar 
parte de la cuota de eliminación, es por haber recibido una sentencia por parte de un Tribunal de 
Disciplina? 
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3.4TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS 
 
Esta técnicaconsiste en la revisión de toda la información empírica recogida y obtenida 
por medio de las encuestas, esta información se la procesará mediante los métodos de la 
estadística descriptiva, elaborando tablas o cuadros estadísticos con relación a los ítems y de 
igual forma se representará mediante gráficos las tablas elaboradas con la finalidad de 
objetivizar todos los resultados cuantitativos establecidos en las correspondientes tablas.   
 
3.5 PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 
 
La última etapa de la encuesta la constituye el análisis de los datos y su interpretación. El 
análisis, que se hace con base en un plan de análisis previamente preparado, comprende 
básicamente, el estudio de los resultados estadísticos obtenidos con los datos. Son las respuestas 
cuantitativas a las preguntas y objetivos de la investigación: tablas de frecuencia, cuadros de 
doble entrada, asociaciones, correlaciones etc. 
 
En lo referente a los resultados dentro de la encuesta (Fraga & Herrera, 2002, p. 164) 
mencionan:  
 
Los resultados deben ser obtenidos en determinados momentos y éste no debe ser 
desconocido por el investigador. Los propios resultados deben presentar cierta 
organización formal para que puedan ser utilizados con posterioridad. De este modo se 
obtendrán en la secuencia prevista y con la estructura deseada, lo que se garantizará su 
ulterior utilización. 
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CAPÍTULO IV 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1 FORMULARIO N°1 
 
De la encuesta realizada al personal policial, se realizaron todos los gráficos estadísticos 
los mismos que permiten exponer análisis e interpretaciones parciales que a continuación se 
detallan: 
Pregunta No. 1 
Tabla No. 1 ¿Está de acuerdo en qué un miembro de la Policía Nacional por faltas disciplinarias de 
tercera clase, se le sancione incluyéndole en la cuota de eliminación anual? 
ÍTEM FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 40 40% 
NO 60 60% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Grafico No. 1 ¿Está de acuerdo en qué un miembro de la Policía Nacional por faltas disciplinarias de 
tercera clase, se le sancione incluyéndole en la cuota de eliminación anual? 
 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Interpretación: De las encuestas realizadas a los Policías, se refleja que el 60% consideran que 
no es procedente que se incluya algún elemento en la cuota de eliminación, pese haber sido 
sancionado por un Tribunal de Disciplina, mientras que el 40 % opina antagónicamente. 
SI 
40% 
NO 
60% 
PORCENTAJE 
SI NO
 
 
121 
 
 
Análisis:La cuota de eliminación es la figura jurídica de la que forma parte el personal policial, 
una de las causas para ser incluido en esta cuota, es haber sido sancionado por un Tribunal de 
Disciplina, el mismo que sanciona al personal que ha inobservado el Reglamento de Disciplina 
de la Policía Nacional por lo que en un futuro estos miembros policiales serán dados de baja. 
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Pregunta No. 2 
Tabla No. 2 ¿Cree usted que el miembro policial que ha cumplido la sanción de 21, 30, 60 días de arresto 
impuesta por un Tribunal de Disciplina, debe ser excluido de la cuota de eliminación? 
ÍTEM FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 70 70% 
NO 30 30% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Grafico No. 2¿Cree usted que el miembro policial que ha cumplido la sanción de 21, 30, 60 días de 
arresto impuesta por un Tribunal de Disciplina, debe ser excluido de la cuota de eliminación? 
 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Interpretación: De los datos obtenidos el 70% del personal policial encuestado considera que 
no deben formar parte de la cuota de eliminación ya que han pagado su sanción con los días de 
arresto, mientras que el 30% manifiestan todo lo contrario. 
 
Análisis:El miembro policial pese haber cumplido su castigo dentro de los recintos, se los 
sanciona nuevamente incluyéndoles en la cuota de eliminación, consecuentemente el personal 
policial se siente en un estado de indefensión ya que a futuro sus derechos son inobservados por 
parte de la Policía Nacional. 
  
SI 
70% 
NO 
30% 
PORCENTAJE 
SI NO
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Pregunta No. 3 
Tabla No. 3¿Considera que la Institución Policial vulnera el derecho al debido proceso, cuando un 
miembro policial es colocado en la cuota de eliminación por haber sido sancionado con arresto por un 
Tribunal de Disciplina? 
ÍTEM FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 80 80% 
NO 20 20% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Grafico No. 3¿Considera que la Institución Policial vulnera el derecho al debido proceso, cuando un 
miembro policial es colocado en la cuota de eliminación por haber sido sancionado con arresto por un 
Tribunal de Disciplina? 
 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Interpretación: Respecto a esta pregunta un elevado porcentaje del 80% asevera que seestaría 
sancionando más de dos veces por los mismos hechos al personal policial que es incluido en la 
cuota de eliminación, pese a que hayan cumplido la sanción impuesta por un Tribunal de 
Disciplina por otra parte el 20% restante opina todo lo contrario. 
 
Análisis:De los resultados obtenidos en esta pregunta, se puede evidenciar con claridad que el 
personal policial encuestado considera que si un elemento es incluido en la cuota de eliminación 
producto de haber recibido una sanción impuesta por un Tribunal de Disciplina, a este elemento 
se lo está sancionando más de dos veces por la misma causa, consecuentemente se vulnera el 
derecho al debido proceso en la garantía del artículo 76 numeral 7 literal i) de la Constitución de 
la República, derecho constitucional que se lo conoce como el principio del nom bis in ídem, 
norma que tiene armonía con el artículo 25 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional, 
SI 
80% 
NO 
20% 
PORCENTAJE 
SI NO
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normas que se basan en que nadie podrá ser juzgado o sancionado más de dos veces por los 
mismos hechos. 
 
Consecuentemente se refleja que el personal policial se siente totalmente afectado ya que sus 
derechos constitucionales son vulnerados por parte de la Institución Policial. 
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Pregunta No. 4 
Tabla No. 4 ¿Cree usted que el personal policial al estar incluido en la cuota de eliminación por tener 
como antecedente un Tribunal de Disciplina, se lo está discriminando por su pasado judicial? 
ÍTEM FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 70 70% 
NO 30 30% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Grafico No. 4¿Cree usted que el personal policial al estar incluido en la cuota de eliminación por tener 
como antecedente un Tribunal de Disciplina, se lo está discriminando por su pasado judicial? 
 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Interpretación: Con esta pregunta el 70% de los miembros policiales encuestados estiman que 
el personal policial que es incluido en la cuota de eliminación son discriminados por tener como 
pasado judicial una sanción del Tribunal de Disciplina, el 30% considera todo lo contrario. 
 
Análisis:El artículo 11 numeral 2 inciso segundo de la Carta Magna dispone que nadie podrá 
ser discriminado por varias razones entre ellas su pasado judicial, consecuentemente si el 
personal que es incluido en la cuota de eliminación se lo está discriminando ya que producto de 
estar inmerso en ella no puede ascender al inmediato grado superior, por ende se vulnera este 
principio. 
 
  
SI 
70% 
NO 
30% 
PORCENTAJE 
SI NO
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Pregunta No. 5 
 
Tabla No. 5 ¿Usted está de acuerdo que la Institución Policial, rebasa sus facultades atribuidas por la 
Constitución de la República, al incluir al personal policial en la cuota de eliminación, por tener en su 
hoja de vida profesional sanción del Tribunal de Disciplina? 
ÍTEM FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 60 60% 
NO 40 40% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Grafico No. 5¿Usted está de acuerdo que la Institución Policial, rebasa sus facultades atribuidas por la 
Constitución de la República, al incluir al personal policial en la cuota de eliminación, por tener en su 
hoja de vida profesional sanción del Tribunal de Disciplina? 
 
 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Interpretación: En lo concerniente a esta pregunta el 60% de los encuestados aseguran que la 
Institución Policial rebasa sus facultades atribuidas por la Carta Magna, al incluir a miembros 
policiales en la cuota de eliminación, mientras que el 40% contestó opuestamente. 
 
Análisis:En verdad que la Policía Nacional goza de facultades que la misma Ley Suprema le 
concede, pero sin embargo sus actuaciones y sus Leyes que la regulan deben guardar 
conformidad con los derechos establecidos en la Constitución de la República, si esto no ocurre 
estos actos y leyes carecerán de eficacia jurídica como así lo dispone el artículo 424 de la Carta 
Magna. 
 
 
  
SI 
60% 
NO 
40% 
PORCENTAJE 
SI NO
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Pregunta No. 6 
 
Tabla No. 6 ¿Considera que se debe reformar el literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de Policía 
Nacional, con el objeto de eliminar la doble sanción por una misma causa? 
ÍTEM FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 85 85% 
NO 15 15% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Grafico No. 6¿Considera que se debe reformar el literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de 
Policía Nacional, con el objeto de eliminar la doble sanción por una misma causa? 
 
 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Interpretación: El 85% de los policías encuestados de una manera contundente consideran que 
se debe reformar el literal d) artículo 81 de la ley de Personal de la Policía Nacional, mientras 
que el 15% se sienten conforme con la norma antes citada. 
 
Análisis:Es de gran importancia reformar el artículo establecido en esta pregunta ya que con 
esto se evitará la doble sanción en la que se sumerge al personal policial que es sancionado por 
un Tribunal de Disciplina, para luego ser incluido en la cuota de eliminación, logrando que esta 
disposición guarde armonía y conformidad con los derechos y principios establecidos en la 
Constitución de la República. 
 
  
SI  
85% 
NO 
15% 
PORCENTAJE 
SI NO
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Pregunta No. 7 
 
Tabla No. 7¿Cree usted que la acción de protección se ha convertido en la herramienta eficaz que utilizan 
los miembros policiales para dejar sin efecto el acto administrativo contenido en la cuota de eliminación 
policial? 
ÍTEM FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 55 55% 
NO 45 45% 
TOTAL 100 100% 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Grafico No. 7¿Cree usted que la acción de protección se ha convertido en la herramienta eficaz que 
utilizan los miembros policiales para dejar sin efecto el acto administrativo contenido en la cuota de 
eliminación policial? 
 
 
Fuente: Encuesta realizada a miembros policiales 
Elaborado por: David Ortiz Q. 
 
Interpretación: De la totalidad de los policías encuestados el 55% afirma que la acción de 
protección es el recurso constitucional para dejar sin efecto la cuota de eliminación, mientras 
que el 45% opinan diferente. 
 
Análisis:El recurso de la acción de protección es la vía idónea y adecuada para proteger los 
derechos constitucionales que han sido vulnerados por parte de la Institución Policial, pero sin 
embargo los policías han considerado que existe otras vías tales como el recurso extraordinario 
de revisión o acudir ante el mismo Tribunal Contencioso Administrativo pese a que este Órgano 
Jurisdiccional se demora varios años en resolver un proceso. 
  
SI 
55% 
NO 
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4.2 FORMULARIO N° 2 ENTREVISTAS. 
 
4.2.1 Entrevista realizada al Dr. Humberto Albán Pinto Juez de la Unidad Judicial 
Cuarta de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de Pichincha 
 
Para comenzar quisiera preguntarle ¿Cómo la acción ordinaria de protección opera de 
manera eficaz en contra de los actos emanados por una autoridad pública no judicial? 
 
Bueno la acción de protección es un recurso constitucional, que actúa inmediatamente 
cuando se ha producido alguna vulneración de derechos constitucionales y derechos humanos de 
las personas, por parte de una autoridad pública estas actuaciones de violación de derechos 
pueden ser por medio de actos u omisiones, una vez que se ha determinado la violación de un 
derecho por medio de este recurso constitucional se resarce el daño causado a la persona 
afectada. 
 
¿Qué opina sobre el principio constitucional del non bis in ídem? 
 
Este principio trata de evitar la doble sanción, por ende sería ilógico que una persona que 
ya fue sancionada por un hecho sea nuevamente sancionado por ende no existiría seguridad 
jurídica ¿En el caso de los policías cree que se vulnera este derecho por parte de la 
Institución Policial ya que pese a cumplir su castigo, se los califica no idóneos para el 
ascenso, consecuentemente se los incluye en una cuota de eliminación para luego ser dados 
de baja de las filas policiales?Bueno en lo referente a esta pregunta, siconozco algo del tema 
sobre las llamadas cuota de eliminación, tengo conocimiento que para formar parte de éstas 
listas uno de los requisitos para ser incluido en ella es haber sido sancionado por un Tribunal de 
Disciplina, ya que producto de esta sanción se lo califica no idóneo al policía para ascender a su 
grado próximo superior, consecuentemente formarán parte de esta cuota con la finalidad de que 
la Institución Policial reorganice su planta orgánica. Y siguiendo la línea de la preguntaa mi 
criterio consideroque la Institución Policialvulnera este derecho del non bis in ídem que forma 
parte del debido proceso, ya que si un elemento que es sancionado por un Tribunal de Disciplina 
cumple con su sanción y al volverlo a incluir en la cuota de eliminación se estaría vulnerando el 
derecho que la Constitución misma proclama que jamás una persona puede ser sancionada por 
dos ocasiones, consecuentemente no existe seguridad jurídica, ya que la Institución Policial al 
sancionar y querer volver a sancionar nuevamente se está vulnerando los principios y derechos 
humanos que tienen los señores policías.  
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¿Piensa usted que se vulnera el principio de aplicación del artículo 11 numeral 2 inciso 
segundo de la Carta Magna, en lo referente a que nadie puede ser discriminado por su 
pasado judicial, al momento de incluir al miembro policial en la cuota de eliminación por 
registrar como antecedente sanción del Tribunal de Disciplina? 
 
Debemos enfocarnos en que la Constitución de la República claramente manifiesta que se 
debe hacer caso omiso al pasado judicial de toda persona con la finalidad de que éste sujeto 
tenga otra oportunidad de vivir en la sociedad, en el caso que nos ocupa de los miembros 
policiales si ellos tuvieron algún desfase internamente, producto de esto se lo sancionó por un 
Tribunal de Disciplinay volverlo a sancionar incluyéndoles en la cuota de eliminación por su 
pasado judicial, la Institución Policial a mi punto de vista inobserva y vulnera este principio de 
aplicación de los derechos, por cuanto la autoridad no deja de lado el antecedente el pasado del 
miembro policial reflejado en la sanción impuesta por un Tribunal de Disciplina. 
 
Señor Juez con su amplio conocimiento me podría decir ¿quiénes son los facultados para 
expedir sentencias judiciales ya que en la Ley de Personal de la Policía Nacional, 
precisamente en el literal d) del artículo 81 una de las causas para no ascender al 
inmediato grado superior y formar parte de la cuota de eliminación, es por haber recibido 
una sentencia por parte de un Tribunal de Disciplina? 
 
Únicamente los facultados para expedir sentencias somos los Jueces ya que tenemos 
competencia de administrar justicia y ejecutar lo ejecutable, por consiguiente los Tribunales de 
Disciplina simple y llanamente expiden resoluciones administrativas, vuelvo y recalco que los 
únicos para administrar justicia somos los Jueces Constitucionales.    
 
4.2.2 Entrevista realizada al Dr. Roger Juzge, Juez de la Unidad Judicial Cuarta 
de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de Pichincha 
 
Para comenzar quisiera preguntarle ¿Cómo la acción ordinaria de protección opera de 
manera eficaz en contra de los actos emanados por una autoridad pública no judicial?  
 
Bueno la acción de protección permite ciertamente que los ciudadanos y ciudadanas 
puedan acceder a un medio eficaz, rápido, dinámico con la finalidad de que un derecho 
protegido por la Constitución e Instrumentos Internacionales pues sea garantizada, entonces a 
mi me parece que en la medida que este instrumento es eficaz es rápido y permite la garantía del 
derecho en forma adecuada para mi es importante que esta garantía se la siga manteniendo y 
obviamente hay que entender que dentro de este tema los Jueces constitucionales debemos 
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siempre mantener esta línea de concordancia con la Constitución para poder garantizar los 
derechos. 
 
¿Qué opina sobre el principio constitucional del non bis in ídem? 
 
Bueno lo que yo opino es que este es un principio muy importante puesto que permite que 
una persona no deba ser juzgada dos veces por un mismo acto o por una misma situación, es un 
principio adecuado constitucional que debe ser garantizado en todo momento y los Jueces 
estamos garantizados a tomar en cuenta cuando se nos presenta un caso para nuestra resolución 
determinar que no se esté vulnerando este principio del non bis in ídem   
 
¿En el caso de los policías cree que se vulnera este derecho por parte de la Institución 
Policial ya que pese a cumplir su castigo, se los califica no idóneos para el ascenso, 
consecuentemente se los incluye en una cuota de eliminación para luego ser dados de baja 
de las filas policiales? 
 
Bueno hay que determinar si dentro del expediente administrativo una de las sanciones 
implica esto de no considerarle apto para el ascenso, pero también hay que entender si se le está 
volviendo a juzgar sobre un mismo tema si ya el miembro policial ha cumplido su sanción se 
estaría incurriendo posiblemente en la vulneración e este principio constitucional. 
 
¿Piensa usted que se vulnera el principio de aplicación del artículo 11 numeral 2 inciso 
segundo de la Carta Magna, en lo referente a que nadie puede ser discriminado por su 
pasado judicial, al momento de incluir al miembro policial en la cuota de eliminación por 
registrar como antecedente sanción del Tribunal de Disciplina? 
 
Yo pienso que en verdad no solamente la Policía Nacional sino cualquier otra Institución 
que no tome en cuenta precisamente este principio de la igualdad de las personas, estaría 
vulnerando este derecho ya que es un derecho fundamental, la igualad que no solamente viene a 
constituir un derecho sino un principio reconocido universalmente y es un principio que 
transversaliza todo el sistema jurídico;de este principio es donde se dimana normas jurídicas y 
también la aplicación de los órganos previstos de jurisdicción, por ende creo yo que todas las 
instituciones del Estado y todas las personas están obligadas a proteger y precautelar la igualdad 
ante la ley.Ahora el tema de que una persona haya cometido alguna infracción con anterioridad, 
no debe ser tema de análisis por parte de ninguna institución pública, y mucho menos por la 
Policía Nacional que es el llamado también a cumplir con la ley.  
 
 
 
132 
 
Señor Juez con su amplio conocimiento me podría decir ¿quiénes son los facultados para 
expedir sentencias judiciales ya que en la Ley de Personal de la Policía Nacional, 
precisamente en el literal d) del artículo 81 una de las causas para no ascender al 
inmediato grado superior y formar parte de la cuota de eliminación, es por haber recibido 
una sentencia por parte de un Tribunal de Disciplina? 
 
Bueno la actividad jurisdiccional según la Constitución de la República y el Código 
Orgánico de la Función Judicial está en manos de los Jueces quienes estamos dotados de 
jurisdicción y de competencia cuando un caso ha sido puesto a nuestra consideración, pues 
tomando en cuenta esta situación una entidad administrativa no tiene la facultad jurisdiccional 
ya que esta nace de la Constitución y la Ley, lo único que estos órganos administrativos emiten 
son actos administrativos, resoluciones administrativas pero jamás podría considerarse que un 
acto administrativo emitido por un Tribunal de Disciplina sea una sentencia, son resoluciones 
administrativas que tienen su fuerza ya que nacen de la normativa interna que tiene la Policía 
Nacional, pero siempre hay que separar estos aspectos ya que una cosa es una sentencia y otra 
muy diferente son los actos administrativos o resoluciones expedidas por un órgano 
administrativo. 
 
4.2.3 Entrevista realizada al Dr. Henry Navarrete, Juez de la Unidad Judicial 
Cuarta de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de Pichincha 
 
Para comenzar quisiera preguntarle ¿Cómo la acción ordinaria de protección opera en 
contra de los actos emanados por una autoridad pública no judicial?  
 
La acción de protección es una acción que se la proponecuando una persona considera 
que sus derechos son vulnerados, luego de que ha terminado o ha concluido un trámite 
administrativo cuando se trata de instituciones o a su vez la violación de derechos puede 
provenir de personas particulares esa es la parte más fundamental de una acción de protección 
de tutelar un derecho constitucional legalmente reconocido. 
 
¿Qué opina sobre el principio constitucional del nom bis in ídem? 
 
Este derecho ya viene desde hace mucho tiempo atrás no es nuevo, ya que este principio 
nos habla de que nadie puede ser juzgado más de dos veces por la misma causa, aquí hay que 
diferenciar la causa que es lo que generó, no podemos nuevamente volverle a observar a 
sentenciar hablando en el campo jurídico a una persona que ha cometido una falta dado una 
cierta circunstancia, eso se debe analizar la circunstancia del hecho, si a una persona ya se le 
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sanciona no podría ser nuevamente juzgada o sentenciada, pero aquí tómese en cuenta lo que se 
manifiesta de la acción de protección, este es una parte superior a un proceso administrativo en 
donde se puede observar o no la vulneración de este derecho del non bis in ídem  
 
¿En el caso de los policías cree que se vulnera este derecho por parte de la Institución 
Policial ya que pese a cumplir su castigo, se los califica no idóneos para el ascenso, 
consecuentemente se los incluye en una cuota de eliminación para luego ser dados de baja 
de las filas policiales? 
 
Bueno tengo conocimiento de quecuando un miembro de la Institución Policial quiere 
subir de grado, se le observa todo su comportamiento anterior constatando si ha tenido algún 
tipo de sanción, eso se toma en cuenta para promoverle o no al inmediato grado o a su vez 
separarle de la institución incluyéndole en la cuota de eliminación.Apartándome del cargo de 
autoridad que ostento en lo concerniente a su pregunta le contesto como profesional del 
Derecho,ya que hay que analizar qué es lo que genera el hecho y si ese hecho fue sancionado en 
su debido momento, de no ser así podría volver a sancionarse el hecho, otra cosa es de que un 
antecedente sirva o no para promover algo lo cual se debe diferenciar, tal vez no se está 
sancionando el hecho dos veces, lo que se está es impidiendo otro derecho, mejor dicho se 
estaría bloqueando una aspiración por un hecho que ya sucedió, entonces a mi forma de ver no 
es que se está volviendo a juzgar por el mismo hecho, sino que existe una normativa que dice 
que no pueden ser promovidos al ascenso el personal que tenga como antecedente una sanción 
del Tribunal de Disciplina. 
 
¿Piensa usted que se vulnera el principio de aplicación del artículo 11 numeral 2 inciso 
segundo de la Carta Magna, en lo referente a que nadie puede ser discriminado por su 
pasado judicial, al momento de incluir al miembro policial en la cuota de eliminación por 
registrar como antecedente sanción del Tribunal de Disciplina? 
 
Para comenzar debo decir que todos los derechos son iguales, en lo referente a la 
discriminación nuestra Carta Magna prohíbe toda forma como por ejemplo nadie debe ser 
discriminado por pertenecer a un partido político por la religión por la pobreza por un pasado 
judicial, por ende en esta parte debemos analizar que todos tenemos el derecho a trabajar pero 
no todos tenemos la cualidad para pertenecer ahí. 
 
Señor Juez con su amplio conocimiento me podría decir ¿quiénes son los facultados para 
expedir sentencias judiciales ya que en la Ley de Personal de la Policía Nacional, 
precisamente en el literal d) del artículo 81 una de las causas para no ascender al 
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inmediato grado superior y formar parte de la cuota de eliminación, es por haber recibido 
una sentencia por parte de un Tribunal de Disciplina? 
 
Bueno las sentencias provienen de una autoridad judicial, lo que expiden en este caso los 
Tribunales de Disciplina son simplemente resoluciones administrativas o actos administrativos 
los cuales pueden ser impugnados mediante la acción de protección en su debido momento si no 
se lo hace así ese acto queda ejecutoriado o cosa juzgada, por lo tanto en la parte de la Policía 
pueden incluir como antecedente ya que no ejerció el derecho, ya que existe un principio que 
dice que quien no ejerció el derecho lo ve perder, entonces las personas deben impugnar en su 
debido momento.  
 
4.2.4 Entrevista realizada al Dr. Juan Carlos Huilca Cobos, Ex Juez del Juzgado Segundo 
de la Niñez y Adolescencia de Pichincha, actualmente Secretario Abogado del BIESS 
¿Cómo la acción ordinaria de protección opera en contra de los actos emanados por una 
autoridad pública no judicial?  
 
La acción de protección conocida anteriormente como amparo constitucional, opera 
cuando se ha vulnerado un derecho constitucional por actos u omisiones emanados por una 
autoridad pública no judicial, pero debemos tener en cuenta que si estos actos provienen de 
autoridades públicas primero se debe agotar la vía administrativa, sólo cuando se justifique que 
la vía administrativa no es la vía adecuada ni eficaz se podrá interponer una acción de 
protección. 
 
¿Qué opina sobre el principio constitucional del nom bis in ídem? 
 
Este es un principio muy importante que aplican los operadores de justicia quienes 
siempre mencionan este principio que se lo aplica en derecho para beneficiar a veces a la 
persona que está siendo afectada en un derecho constitucional o legal ¿En el caso de los 
policías cree que se vulnera este derecho por parte de la Institución Policial ya que pese a 
cumplir su castigo, se los califica no idóneos para el ascenso, consecuentemente se los 
incluye en una cuota de eliminación para luego ser dados de baja de las filas 
policiales?Primeramente debemos reflejar lo que son las cuotas de eliminación de la Institución 
Policial, tengo entendido que estas cuotas se forman cumpliendo algunos requisitos legales 
como tiempo, duración, ascensos que se van agotando, entonces ahí se queda esa cuota de 
eliminación, donde posteriormente los nuevos aspirantes llenen esas vacantes de los que a 
futuro abandonarán la Institución Policial.Bueno en estos casos la Policía Nacional posee su 
Reglamento Interno Disciplinario, quienes incurran en faltas disciplinarias se aplica ese 
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Reglamento si la persona afectada demostrare que ha sido sancionado más de dos veces por el 
mismo acto indisciplinario, ésta persona tiene derecho a acudir a la vía constitucional para hacer 
valer sus derechos que ha sido vulnerados, debidamente justificando en un proceso justo 
acudiendo las dos partes, pero sin embargo desconozco que por parte de la Institución Policial 
se haya vulnerado este derecho y si llegare a ocurrir, la persona afectada puede interponer el 
recurso constitucional de la acción de protección para que se protejan sus derechos. 
 
¿Piensa usted que se vulnera el principio de aplicación del artículo 11 numeral 2 inciso 
segundo de la Carta Magna, en lo referente a que nadie puede ser discriminado por su 
pasado judicial, al momento de incluir al miembro policial en la cuota de eliminación por 
registrar como antecedente sanción del Tribunal de Disciplina? 
 
Las personas que han sido o están sancionadas por un Tribunal de Disciplina y han 
cumplido su sanción o pena ya quedan libre de cualquier acción a posterior, el artículo es muy 
claro no se puede discriminar a persona alguna por su condición religiosa, inclinación sexual, su 
raza y mucho menos discriminarla si un miembro policial tuvo una sanción y la cumplió, quiere 
decir que ya ha cumplido su pena por lo mismo no puede ser sancionado dos veces en un mismo 
acto disciplinario, por ende no se está discriminando pero pueden haber casos que el mismo 
reglamento dice que para ciertos puestos jerárquicos su hoja de vida debe de ser totalmente 
limpia no se toma ese antecedente sino se aplica esa norma reglamentaria institucional que está 
bien, porque qué pasaría si ciertos miembros policiales como es público y notorio que muchos 
no se han dedicado definitivamente a dar el servicio para el cual están encomendados como 
Policías Nacionales de brindar seguridad, vigilancia, por ende se aplican dichas sanciones hasta 
llegar a la baja de los malos elementos policiales y si ellos fueran erróneamente sancionados los 
policías tienen derecho a la defensa a través de las vías legales ávidas del derecho. 
 
Señor Juez con su amplio conocimiento me podría decir ¿quiénes son los facultados para 
expedir sentencias judiciales ya que en la Ley de Personal de la Policía Nacional, 
precisamente en el literal d) del artículo 81 una de las causas para no ascender al 
inmediato grado superior y formar parte de la cuota de eliminación, es por haber recibido 
una sentencia por parte de un Tribunal de Disciplina? 
 
Bueno en definitiva se conoce que hubo varias reformas en lo referente a los Jueces que 
tenían fuero de corte y existía Juzgados y Cortes internas de la Policía, todo eso se actualizó y se 
reestructuró, por ende para resolver los actos disciplinarios de lo miembros policiales los 
facultados y competentes son los Tribunales de Disciplina los mismos que expiden actos 
administrativos que se manifiestan en resoluciones administrativas que son debidamente 
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motivadas y fundamentadas de conformidad con el artículo 76 numeral 7 literal l) de la 
Constitución de la República, por ende si estos actos no estuvieran debidamente motivados para 
llegar a una sanción este acto carecería de valor y sería nulo, en definitiva los únicos para 
expedir sentencias son los Jueces los cuales tienen competencia y jurisdicción para conocer 
ciertos actos en diferentes materias. 
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CONCLUSIONES 
 
 La Policía Nacional es una Institución profesionalizada que está al servicio de toda la 
comunidad, con la finalidad de brindar seguridad y vigilancia, asimismo tiene derechos 
y obligaciones otorgados por la Constitución de la República en donde cada actuación 
debe enmarcarse en respetar los derechos consagrados en la Carta Fundamental como 
los derechos humanos establecidos en los Instrumentos internacionales. 
 
 La acción de protección conocida anteriormente como amparo constitucional, tuvo sus 
orígenes con el objetivo de contrarrestar el abuso de poder proveniente de las diferentes 
autoridades públicas, es decir era una herramienta que protegía al más débil del más 
fuerte en relación al Estado.  
 
 La acción de protección con la Constitución del 2008, fue creada con la finalidad de 
proteger, de tutelar, de salvaguardar los derechos constitucionales reconocidos en la Ley 
Suprema como también los derechos establecidos en los Instrumentos internacionales 
de los cuales el Estado ecuatoriano forma parte.  
 
 Todos los actos u omisiones provenientes de una autoridad pública no judicial como es 
la Policía Nacional, en los que se han vulnerado derechos constitucionales del personal 
policial, la vía idónea y efectiva para tutelar sus derechos ha sido mediante el recurso 
constitucional de la acción de protección. 
 
 El debido proceso en el marco jurídico constitucional, constituye un derecho 
fundamental que gozan todas las personas, derecho que debe ser observado y cumplido 
en todo proceso judicial o administrativo. 
 
 El principio constitucional del non bis in ídem ratificado por nuestra Constitución de la 
República, el cual forma parte como garantía del debido proceso, constituye en si su 
esencia de que nadie podrá ser juzgado o sancionado más de dos veces por la misma 
causa.  
 
 De los casos y sentencias favorables de acción de protección que han sido analizados 
por la directa aplicación de incluir al personal policial en la cuota de eliminación, 
producto de haber recibido una sanción de un Tribunal de Disciplina, se determina que 
los Jueces Constitucionales consideran que la Institución Policial ha vulnerado 
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principios y derechos constitucionales de los miembros policiales, en especial las 
disposiciones de los artículos 11 numeral 2; 33; 76 numeral 7 literal i) de la 
Constitución de la República. 
 
 La norma constante en el literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional, en relación a las sentencias favorables de acción de protección, no guarda 
conformidad alguna con las normas constitucionales, por consiguiente vulnera derechos 
y principios constitucionales de los miembros policiales. 
 
 En relación a determinar si los Tribunales de Disciplina de la Policía Nacional expiden 
sentencias, se concluye que estos entes disciplinarios emanan únicamente actos 
administrativos o resoluciones, y no como lo señala el literal d) del artículo 81 de la Ley 
de Personal de la Policía Nacional, por ende se emplea mal el término de sentencia en 
esta disposición, ya que los únicos competentes para dictar sentencias son los Jueces por 
tener jurisdicción y competencia, facultades otorgadas por la Constitución de la 
República. 
 
 La gran mayoría de los miembros policiales investigados a través de la encuesta, han 
determinado que si ya han purgado la sanción impuesta por un Tribunal de Disciplina, 
no se los debería incluir en la cuota de eliminación, ya que se atenta al debido proceso 
en la garantía de que nadie puede ser sancionado más de dos veces por la misma causa, 
por ende considera que sería necesario reformar el literal d) del artículo 81 de la Ley de 
Personal de la Policía Nacional con la finalidad de poder seguir ejerciendo su carrera 
policial y gozar de un trabajo estable para satisfacer las necesidades de sus familias.     
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RECOMENDACIONES 
 
 Respetar los principios y derechos constitucionales de los miembros policiales por parte de 
los órganos administrativos de la Policía Nacional al momento de incluir al personal policial 
en la cuota de eliminación.  
 
 Realizar un análisis de impacto psicológico que sufren los miembros policiales al ser 
incluidos en la cuota de eliminación, producto de haber recibido en su contra una sanción 
impuesta por un Tribunal de Disciplina, ya que a futuro serán dados de baja de la Institución 
Policial. 
 
 Reformar la disposición del literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional, como requisito para formar parte de la cuota de eliminación anual. 
 
 Otorgar una nueva oportunidad al personal policial que es incluido en la cuota de 
eliminación por tener como antecedente sanción de un Tribunal de Disciplina, para que 
puedan continuar ejerciendo su carrera profesional dentro de las filas policiales. 
 
 Evaluar al personal policial que ha sido sancionado por un Tribunal de Disciplina con la 
finalidad de captar resultados tendientes a que si son reincidentes en faltas disciplinarias no 
solo de tercera clase sino de cualquier tipo, para lograr establecer una verdadera conciencia 
de arrepentimiento con el objetivo de preservar su puesto dentro de la planta orgánica de la 
Policía Nacional. 
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CAPÍTULO V 
 
PROPUESTA 
 
5.1 JUSTIFICACIÓN 
 
La presente propuesta dentro del trabajo investigativo es de gran importancia, ya que 
permitirá al personal policial aspirar a seguir ejerciendo su carrera profesional, propuesta que se 
enmarca bajo los pilares de la armonía y conformidad con las normas de la Carta Fundamental, 
garantizando los derechos y principios constitucionales establecidos en la Constitución de la 
República.  
 
Con la propuesta a desarrollarse los miembros policiales tendrán la posibilidad de 
ascender al inmediato grado superior una vez que hayan cumplido a cabalidad la sanción 
impuesta por un Tribunal de Disciplina, respetando y garantizando el debido proceso y el 
derecho al trabajo. 
 
Con la propuesta a efectuarse se realizará una adecuada corrección al contenido de la 
palabra sentencia, ya que los únicos competentes para administrar justicia son los Jueces 
Constitucionales. 
 
5.2   OBJETIVO 
 
5.2.1 Objetivo general 
 
Establecer la reforma legal al literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de la Policía 
Nacional, guardando armonía con los derechos y principios constitucionales. 
 
5.2.2 Objetivos específicos 
 
 Determinar la importancia de la reforma del literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal 
de la Policía Nacional. 
 Analizar el impacto de la disposición legal a reformarse, aplicada a los miembros 
policiales. 
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 Evaluar y medir al personal policial posterior a la aplicación de la disposición a reformarse. 
 Aplicar la disposición legal a reformarse al personal policial que está inmerso en la cuota 
de eliminación, por haber sido sancionado por un Tribunal de Disciplina. 
 
5.3 BENEFICIARIOS 
 
5.3.1 Beneficiarios directos 
 
El personal policial 
 
5.3.2 Beneficiarios indirectos 
 
Sin duda alguna son las familias de los miembros policiales, ya que los jefes de hogar 
podrán seguir ejerciendo su profesión, consecuentemente al gozar del derecho al trabajo podrán 
sustentar y satisfacer las necesidades económicas de sus familias. 
 
5.4 FACTIBILIDAD 
 
Es posible la realización del proyecto,por cuanto se cuenta con el apoyo de los miembros 
policiales tanto de aquellos que se hallan inmersos o no en la cuota de eliminación por 
aplicación del artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional, ya que 
consideran que es injusto ser sancionados nuevamente siendo ellos el eje fundamental de la 
propuesta en donde se hallan los intereses de cada uno.  
 
Además es viable el proyecto de reforma de esta disposición por cuanto desde el año de 
1998 no se ha realizado alguna reforma a la tantas veces citada Ley de Personal de la Policía 
Nacional. 
 
5.4.1 Factibilidad interna 
 
Se tiene el acceso a mucha información la cual fue recabada dentro del presente trabajo 
investigativo, en especial las sentencias favorables de acción de protección de aquellos 
miembros policiales en los que se ha concedido este recurso constitucional, dejando sin efecto la 
cuota de eliminación anual, producto de haber sido sancionados por un Tribunal de Disciplina, 
como también se tiene el acceso a las diferentes resoluciones administrativas expedidas por los 
diferentes Consejos de la Policía Nacional. 
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5.4.2 Factibilidad externa 
 
Se cuenta con la predisposición del personal policial al cual se tuvo acceso para realizar la 
correspondiente encuesta, en donde de forma unánime coinciden que es indispensable 
reformarla disposición antes señalada, con el objetivo de poder seguir sirviendo a la ciudadanía. 
 
5.5 DESCRIPCIÓN DE LA PROPUESTA 
 
El literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de la Policía Nacional, forma parte de 
uno de los requisitos para que un miembro policial sea calificado como no idóneo para ascender 
al inmediato grado superior por haber recibido en su contra sanción de un Tribunal de 
Disciplina, sin embargo pese haber cumplido el miembro policial el castigo impuesto por este 
ente disciplinario y bajo este requisito del literal d) del artículo 81, se incluye al personal 
policial en la cuota de eliminación para posteriormente ser dados de baja de las filas policiales. 
 
Al respecto la Carta Fundamental en su artículo 76 nos habla acerca del debido proceso, 
el mismo que se constituye en sí en un derecho de rango constitucional que gozan todas las 
personas dentro de un proceso judicial como de un procedimiento administrativo. Dentro del 
debido proceso se encuentra la garantía del numeral 7 literal i) que prescribe: “nadie podrá ser 
juzgado más de dos veces por la misma causa y materia (…)”, garantía que si es inobservada 
por cualquier ente público, se vulnerará directamente el derecho al debido proceso, norma 
constitucional que guarda armonía con la disposición del artículo 25 del Reglamento de 
Disciplina de la Policía Nacional que menciona: “Una misma falta disciplinaria no podrá ser 
sancionada por dos superiores a la vez”.  
 
Es así que el personal policial que ha purgado su falta producto de una sanción 
disciplinaria impuesta por un Tribunal de Disciplina, no es procedente sancionarlo nuevamente 
calificándolo como no idóneo para ascender al inmediato grado superior, para posteriormente 
formar parte de la cuota de eliminación y culminar con la baja de la Institución Policial, por 
ende se estaría vulnerando el derecho al debido proceso y con el acarrearía la violación de otros 
derechos y principios constitucionales. 
 
Además se debe describir que en la disposición a reformarse se emplea mal el término de 
la palabra sentencia, ya que los Tribunales de Disciplina simple y llanamente expiden actos 
administrativos que se reflejan en resoluciones, los únicos facultados para expedir sentencias 
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son los Jueces Constitucionales ya que gozan de jurisdicción y competencia para administrar 
justicia.  
 
5.5.1 Fases del proyecto 
 
5.5.1.1 Proyecto de reforma a la Ley de Personal de la Policía Nacional 
 
LA ASAMBLEA NACIONAL 
CONSIDERANDO: 
 
Que en un Estado constitucional de derechos y justicia social, como el adoptado por nuestro 
país con la Constitución de la República del Ecuador del 2008, la persona humana debe ser el 
objetivo primigenio, donde la misma aplicación e interpretación de la ley sólo sea posible en la 
medida que esta normativa se ajuste y no contradiga la Carta Fundamental, ni la Carta 
Internacional de los Derechos Humanos. 
 
Que el artículo 158 de la Constitución de la República, prescribe que la Fuerza Pública en este 
caso la Policía Nacional tiene derechos y obligaciones fijadas, pero no es menos cierto que sus 
decisiones deben observar el estricto cumplimiento a los derechos humanos y su resguardo 
garantizados en la Norma Suprema.  
 
Que el artículo 424 de la Carta Fundamental, nos habla sobre la supremacía de la Constitución 
en donde prescribe que todas las normas y los actos provenientes del poder público, deben 
guardar conformidad con las disposiciones constitucionales, caso contrario estas normas y actos 
carecerán de validez jurídica. 
 
Que el debido proceso reconocido en el artículo 76 de la Constitución de la República, es aquel 
derecho constitucional que rodea y cubre a todo el sistema jurídico de un país, derecho que debe 
ser observado y aplicado por todos los funcionarios y órganos del poder público. Derecho 
constitucional que se encuentra formado por un cúmulo de garantías las mismas que deben ser 
observadas y aplicadas en todos los procesos judiciales y administrativos, dentro de estas 
garantías que forman parte del debido proceso se encuentra la establecida en el literal i) numeral 
7 del artículo 76, garantía conocida como el non bis in ídem, es decir nadie podrá ser juzgado 
más de dos veces por la misma causa. 
 
Que el artículo 25 del Reglamento de Disciplina de la Policía Nacional indica que: “una misma 
falta no puede ser reprimida por dos superiores a la vez, ni con dos penas distintas” 
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Que los artículos 167; 172; 178 de la Constitución de la República en armonía con el artículo 1 
y 31 del Código Orgánico de la Función Judicial, nos mencionan que los Jueces son los únicos 
para administrar justicia por ende son los encargados en expedir sentencias judiciales, mientras 
que los órganos administrativos como los Tribunales de Disciplina emanan sólo actos 
administrativos reflejados en resoluciones administrativas. 
 
Que mediante Ley No. 123, publicada en el Registro Oficial Suplemento 378 de 7 de agosto de 
1998 se expide la Ley de Personal de la Policía Nacional.  
 
Que el artículo 95 literal c) de la Ley de Personal de la Policía Nacional expresa que: “Art. 95.- 
La lista de eliminación anual en cada grado, se conformará con el personal policial que se 
encuentre comprendido en uno o más de los siguientes casos: c) No haber sido calificado idóneo 
para el ascenso al inmediato grado superior.” 
 
Que el artículo 81 literal d) de la Ley de Personal de la Policía Nacional manifiesta que: “Art. 
81.- No podrá ascender ni costar en listas de ascensos el personal en los siguientes casos: d) 
Haber sido sancionado mediante sentencia del Tribunal de Disciplina.”  
 
Que es necesario realizar la reforma al literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de la 
Policía Nacional, a fin de que la norma se adecue a las disposiciones de los derechos 
constitucionales establecidos en la Carta Fundamental. 
 
En ejercicio de las atribuciones establecidas en el numeral 6 del artículo 120 de la Constitución 
de la República del Ecuador, expide lo siguiente: 
 
REFORMA AL LITERAL D) DEL ARTÍCULO 81 DE LA LEY DE PERSONAL DE LA 
POLICÍA NACIONAL. 
 
Art. 1.- Sustitúyase la disposición del literal d) por la siguiente: Haber sido reincidente en faltas 
disciplinarias de tercera clase y sancionado mediante resolución administrativa del Tribunal de 
Disciplina. 
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5.6 CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES 
 
No. Actividades Julio Agosto Septiembre 
    1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 
1 
Identificación del 
Problema x x x 
 
                
2 
Diseño o formulación del 
proyecto       X x 
 
            
3 
Recolección de 
Información         
 
x x           
4 
Diagnóstico de la 
situación               x x 
   5 Ejecución del proyecto                   x x 
 6 Seguimiento y evaluación                       x  
Fuente: David Ortiz Q. 
 
5.7  PRESUPUESTO 
 
     Recursos Financieros 
INSUMOS CANTIDAD USD$ 
Recursos del autor 500,oo 
GASTOS  
Transporte y movilización. 60,oo 
Fotocopias 40,oo 
Lunch 60,oo 
Llamadas telefónicas 30,oo 
Internet 40,oo 
Libros 150,oo 
Imprevistos 120,oo 
TOTAL GASTOS 500,oo 
Fuente: David Ortiz Q. 
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IMPACTOS 
 
La disposición del literal d) del artículo 81 de la Ley de Personal de la Policía Nacional a 
reformarse, tendrá un impacto primario relacionado con los miembros policiales, y un 
secundario relacionado con su familia. El impacto primario se concentra en que el personal 
policial que se haya involucrado por una sola vez en el cometimiento de una falta disciplinaria 
de tercera clase, la cual sea sancionada por un Tribunal de Disciplina, podrá acogerse a la 
disposición reformada, por ende podrá ascender al inmediato grado superior y seguir ejerciendo 
su carrera policial, dándole la oportunidad de reivindicarse para que siga sirviendo a la sociedad 
cumpliendo con los deberes encomendados en el servicio, consecuentemente se respetará el 
derecho al debido proceso en la garantía del literal i) numeral 7 del artículo 76 de la 
Constitución de la República, por cuanto si ya cumplió la sanción impuesta por un ente 
disciplinario no volverlo a sancionar colocándolo en la cuota de eliminación para a futuro ser 
dado de baja. 
 
El impacto secundario va encaminado hacia el vínculo familiar del miembro policial, ya 
que el policía padre o madre de familia podrán conservar su trabajo, garantizando a su hogar el 
sustento la fuente de ingreso para cumplir y satisfacer todas las necesidades que demanden los 
hogares de los miembros policiales. Además se tendrá un impacto en lo psicológico y emocional 
del personal policial, ya que al acogerse a la disposición a reformarse no seguirán viviendo y 
sirviendo a la sociedad estando en un estado de incertidumbre de que algún día perderán su 
trabajo producto de haber sido sancionados por un Tribunal de Disciplina, al contrario su mente 
y cuerpo estarán al cien por ciento para servir con dedicación y eficacia al cuidado, a la 
vigilancia y control de la sociedad.   
 
EVALUACIÓN 
 
De la investigación de campo relacionada con las encuestas y entrevistas realizadas en el 
presente trabajo, se colige que el personal policial encuestado estima que se vulneran sus 
derechos y principios constitucionales establecidos en la Carta Fundamental, ya que la 
Institución Policial rebasa sus facultades encomendadas por la Constitución, al momento de ser 
incluidos en la cuota de eliminación producto de haber sido sancionados por un Tribunal de 
Disciplina, por lo que ameritan que se realice una reforma a la disposición del literal d) del 
artículo 81 de la Ley de Personal de la Policía Nacional. 
 
En lo concerniente a las entrevistas se pudo evidenciar que los entrevistados en este caso 
fueron Jueces Constitucionales, opinaron que se debe respetar el derecho al debido 
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proceso,tanto en las actuaciones judiciales como administrativas, garantizando los principios y 
derechos constitucionales que la Constitución de la República proclama y si en algún caso 
existiera la violación de un derecho, se debe acudir a la acción de protección para tutelar los 
derechos vulnerados sin inmiscuirse tanto en las actuaciones que tiene la Institución Policial ha 
ostentado. 
Sin embargo se puede evaluar de forma unánime de las entrevistas, coligiendo que los 
entrevistados concuerdan que los actos emanados por los entes disciplinarios policiales, son 
solamente actos administrativos y no sentencias, ya que los únicos competentes para administrar 
justicia y que gozan de jurisdicción y competencias son los Jueces. 
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